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Actos de Competencia Desleal en el Derecho Marcario 
 
El tema desarrollado en esta investigación se refiere a la valoración que se da al principio de 
competencia desleal en el Derecho Marcario que se deriva de las formas de ilicitud de 
concurrencia en el mercado, emanantes de terceros que atentan contra los derechos amparados o 
amparables por la ley, de quienes tienen en el mercado productos o servicios. 
En este sentido la acción de derecho marcario versa sobre un derecho reconocido por el 
ordenamiento jurídico vigente a favor de un agente económico, mientras que la acción de 
competencia desleal versa sobre la perturbación que sufre un agente económico sobre el 
desenvolvimiento de su actividad y el atentado contra el acervo clientelar por parte de otro 
competidor. 
En el Ecuador se continúa vulnerando los derechos marcarios, afectando al comercio a las 
empresas y los consumidores en general, motivo por el cual el gobierno debe cumplir los 
mandatos de la constitución económica y efectivizar los objetivos propuestos en el Plan 
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El tema desarrollado en esta investigación se refiere a la valoración que se da al principio de 
competencia desleal en el Derecho Marcario que se deriva de las formas de ilicitud de 
concurrencia en el mercado, emanantes de terceros que atentan contra los derechos amparados o 
amparables por la ley, de quienes tienen en el mercado productos o servicios. 
 
Ciertamente no sólo está permitida la competencia sino además se insiste en alentarla cada día 
más, pero esta competencia debe tener sus limitaciones en las actuaciones de los competidores 
para atraer clientes, actuaciones que se esperan sean honestas, legales, lícitas, leales y de buena 
fe, es decir en armonía con las adecuadas y sanas prácticas comerciales. 
  
Ante esta situación, surgen las dificultades de definir lo que es ilícito en relación con la 
adopción de una determinada conducta comercial, lo que es injusto, desleal o de mala fe, 
conceptos todos íntimamente ligados a nociones como la moral, la fidelidad, el honor, que van 
más allá del derecho mismo y que atañen más a la convivencia social y que, además, varían en 
el tiempo y en el espacio. 
 
Se entiende por actos de competencia desleal aquéllos que atentan contra los usos o prácticas 
honestas en el comercio.  
 
Por lo que se tiende que se debe proteger bienes inmateriales en casos en que no se da el 
despojo del bien privado de su uso al titular, sino que se compite ilícitamente en el mercado 
utilizando medios que confunden al público consumidor y desvían injustamente a la clientela 
del titular del derecho. 
 
Por ello se ha hecho notar que las marcas cumplen una importante función en el proceso de 
competencia, pues a través de ellas se verifica la respuesta favorable o adversa de los 
consumidores.  
 
En este sentido la acción de derecho marcario versa sobre un derecho reconocido por el 
ordenamiento jurídico vigente a favor de un agente económico, mientras que la acción de 
competencia desleal versa sobre la perturbación que sufre un agente económico sobre el 






1. ANTECEDENTES HISTÓRICOS. 
 
El hombre desde el inicio de la humanidad ha sido creativo por naturaleza, desde los primeros 
jeroglíficos hasta los primeros manuscritos. Pero era necesario buscar un método que proteja 
esta creatividad dando así origen a los derechos de autor, cuya evolución formal se remonta a 
1710 donde Inglaterra es el Estado que por primera vez legisló sobre la materia, seguido por 
Francia en 1716 y Estados Unidos en 1791.  
 
Posteriormente el 9 de septiembre de 1886, se reúnen varios países con el fin de proteger los 
derechos de autor sobre sus obras literarias y artísticas, en el llamado Convenio de Berna para la 
Protección de las Obras Literarias y Artísticas. 
 
Desde el momento en que el hombre comienza a realizar actos de comercio, es decir, obtener 
réditos por la producción de un producto la prestación de un servicio, situaciones que 
necesitaban una identificación por parte de quien los ofertaba  de tal manera los griegos 
identificaban su arte con una sigilla, de igual manera los romanos aplicaban sellos en vinos y 
quesos, este proceso evolutivo  tiene su máximo desarrollo en las últimas décadas del siglo 
XVIII y comienzos del siglo XIV, cuando se despliegan en Europa dos procesos fundamentales 
para la historia de la humanidad: Revolución Industrial Inglesa y La Revolución Francesa.  
 
La primera que originó cambios transcendentales en la economía mediante la industria 
mecanizada reformando contundentemente  los medios de producción de aquel entonces, se 
organizan fábricas, que dan surgimiento a nuevos grupos sociales, como el de los obreros 
industriales, banqueros y empresarios, aparecen los mercados nacionales de capitales y de 
salarios, cambiando aspectos fundamentales como la política y el estado. 
 
Aboliendo la estructura de aquel entonces fijada por nacimiento entre la nobleza y los cleros, los 




Estos efectos políticos y sociales que se generaron en la Revolución Industrial Inglesa, se 
manifiestan de manera duradera con la Revolución Francesa de 1789, la misma que terminó con 
el absolutismo monárquico para dar paso a la república.  
 
Del mismo modo, la Revolución, instaura, el principio, “un hombre, un voto” el cual es base 
fundamental del sistema democrático, proclamando como fuente de poder legitima al pueblo, 
mediante  la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, el cual sirvió de base 
para la redacción de una Constitución. 
 
Por lo cual esta necesidad de identificar los productos o servicios se hizo realidad y se llegó 
incluso a identificar al fabricante de tal manera, entre los antecedentes ya de manera jurídica 
más antiguos que encontramos son la Ordenanza Prusiana del 18 de agosto de 1847, 
posteriormente la ley italiana de 30 de agosto de 1868. 
 
1.1. Desarrollo de la propiedad intelectual en el Ecuador.-  
 
Desde que la Gran Colombia se separó y se forma un nuevo Estado independiente llamado 
Ecuador, puesto en manos del General Juan José Flores en 1830, han transcurrido varios 
cambios sociales, políticos, culturales, económicos, jurídicos, entre otros, pero en el aspecto que 
nos compete, es decir el derecho marcario, comienza su evolución en la Constitución de 1835 la 
misma que establece en su artículo 99: “El autor o inventor tendrá la propiedad exclusiva de su 
descubrimiento o producción, por el tiempo que le concediere la ley; y si esta exigiera su publicación, se 
dará al inventor la indemnización correspondiente”. (ASAMBLEA CONSTITUYENTE). 
 
Situación y normativa que se emula en las siguientes constituciones hasta que el 31 de octubre 
1899 se expide la primera Ley de Marcas, la misma que sufre reformas el 17 de octubre de 
1900, el 9 de octubre de 1901, el 19 de octubre de 1901. 
 
El 20 de Agosto de 1910 el Ecuador suscribe un convenio sobre “Marcas de Fábrica y de 





Este convenio concede un derecho de prioridad de seis meses para que se pueda solicitar una 
marca en los otros países contratantes y considera que una marca registrada en un país, estará 
también registrada en los demás países  
 
La ley de marcas de 1908, fue reformada en el año 1914, la cual no contempla cambios 
importantes, por lo que no cabe un análisis. 
 
En el año 1923 se da la segunda reforma en la que se impone las primeras tasas para los 
registros de inscripciones, renovaciones y transferencias de fábricas. 
 
Mediante Decreto Ejecutivo 384 del 21 de septiembre de 1928, se expide la tercera Ley de 
Marcas de Fábrica, como su nombre lo indica a la palabra marca se le aumenta la frase de 
fábrica, esta ley sufre reformas en el mismo año 1928 y se establece un solo pago de tasas para 
todos los modificatorios de la marca, se faculta a los Agentes Fiscales y Jueces de Letras para 
que persigan toda infracción de oficio, además se cambia el juicio ordinario por Verbal 
Sumario.  
 
El 21 de septiembre de 1928, se expió la tercera Ley de Marcas en el país, sufriendo reformas el 
6 de diciembre de 1928, 9 de agosto de 1937. 
           
La reforma del año 1937, establece como requisito previo para registrar una marca, el obtener el 
registro sanitario. 
            
En 1954 se firma el convenio sobre Propiedad Industrial entre la República del Ecuador y la 
República Federal de Alemania, por el cual se restituye a los alemanes las marcas que por las 
leyes de guerra fueron traspasadas al gobierno ecuatoriano. 
 
Mediante Decreto Legislativo, 2 de noviembre de 1957, se dispone a los titulares de marcas, 
poner en la etiqueta la frase “elaborado en Ecuador”, el incumplimiento daba lugar al pago de 
cien mil sucres de multa.  
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La Codificación de la Ley de Marcas, es publicada en el Registro Oficial Nº 353 del 21 de 
octubre de 1961 y en el Registro Oficial Nº 356 del 6 de noviembre de 1961, posteriormente la 
Constitución de 1967 en su artículo 57, manda: “Se garantiza el derecho de propiedad sobre 
patentes, marcas, modelos, distintivos o nombres comerciales, agrícolas e industriales, con arreglo a la 
ley”. (ASAMBLEA CONSTITUYENTE, 25 de Mayo de 1967) 
            
En el año 1961, se codifica la Ley de Marcas de Fábrica, la misma que contiene los siguientes 
cambios:  
 
 Pasa la competencia del Ministerio de Economía al de Hacienda. Los asuntos 
marcarios pasaban al conocimiento de los Jueces Provinciales en lugar de 
Alcaldes Cantonales. 
 
 La primera reforma de esta ley se produce en el año 1963 incorporándose los 
nombres de fábrica, comercio y agricultura, y el derecho se adquiere por el uso, 
sin necesidad de registro, lo que se conoce como el sistema declarativo.  
 
 Mediante Decreto Supremo 1257 de 10 de marzo de 1977 entra en vigencia la Decisión 85 de la 
Comisión del Acuerdo de Cartagena, la primera que contiene un régimen común para la 
protección de la Propiedad Industrial , y contiene disposiciones que no contiene la Ley de 1976, 
entre ellas: 
 
1. La duración del registro que se reduce a cinco años , renovables indefinidamente por 
períodos iguales; 
2. Se exige probar el uso en uno de los países del Pacto Andino para la renovación; 
3. Se concede seis meses de prioridad para el registro de marcas en los Países Miembros, 
se instituye la acción de cancelación en la vía administrativa. 
 
En Noviembre de 1993 se publicó la Decisión 344 en el Registro Oficial 327 de 30 de       
Noviembre de 1993, y el Reglamento se publicó en el Registro oficial 341 del 21 de Diciembre 




1.  El derecho de uso exclusivo se adquiere mediante registro de marca; 
2.  De conformidad con la decisión 344, los siguientes criterios deben ser tomados en 
consideración para determinar si una marca es notoriamente conocida o no. 
a. La medida en que el producto o servicio al que hace referencia la marca es conocido 
por los consumidores; 
b. La medida o cobertura de la publicidad o promoción de la marca, 
c. La antigüedad de la marca y su uso continuo, 
d. El análisis de la producción y comercialización de los productos que ampara la 
marca. 
              
El 19 de Mayo de 1998, se publica la Ley de Propiedad Intelectual, la unifica en una sola Ley 
todas las ramas de la Propiedad Intelectual, como son el Derecho de Autor y Derechos Conexos; 
la Propiedad Industrial ; las obtenciones vegetales , y el Reglamento se publicó en el Registro 
Oficial 120 de 1 de Febrero de 1999.  
 
El 19 de Septiembre de 2000, la Comisión de la Comunidad Andina aprobó la Decisión 486, la 
misma que fue publicada en el Registro Oficial 285 de 2 de Febrero de 2001 y se encuentra en 
plena vigencia. 
 
Por último, la Constitución del 2008 en el Art.322 contempla: “Se reconoce la Propiedad 
Intelectual de acuerdo con las condiciones que señale la ley”. Se prohíbe toda forma de apropiación 
de conocimientos colectivos, en el ámbito de las ciencias, tecnologías y saberes ancestrales  
 
Se prohíbe también la apropiación sobre los recursos genéticos que contiene la diversidad 
biológica y la agro-diversidad”. 
 
1.2  CONCEPTO DE PROPIEDAD INTELECTUAL.   
 
En primer lugar hay que definir lo que significa propiedad, para entender que la propiedad 
intelectual es parte del dominio y propiedad inmaterial del ser humano, en este sentido podemos 
concebir a la propiedad de la siguiente manera: “Propiedad. I. (Del latín proprietas.atis.) Dominio 
que se ejerce sobre la cosa poseída. Cosa que es objeto de dominio.” (DICCIONARIO JURÍDICO 




Y del mismo modo según Rojina Villegas, citada en el Diccionario Jurídico Mexicano la 
propiedad es: 
 
  […] el poder jurídico que una persona ejerce en forma directa e inmediata sobre una 
cosa para aprovecharla totalmente en sentido jurídico, siendo oponible este poder a un 
sujeto pasivo universal, por virtud de una relación que se origina entre el titular y dicho 
sujeto. (DICCIONARIO JURÍDICO MEXICANO, 2001, pág. 272) 
 
En tal efecto, el derecho de propiedad, es únicamente atribuible al ser humano como sujeto de 
derecho para ejercer el dominio, es decir, la facultad de usar, gozar y disponer de la cosa objeto 
de propiedad. 
 
Es así que Jorge SÁNCHEZ (1981) manifiesta lo siguiente: 
 
El propietario de una cosa puede gozar y disponer de ella con las limitaciones y 
modalidades que fijen las leyes (…). Las características propias de la propiedad son: el jus 
utedi, fruendi y abutendi. El derecho de usar la cosa… El derecho de gozar de una cosa… 
Finalmente el derecho de ‘abusar’ de una cosa… La disposición de la cosa es el atributo 
esencial de la propiedad. (pág. 31) 
 
Y de esta manera, y entendida que ha sido la naturaleza, brevemente explicada, del derecho de 
propiedad, para adentrarse al concepto mismo de la Propiedad Intelectual es necesario saber qué 
es lo que se entiende por Derecho Intelectual, y al respecto debemos manifestar que, dentro del 
ámbito jurídico, esta rama del derecho se ocupa de estudiar e incorporar normas legales  
encaminadas a regular, proteger y sancionar mediante mecanismos eficaces y eficientes los 
derechos derivados de la creación del talento humano, tanto en el ámbito de los derechos de 
autor, como en el contexto de las creaciones con fines industriales.  
 
En este sentido y para reforzar el planteamiento precedente es importante traer a colación e 
incorporar a esta construcción dogmática, las palabras del tratadista Davis RANGEL quien 
manifiesta lo siguiente: “Por derecho intelectual se entiende el conjunto de normas que regulan las 
prerrogativas y beneficios que las leyes reconocen y establecen en favor de los autores y de sus 
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causahabientes por la creación de obras artísticas, científicas, industriales y comerciales”. (1992, pág. 
1) 
 
Como queda claro, la propiedad intelectual abarca una protección a todas las obras del intelecto 
humanos dentro de las circunstancias establecidas legalmente de acuerdo a los instrumentos 
internacionales sobre la materia y la legislación nacional vigente. 
 
Una vez entendida la propiedad en su sentido filosófico jurídico y la noción del derecho de 
propiedad intelectual en sentido general es menester que se defina conforme a estos 
antecedentes el significado de la propiedad intelectual, acudiendo nuevamente a la doctrina 
mexicana, y es precisamente de aquí que se trae el siguiente concepto: 
 
Propiedad intelectual. 1. Concepto que comprende aquellos derechos que se ejercen sobre 
bienes incorpóreos como lo son la producción artística, científica o literaria, es decir, los 
llamados derechos de autor, asimilando estos derechos y su ejercicio a los derechos de 
propiedad. Asimilación fundamentada en la equiparación teórica de la explotación 
exclusiva de los beneficios que tales producciones generan con las formas de apropiación y 
posesión, y en que a esa explotación también le son aplicables los atributos de la 
propiedad (goce y disposición). (DICCIONARIO JURÍDICO MEXICANO, 2001, pág. 280) 
 
En tal sentido se puede colegir que el objeto de protección de la propiedad intelectual, lo 
constituyen los bienes incorpóreos derivados, como ya se dijo, de la creación del intelecto 
humano, en virtud del cual su titular, como propietario está en plena capacidad de ejercer los 
llamados atributos de la propiedad, uso, goce y disposición, con las limitaciones que establezca 
la ley, el orden público y la buena fe; esto en razón del principio de licitud que es la piedra 
angular del derecho privado. 
 
Como mecanismo de refuerzo jurídico-positivo cabe mencionar la Declaración Mundial sobre la 
Propiedad Intelectual del 26 de Junio del 2000, que define a la propiedad intelectual como: 
 
 …cualquier propiedad que, de común acuerdo, se considere de naturaleza intelectual y 
merecedora de protección, incluida las invenciones científicas tecnológicas, las 
producciones literarias o artísticas, las marcas y los identificadores, los dibujos y modelos 




La Organización Internacional de Comercio determina sobre propiedad intelectual lo 
siguiente: “Son los derechos conferidos a las personas sobre las creaciones de su mente, los cuales 
suelen dar al creador un derecho exclusivo sobre la utilización de su obra por un plazo determinado”. 
(1997) 
 
En sí la propiedad intelectual es aplicada a las creaciones de la mente del ingenio del hombre, 
utilizados en el comercio y la explotación económica que su autor pueda llegar hacer de la 
misma, además la propiedad intelectual abarca dos grandes campos de acción que son: 
 
a) Derecho de autor: Comprende, entre otras, las siguientes: 
 
 Libros, folletos, impresos, epistolarios, artículos, novelas, cuentos, poemas, 
crónicas, ensayos, misivas, guiones para teatro, cinematografía, televisión, 
conferencias,, discursos, lecciones, sermones, alegatos en derecho, memorias y 
otras obras de similar naturaleza, expresadas en cualquier forma. 
 
 Colecciones de obras, tales como antologías o compilaciones y bases de datos 
de toda clase, que por la selección o disposición de las materias constituyan 
creaciones intelectuales, sin perjuicio de los derechos de autor que subsistan 
sobre los materiales o datos. 
 Obras dramáticas y dramático musicales, las coreografías, las pantomimas y, 
en general las obras teatrales. 
 
 Composiciones musicales con o sin letra. 
 
 Obras cinematográficas y cualesquiera otras obras audiovisuales 
 
 Las esculturas y las obras de pintura, dibujo, grabado, litografía y las 
historietas gráficas, tebeos, comics, así como sus ensayos o bocetos y las 
demás obras plásticas. 




 Ilustraciones, gráficos, mapas y diseños relativos a la geografía, la topografía, 
y en general a la ciencia. 
 
 Obras fotográficas y las expresadas por procedimientos análogos a la 
fotografía. 
 
 Obras de arte aplicada, aunque su valor artístico no pueda ser disociado del 
carácter industrial de los objetos a los cuales estén incorporadas. 
 
 Programas de ordenador. 
 
 Adaptaciones, traducciones, arreglos, revisiones, actualizaciones y 
anotaciones; compendios, resúmenes y extractos; y, otras transformaciones de 
una obra, realizadas con expresa autorización de los autores de las obras 
originales, y sin perjuicio de sus derechos.  
 
b) Propiedad industrial: Comprende entre otros elementos.  
 
 Las invenciones. 
 Los dibujos y modelos industriales. 
 Los esquemas de trazado (topografías) de circuitos integrados. 
 La información no divulgada y los secretos comerciales e industriales. 
 Las marcas de fábrica, de comercio, de servicios y los lemas comerciales. 
 Las apariencias distintivas de los negocios y establecimientos de comercio. 
 Los nombres comerciales. 
 Las indicaciones geográficas. 
 Cualquier otra creación intelectual que se destine a un uso agrícola, industrial o 
comercial. 
 
c) Las obtenciones vegetales: Comprende a todos los géneros y especies vegetales 
cultivadas que impliquen el mejoramiento vegetal heredable de las plantas, en la 
medida que aquel cultivo y mejoramiento no se encuentran prohibidos por razones de 




Mas debemos recalcar como debida interpretación lo que está establecido en el artículo primero 
de la Ley de Propiedad Intelectual del Ecuador que dice que nuestro país está en la obligación 
de reconocer, proteger, controlar, a todos quienes son dueños de invenciones, nombres 
comerciales, marcas que es lo que no concierne, etc.; y en concordancia con la Constitución de 
la República, Comunidad Andina y Convenios Internacionales vigentes promoviendo la 
igualdad de derechos para todos los habitantes en el Ecuador. 
 
1.2. CONCEPTO  DE  PROPIEDAD INDUSTRIAL. 
 
Dentro de la Ley de Propiedad Intelectual no existe una definición de propiedad industrial, pero 
de la lectura de su contenido se entiende, y de acuerdo a la doctrina nacional, que la propiedad 
industrial es una de las ramas, y quizá las más extensa, de la Propiedad Intelectual; esta rama se 
relaciona con las creaciones del intelecto humano que son de aplicación industrial y comercial, 
y que para ser tutelados por el Estado, de igual manera necesitan cumplir con un mínimo de 
requisitos legales que el ordenamiento jurídico establezca para cada caso. 
 
Como sustento de este aserto podemos decir que la propiedad industrial es considerada como: 
“… el privilegio de usar en forma exclusiva y temporal las creaciones y los signos distintivos de 
productos, establecimientos y servicios (RANGEL M., David., 1992, pág. 9) 
 
Mientras que el CONVENIO DE PARÍS para la Protección de la Propiedad Industrial del 20 
de Marzo de 1883, revisado en Bruselas el 14 de diciembre de 1900, en Washington el 2 de 
junio de 1911, en la Haya el 6 de noviembre de 1925, en Londres el 2 de junio de 1934, en 
Lisboa el 31 de octubre de 1958, en Estocolmo el 14 de julio de 1967 y enmendado el 2 de 
octubre de 1979 y publicado en el Registro Oficial 244 de 29 de julio de 1999, el mismo que 
establece: 
 
La propiedad se entiende en su acepción y se aplica no solo a la industria y a los 
comercios propiamente dichos, sino también al dominio de las industrias agrícolas y 
extractivas a  todos los productos fabricados o naturales, por ejemplo: vinos, granos, hojas 




De igual manera GARCÍA MUÑOS Luis sostiene que: 
  
…la propiedad industrial está orientada a conceder un monopolio temporal de explotación 
y uso exclusivo, de ciertas creaciones del ingenio humano, como las invenciones o las 
nuevas formas (diseños) de los productos, así como los signos distintivos de los productos y 
servicios de las empresas (2009, pág. 17) 
Lo que si queda claro es que la propiedad industrial, como ya se dijo está relacionada con la 
protección que el ordenamiento jurídico otorga a las creaciones del intelecto humano que son 
susceptibles de ser aplicadas en la industria.  
 
En tal sentido el artículo primero de la Ley de Propiedad Intelectual vigente detalla todos los 
ámbitos que abraca dicha norma jurídica referente a la propiedad intelectual; es así que en lo 
que se refiere a la Propiedad Industrial se da una clasificación, dentro de la cual se encuentran 
las marcas. 
 
La Ley de Propiedad Intelectual emite una concepción de lo que es propiedad industrial 
como: “…las invenciones, en todos los campos de la tecnología, se protegen por la concesión de 
patentes de invención de modelos de utilidad”. (R.O.N° 426, 2006) 
 
Por lo cual se entiende que dentro de la propiedad industrial se pueden distinguir dos grupos 
susceptibles de protección, es decir, las nuevas creaciones y los signos distintivos, 
entendiéndose como nuevas creaciones a las invenciones y otras creaciones técnicas, que por su 
naturaleza gozan de originalidad. 
 
En cuanto se refiere a los signos distintivos manifestaremos que son el conjunto de instrumentos 
por medio del cual el campo empresarial distingue cada uno de sus elementos constitutivos, 






1.4. CONCEPTO DE MARCA. 
 
Para el estudio y comprensión total del tema propuesto en el presente trabajo de investigación es 
necesario tener en claro la concepción de lo que es marca, en tal sentido David Rangel dice: “Se 
considera como marca el signo de que se valen los industriales, comerciantes y prestadores de servicios 
para diferenciar sus mercancías o servicios de los competidores” (RANGEL M., David., 1992, pág. 
48) 
  
Una marca en si refleja factores como la imaginación, inventiva, innovación, etc. para que luego 
mediante la correcta aplicación de las estrategias de marketing se pueda posicionar en el 
mercado y lograr la diferenciación y fidelización que es el máximo nivel al que llega una marca, 
la cual refleja en su nombre, un servicio, calidad, variedad, entre otros factores que respaldan la 
preferencia del consumidor por A o B marca en específico, en suma una marca busca tener una 
reputación excelente que permita obtener réditos altos en el mercado donde se desenvuelve.  
 
Por otro lado cabe mencionar que el mismo RANGEL David  realiza una categorización de las 
marcas de acuerdo a los siguientes criterios: 
 
a) Desde el punto de vista del objeto a distinguir, las marcas pueden ser marcas de 
productos y marcas de servicios. […] 
b) Desde el punto de vista del sujeto titular de la marca, estos signos distintivos pueden 
ser marcas industriales, marcas de comercio y marcas de agricultura. […] 
c) Contempladas desde su composición, integración o formación, las marcas pueden 
ser nominativas o denominativas, si consisten en un vocablo, en una palabra o frase. 
También pueden ser figurativas, innominadas o gráficas, cuando el signo es un 
esquema, un dibujo o una combinación y distribución de colores mostrados en una 
superficie. […] 
d) Finalmente, se conocen como mixtas aquellas marcas que resultan de una 
combinación o varias combinaciones de las tres modalidades ya citadas. (1992, 
págs. 48 - 49) 
 
Asimismo doctrinariamente el DICCIONARIO JURÍDICO MEXICANO define a la marca 




 Marcas. (En singular, del alemán mark.) Señal dibujada, pegada, hecha a fuego, etc., en una 
cosa, un animal o una persona, pc., en un esclavo, para distinguirlo o saber a quién pertenece. 
 II. Definición técnica. Signos utilizados por los industriales, fabricantes o prestadores de 
servicios, en las mercancías o establecimientos objeto de su actividad, o en aquellos 
medios capaces de presentarlos gráficamente, para distinguirlos, singularizarlos, 
individualizarlos, denotar su procedencia y calidad, en su caso, de otros idénticos o de su 
misma clase o especie. (2001, pág. 143) 
 
Tal y como se aprecia de esta definición, la concepción y sentido del término marca se la 
entiende como un elemento distintivo, que posee un producto o servicio, que lo diferencia de 
sus similares, y dependiendo del uso y prestigio, pueden denotar calidad distinta y superior 
dentro de ese mercado. 
 
De esta manera se entiende que el uso y protección de la misma sirve para, a su vez, proteger 
una mercancía y servicio, con la finalidad de evitar la competencia desleal y así se garantiza al 
consumidor la fiabilidad del crédito del comerciante y sus productos o servicios. 
 
Según la misma doctrina de la Universidad Nacional Autónoma de México, las marcas deben 
reunir ciertas características a fin de viabilizar su formación, es así que en el diccionario jurídico 
ya citado se menciona lo siguiente: 
 
 Formación de las marcas. Pueden constituir una marca: Las denominaciones, signos 
visibles, nombres comerciales, razones o denominaciones sociales y cualquier otro medio 
susceptible de identificar los productos o servicios a que se apliquen o tratan de aplicarse 
o de los giros que exploten, con tal que no estén prohibidos por la ley y sean 
suficientemente distintivos y no descriptivos […] (2001, pág. 114) 
 
Con lo que se entiende que una marca, para que sea considerada como tal debe ser de índole 
distintiva, es decir, solo para diferenciar y reconocer un producto del resto de su género y 





Según la LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL la marca es definida como: “Art. 194.- Se 
entenderá por marca cualquier signo que sirva para distinguir productos o servicios en el mercado. 
[…]”. (R.O N° , 2004, pág. 59) 
 
Es decir, que de esta definición está de acuerdo con la definición doctrinaria planteada por 
Rangel, en cuanto a que las marcas son utilizadas para la distinción de un producto o servicio 
con respecto del proveedor de dicho bien o servicio, entonces es aquí donde adopta una radical 
importancia el Derecho Marcario. 
 
La marca sirve como garantía, no solo para la salvaguarda de los derechos de los proveedores de 
bienes y servicios, sino que además es una garantía y una tutela a los derechos del consumidor, 
que son quienes en última instancia también pueden verse afectados por la confusión que 
puedan provocar los actos de competencia desleal, que atacan a la marca de un producto o 
servicio. 
 
Como ya se verá en líneas posteriores esta distinción entre los productos y servicios sirven a 
demás para proteger una sana competencia dentro de un determinado mercado relevante, pues 
cada uno de los competidores dentro del mercado de producto y mercado geográfico, adoptarán 
todas las medidas lícitas que su ingenio les proporcione a fin de dotarle de prestigio a su marca 
dentro del mercado; estamos hablando ahora de las franquicias, que es el ideal al cual la marca 
se direcciona. 
 
Es de este modo que queda evidenciado que la marca representa no simplemente un nombre, 
sino más bien representa un proceso de imaginación, creatividad, calidad, servicio, prestigio 
entre otros factores, además la marca requiere de profesionalismo, es así que WEILBACHER 
manifiesta: 
 
No es recomendable hacer todo y creer que tenemos la verdad absoluta cuando de la 
marca se trata. Es importante recurrir a los expertos en creaciones de marca pues 





En el inciso segundo del  ya citado artículo 194 de la Ley de propiedad Intelectual, 
adicionalmente se establece que: “[…] Podrán registrarse como marcas los signos que sean 
suficientemente distintivos y susceptibles de representación gráficas” (R.O N° , 2004, pág. 59) 
 
De aquí podemos desmenuzar los elementos que son indispensables para la constitución de una 
marca, esto en cuanto a su registro, ya que su protección se pueda dar con el uso comercial de 
un determinado signo distintivo.  
 
En cuanto a la distintividad, se refiere a que estos signos, por sus características son diferentes a 
otros signos registrados, y como consecuencia son susceptibles de ser reconocidos 
individualmente por el público consumidor; y, con lo relacionado a la representación gráfica, es 
menester decir que, se refiere, en palabras simples y concretas, a la posibilidad de ser reducidas 
a papel, para su correspondiente registro. 
 
Lo antedicho constituye requisito indispensable para su registro en el IEPI, y es importante no 
solo para su protección, sino fundamentalmente para poder en un futuro, a medida que crezca el 
prestigio del negocio, estipular contratos de franquicia. 
 
Por otra parte, no es menos importante señalar que, no es indispensable el registro para que una 
determinada marca sea tutelada por el Estado, sino que como ya se acaba de mencionar, el 
registro sirve para cuestiones de franquicia y otros contratos mercantiles que requieren un 
registro; es de esta manera que, la protección nace solo con su uso de acuerdo a los requisitos 
establecidos en la norma jurídica respectiva. 
 
En eta línea de pensamiento la COMUNIDAD ANDINA DE NACIONES en su decisión 486 
establece como marca: 
 
…cualquier signo que sea apto para distinguir productos de servicios en el mercado. Podrá 
registrarse como marca los signos susceptibles de representación gráfica. La naturaleza del 





En suma la importancia radica en que la misma se convierte en una herramienta indispensable 
para que una empresa pueda participar exitosamente en un mercado competitivo , pues la misma 
posiciona un producto o servicio en la mente  inconsciente del  consumidor con el fin de que el 
mismo goce de preferencia sobre otros, garantiza la calidad del servicio o producto , por  lo cual 
se compromete directamente el nombre y prestigio de la empresa ,pues el consumidor mediante 
la marca puede distinguir el origen empresarial del servicio o producto consumido. 
 
1.5.  NOCIONES GENERALES DE COMPETENCIA 
 
Como se puede apreciar, la competencia consiste de manera en una lucha, refiriéndonos a 
nuestro tema, en una lucha dentro del mercado por conseguir abarcar la mayor cantidad de 
demanda de bienes y servicios.  
 
Para ello entran en juego todas las habilidades de los proveedores de estos bienes y servicios 
para atraer a la clientela, ofreciendo mayor cantidad, calidad y mejor precio posible en relación 
al resto de la competencia. 
 
Cuando en esta dinámica de las relaciones comerciales se emplean mecanismos fraudulentos, 
contrarios a las buenas costumbres, el orden público y se cometen ilícitos de cualquier índole 
estamos frente a un acto anticompetitivo que debe ser reprimido por el ordenamiento jurídico.  
 
1.6. CONCEPTOS DE COMPETENCIA.  
 
La generalidad de la doctrina suele partir de un concepto amplísimo de competencia que 
excede el campo estrictamente económico, poniendo así de manifiesto que la competencia 
es un fenómeno natural en el que se sustancia la misma idea de la existencia y selección 
natural de los mejores. (GARRIGUÉS, J., 1964, pág. 12) 
 
En un ámbito económico CABANELLAS manifiesta como competencia: “…la concurrencia de 




De tal manera se traduce a la competencia como: “…la que se refiere a una situación en la cual las 
empresas o vendedores luchan, independientemente, por lograr el patrocinio de los compradores para 
alcanzar un determinado objetivo comercial, por ejemplo utilidades, ventas y/o participación en el 
mercado” (KHEMANI, S., 1993, pág. 17) 
 
GALÁN al citar a Fikentscher define a la competencia como la: “…tendencia autónoma de 
oferentes o demandantes (competidores) que se influyen recíprocamente en el proceso económico a la 
celebración de contratos con terceros mediante la puesta en práctica de las condiciones negociables que 
se muestren más favorables” (1977, pág. 39) 
 
1.7. TIPOS DE COMPETENCIA. 
 
1.7.1 Competencia perfecta o pura. 
 
Una de las características principales de la competencia perfecta es que ninguno de los oferentes 
tiene la capacidad o poder para variar significativamente los precios, pues los mismos son 
impuestos por la propia competencia, BAUMHART, manifiesta que: “un mercado perfectamente 
competitivo es aquel en el que ningún comprador o vendedor tiene el poder para afectar de manera 
significativa los precios a los que se intercambian los bienes”. (1968, págs. 11 - 12) 
 
La competencia perfecta es aquella que debe cumplir con ciertos requisitos de tal manera 
PARKIN, establece:  
 
            Muchas empresas venden productos idénticos a muchos compradores.  
 No existen restricciones para entrar a la industria. 
 Las empresas establecidas no tienen ventaja con respecto a las nuevas. 
 Los vendedores y los compradores están bien informados acerca de los precios. (2004, 
pág. 234). 
 
Manuel VELÁSQUEZ, establece más características sobre la competencia Perfecta, 




Existen numerosos compradores y vendedores; ninguno de ellos tiene una participación 
sustancial en el mercado. 
Todos los compradores y los vendedores entran o salen del mercado con libertad y de 
inmediato. 
Todo comprador y vendedor tiene un conocimiento completo y perfecto de lo que cada uno 
de los otros compradores y vendedores está haciendo, incluyendo el conocimiento de los 
precios, las cantidades y la calidad de todos los bienes que se traen y se venden. 
Los bienes vendidos en el mercado son tan similares entre sí que nadie se preocupa de 
quién compra o a quien se vende. 
Los costos y los beneficios de producir o usar los bienes que se intercambian están 
apoyados por completo por quienes los compran o venden y no por partes externas. 
Todos los compradores y los vendedores buscan maximizar la utilidad: cada uno intenta 
obtener lo más posible o por lo menos lo posible. 
Ninguna parte externa (como el gobierno) regula el precio, la cantidad o la calidad de 
ningún bien que se trae y se vende en el mercado. (2006, pág. 167) 
   
1.7.2  Competencia imperfecta o practicable. 
 
 Se considera como imperfecta toda competencia en la que existen restricciones concretas que 
dañan el libre mercado, por tener un mayor grado de control en la producción de precios. 
 
Las principales características de la competencia imperfecta son: 
 
El número de oferentes es tan corto que uno solo puede influir para modificar los precios. 
No existe plena movilidad de mercancías y factores productivos, puesto que hay algún tipo 
de control 
No hay tipificación del producto, pero existen los productos diferenciados. 
No hay plena libertad para permitir la entrada de nuevos oferentes al mercado. 
No existe perfecto conocimiento de todos los movimientos ocurridos en el mercado (LUGO, 
José, 2004, pág. 159) 
 
SIERRA, A., GARCÍA, J., & GARCÍA, N., por otro lado manifiestan: “…los economistas 
precisamente han acuñado la expresión de competencia imperfecta para designar la situación en que se 
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encuentra la competencia en un sistema de economía de mercado en el que inestablemente se introducen 
determinados poderes de monopolio”. (1998, pág. 28)  
 
1.8.  CONCEPTO DE COMPETENCIA DESLEAL  
 
En la lucha que realizan diariamente los comerciantes por atraer clientes a sus establecimientos, 
negocios o que hagan uso de sus servicios, se emprenden un sin número de ideas  y 
promociones, de igual manera se da un despliegue increíble de imaginación y creatividad, que 
es correcto y hasta positivo para el mercado, el problema radica cuando se realizan actos que 
lesionan los intereses de los demás comerciantes y el de los consumidores, estos actos tienen el 
nombre de competencia desleal. 
 
Se considera desleal todo acto realizado en el ejercicio de una actividad comercial contraria a 
los usos y prácticas honestas. 
 
La competencia desleal que se encontraba regida por la Ley de propiedad Intelectual, 
actualmente está normada por la Ley Orgánica de Regulación y control del Poder del Mercado, 
la misma que da la siguiente definición de competencia desleal. 
 
La LEY ORGÁNICA DE REGULACIÓN Y CONTROL DEL PODER DE MERCADO en 
el Art 25 define que: “Se considera desleal todo hecho, acto o práctica contrarios a los usos y 
costumbres honestos en el desarrollo de actividades económicas, incluyendo aquellas conductas 
realizadas en o a través de la actividad publicitaria”. (2011)  
 
Por otro lado BERTONE, L., & CABANELLAS, G. manifiestan: “El sistema marcario está 
destinado a evitar que ciertos comerciantes confundan al público haciendo pasar sus bienes y servicios 
por los de otros, o aprovechen el esfuerzo y gasto ajenos, imitando los signos identificatorios de los 
productos comercializados por otros”. (2008, pág. 59) 
 




  …la competencia pura, tal como era entendida por el pensamiento liberal clásico, no es 
en la práctica más que una competencia imperfecta. La libre competencia está limitada por 
las propias diferencia de los mecanismos del mercado, la falta de homogeneidad de los 
bienes o ejercicios, la presencia de los llamados “poderes económicos” o “de mercado”, 
la intervención del Estado en la actividad económica, y por el mismo ordenamiento 
jurídico que en aras de otros intereses dignos de tutela, sacrifica parcialmente la puerta 
libertad competitiva. (2002, pág. 104) 
  
El derecho en contra de la competencia desleal tienen como objetivo proteger y cuidar la 
competencia con todos los beneficios que tiene la misma mediante la prohibición de las 
conductas desleales, es decir, aquellas que ultrajan y van en contra de los principios de buena fe, 
por lo cual generalmente se encuentran dentro del ordenamiento jurídico de un país y se aplican 
mediante las políticas económicas establecidas por el poder ejecutivo. 
 
Es decir que se convierten en elementos esenciales para promover la productividad y la 
competitividad general de la economía de un país. 
 
1.9. CLASIFICACIÓN DE LA COMPETENCIA DESLEAL. 
 
La Norma Comunitaria define a la competencia desleal de la siguiente manera: Se considera 
desleal todo acto vinculado a la propiedad industrial realizado en el ámbito empresarial que sea 
contrario a los usos o practicas honestas (Art 258 D.486). 
 
Se considera desleal los siguientes actos: 
 
Conforme la Norma Comunitaria tenemos los siguientes: 
Cualquier acto capaz de crear confusión, por cualquier medio que sea, respecto del 
establecimiento, los productos o la actividad industrial  o comercial de un competidor. 
Las aseveraciones falsas, en el ejercicio del comercio, capaces de desacreditar el 
establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor. 
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Las indicaciones o aseveraciones cuyo empleo , en el ejercicio del comercio pudieren 
inducir al público a error sobre la naturaleza ,el modo de fabricación , las características , 
la aptitud en el empleo o la cantidad de los productos.(Art 259 D. 486). 
 
De acuerdo a la LEY ORGÁNICA DE REGULACIÓN Y CONTROL DE PODER DE 
MERCADO encontramos los siguientes actos: 
 
Art. 27.- Prácticas Desleales.- Entre otras, se consideran prácticas desleales, las siguientes: 
 
1.- Actos de confusión.- Se considera desleal toda conducta que tenga por objeto o como efecto,     
real o potencial, crear confusión con la actividad, las prestaciones, los productos o el 
establecimiento ajenos. 
 
En particular, se reputa desleal el empleo o imitación de signos distintivos ajenos, así como el 
empleo de etiquetas, envases, recipientes u otros medios de identificación que en el mercado se 
asocien a un tercero. 
 
2.- Actos de engaño.- Se considera desleal toda conducta que tenga por objeto o como efecto, 
real o potencial, inducir a error al público, inclusive por omisión, sobre la naturaleza, modo de 
fabricación o distribución, características, aptitud para el uso, calidad y cantidad, precio, 
condiciones de venta, procedencia geográfica y en general, las ventajas, los atributos, beneficios 
o condiciones que corresponden a los productos, servicios, establecimientos o transacciones que 
el operador económico que desarrolla tales actos pone a disposición en el mercado; o, inducir a 
error sobre los atributos que posee dicho operador, incluido todo aquello que representa su 
actividad empresarial. 
  
Configura acto de engaño la difusión en la publicidad de afirmaciones sobre productos o 
servicios que no fuesen veraces y exactos.  
 
La carga de acreditar la veracidad y exactitud de las afirmaciones en la publicidad corresponde 




En particular, para la difusión de cualquier mensaje referido a características comprobables de 
un producto o servicio anunciado, el anunciante debe contar con las pruebas que sustenten la 
veracidad de dicho mensaje. 
 
3.- Actos de Imitación.- Particularmente, se considerarán prácticas desleales: 
 
a) La imitación que infrinja o lesione un derecho de propiedad intelectual reconocido 
por la ley. 
 
b) La imitación de prestaciones o iniciativas empresariales de un tercero cuando 
resulte idónea para generar confusión por parte de los consumidores respecto a la 
procedencia empresarial de la prestación o comporte un aprovechamiento 
indebido de la reputación o el esfuerzo ajeno. Las iniciativas empresariales 
imitadas podrán consistir, entre otras, en el esquema general, el texto, el eslogan, 
la presentación visual, la música o efectos sonoros de un anuncio de un tercero. 
 
c) La imitación sistemática de las prestaciones o iniciativas empresariales de un 
tercero cuando dicha estrategia se halle directamente encaminada a impedir u 
obstaculizar su afirmación en el mercado y exceda de lo que, según sus 
características, pueda reputarse como una respuesta natural. 
 
4.- Actos de denigración.- Se considera desleal la realización, utilización o difusión de 
aseveraciones, indicaciones o manifestaciones sobre la actividad, el producto, las prestaciones, 
el establecimiento o las relaciones mercantiles de un tercero o de sus gestores, que puedan 
menoscabar su crédito en el mercado, a no ser que sean exactas, verdaderas y pertinentes. 
Constituyen actos de denigración, entre otros: 
 
 a) Realizar, utilizar o difundir aseveraciones, indicaciones o manifestaciones 
incorrectas o falsas u omitir las verdaderas, con el objeto o que tengan por efecto, 
real o potencial, menoscabar el crédito en el mercado del afectado. 
 b) Realizar, utilizar o difundir aseveraciones, indicaciones o manifestaciones que 
refieran a la nacionalidad, las creencias o ideología, la intimidad, la vida privada 
o cualesquiera otras circunstancias estrictamente personales del afectado. 
 c) Realizar, utilizar o difundir aseveraciones, indicaciones o manifestaciones que, 
debido al tono de desprecio o ridículo, sean susceptibles de menoscabar el crédito 




5.- Actos de comparación.- Se considera desleal la comparación de la actividad, las 
prestaciones, los productos o el establecimiento propios o ajenos con los de un tercero, inclusive 
en publicidad comparativa, cuando dicha comparación se refiera a extremos que no sean 
análogos, relevantes ni comprobables. 
 
6.- Explotación de la reputación ajena.- Se considera desleal el aprovechamiento indebido, en 
beneficio propio o ajeno, de las ventajas de la reputación industrial, comercial o profesional 
adquirida por otro en el mercado. 
 
7.- Violación de secretos empresariales.- Se considerará como secreto empresarial cualquier 
 
Información no divulgada que una persona natural o jurídica legítimamente posea, que pueda 
usarse en alguna actividad productiva, industrial o comercial, y que sea susceptible de 
transmitirse a un tercero, en la medida que: 
 
 a) La información sea secreta en el entendido de que como conjunto o en la 
configuración y composición precisas de sus elementos no sea conocida en general 
ni fácilmente accesible a las personas integrantes de los círculos que normalmente 
manejan el tipo de información de que se trate; 
 b) La información tenga un valor comercial, efectivo o potencial, por ser secreta; y, 
 c) En las circunstancias dadas, la persona que legalmente la tenga bajo control 
haya adoptado medidas razonables para mantenerla secreta. 
 
 Se considera desleal, en particular: 
 a) La divulgación o explotación, sin autorización de su titular, de secretos a los que 
se haya tenido acceso legítimamente, pero con deber de reserva, o ilegítimamente, 
como resultado de alguna de las conductas previstas en el literal siguiente o en el 
numeral 8 de este artículo. 
 
 b) La adquisición de información no divulgada, cuando resultara, en particular, de: 
1) el espionaje industrial o comercial; 
2) el incumplimiento de una obligación contractual o legal; 
3) el abuso de confianza; 
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4) la inducción a cometer cualquiera de los actos mencionados en los numerales 
1), 2) y 3); y, 
5) la adquisición por un tercero que supiera o debía saber que la adquisición 
implicaba uno de los actos mencionados en los numerales 1), 2), 3) y 4). 
 
1.10.  DERECHO DE LA LIBRE COMPETENCIA.  
 
PINKAS (2002) al citar a José Olaechea señala: 
 
  Derecho de la Libre Competencia se encuentra inmerso en el nuevo derecho del tráfico 
económico que incluye tres disciplinas, a saber: 
Las normas sobre competencia desleal que tratan acerca de las pautas que deben seguir 
los competidores entre sí. 
Las normas de defensa del consumidor que protegen los intereses de los consumidores, en 
oposición a aquellas que regulan a productores y comerciantes. 
El derecho de libre competencia que vela por el sistema de libre mercado en su conjunto. 
(pág. 23) 
 
El derecho de la libre competencia debe ser ejercido de acuerdo a la normativa y las 
instituciones jurídicas creadas para tal efecto, sus reglas, teniendo como principios 
fundamentales la ética y moral, el orden público y sobre todo el bien de común de la sociedad al 
igual que en la libertad de decisión de los consumidores y de los productores.  
 
Esto conlleva a que exista un esfuerzo por parte de los productores por mejorar sus servicios y 
productos, en todo aspecto, con el fin de tener un desempeño mejor que sus competidores lo que 
conlleva a tener mejores beneficios económicos, mientras que para los consumidores el derecho 
de libre competencia, significa tener una variedad de elección, poder escoger entre varias 
opciones de todo tipo, dejando a su criterio el producto o servicio consumido. 
 
El Artículo 340 de la CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR habla del 
Régimen del buen vivir, indicando que existe un sistema nacional de inclusión y equidad social 
el mismo que es un conjunto de sistemas, instituciones, políticas, normas, programas y servicios 
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que deben asegurar el ejercicio, la garantía así como la exigibilidad de todos los derechos 
reconocidos en la Carta Magna, cumpliendo así los objetivos del régimen de desarrollo para 










2. LA COMPETENCIA DESLEAL DESDE EL PUNTO DE VISTA DE LA 
PROPIEDAD INDUSTRIAL. 
 
El CONVENIO DE PARÍS PARA LA PROTECCIÓN DE LA PROPIEDAD 
INDUSTRIAL del 20 de marzo de 1883, revisado en Bruselas el 14 de diciembre de 1900, en 
Washington el 2 de junio de 1911, en La Haya el 6 de noviembre de 1925, en Londres el 2 de 
junio de 1934, en Lisboa el 31 de octubre de 1958, en Estocolmo el 14 de julio de 1967 y 
enmendado el 28 de septiembre de 1979, establece:  
 
 La propiedad industrial se entiende en su acepción más amplia y se aplica no sólo a la 
industria y a los comercios propiamente dichos, sino también al dominio de las industrias 
agrícolas y extractivas y a todos los productos fabricados o naturales, por ejemplo: vinos, 
granos, hojas de tabaco, frutos, animales, minerales, aguas minerales, cervezas, flores, 
harinas. 
 
El mismo Convenio manifiesta que los Estados miembros deben prohibir: 
 
Cualquier acto capaz de crear una confusión, por cualquier medio que sea, respecto del 
establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor. 
Las aseveraciones falsas, en el ejercicio del comercio capaz de desacreditar el 
establecimiento, los productos o la activa industrial o comercial de un competidor.  
Las indicaciones o aseveraciones cuyo empleo, en el ejercicio del comercio, pudieren 
inducir al público a error sobre la naturaleza, el modo de fabricación, las características, 
la aptitud en el empleo o la cantidad de los productos. 
 
En términos generales se entiende como competencia desleal al aprovechamiento que realiza un 
opositor de las características distintivas únicas e irrepetibles del titular original, mediante una 




Respecto de lo cual WITKER, Jorge y VARELA Angélica (2001) expresan que: 
  
 Los derechos que se otorgan de manera temporal a los creadores de invenciones se 
consideran excepciones a la aplicación de normas antimonopolios, sin embargo, por sus 
efectos y por características de exclusividad en la explotación de sus obras e inventos los 
titulares de estos derechos pueden ver dañados sus derechos por prácticas anticompetitivas 
de otros agentes. 
 […] La regulación de propiedad intelectual se incorpora al derecho de la 
competencia en virtud de sus implicaciones a nivel de mercados y de los agentes que en 
ellos compiten. Un derecho de propiedad que otorga a su titular la exclusividad para la 
explotación de invenciones o el uso de signos distintivos de forma temporal puede generar 
conductas anticompetitivas tanto el titular del derecho exclusivo como de sus 
competidores. (pág. 226) 
 
Mientras que CORROZA, Hermenegildo Baylos (2003) denomina a competencia desleal: 
 
 …a la actividad concurrencial encaminada a la captación de clientes, que se desarrolla 
mediante maniobras y maquinaciones o a través de formas y medios que la conciencia 
social reprueba como contrarios a la moral comercial, dentro de la concepción 
representada por la costumbre y por el uso… (pág. 335) 
 
A lo largo del planeta se han incorporado normas que procuran proteger los derechos de autor y 
prohibir la competencia desleal que vulneran los derechos de propiedad industrial, es decir sobre 
el conjunto de bienes inmateriales que pertenecen a una persona natural o jurídica 
estrechamente relacionada con la actividad económica y comercial a la que ella se dedica. 
 
Pero ésta competencia desleal en cierto punto también puede ser llamada competencia prohibida 
cuando a la misma la afecta o incide una norma jurídica o contractual, pues se convierte en una 
infracción y se tendrá que responder según lo previsto en la ley y sus disposiciones sean las 
mismas indemnización por daños o la prohibición de competir.  
 
Estos actos transgreden la buena fe comercial, adecuado desenvolvimiento de las actividades 
comerciales y económicas. 
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De lo cual se desprende que la competencia desleal en el ámbito de los derechos de propiedad 
industrial es la falta de ética y moral, al realizar actor prohibidos por la ley, con el fin de 
desprestigiar a un potencial competidor con el objetivo de obtener mejores réditos o ganancias 
del producto o servicio que se ofrece a los consumidores. 
 
La propiedad industrial en si se ocupa de dos ámbitos específicos que son: 
 
 Las Invenciones nuevas: Son consideradas según la Decisión 486 los siguientes: 
 
o Patentes: Son las invenciones, sean de producto o de procedimiento, en todos 
los campos de la tecnología, siempre que sean nuevas, tengan nivel inventivo y 
sean susceptibles de aplicación industrial. 
o Modelos de utilidad: Es toda nueva forma, configuración o disposición de 
elementos, de algún artefacto, herramienta, instrumento, mecanismo u otro 
objeto de alguna parte del mismo, que permita un mejor o diferente 
funcionamiento, utilización o fabricación del objeto que le incorpore o que le 
proporcioné alguna utilidad, ventaja o efecto técnico que antes no tenía. 
o Diseños industriales: Se considera como diseño industrial a la apariencia 
particular de un producto que resulte de cualquier reunión de líneas o 
combinación de colores, o de cualquier forma externa bidimensional o 
tridimensional, línea cantono, configuración, textura o material, sin que cambie 
el destino o finalidad de dicho producto. 
o Esquemas de trazado de circuito integrado: Se entiende como circuito 
integrado al  producto, en su forma final o intermedia, cuyos elementos, de los 
cuales al menos uno es un elemento activo y alguna o todas las interconexiones, 
formas parte integrante del cuerpo o la superficie de una pieza material, y que 
esté destinado a realizar una función electrónica; mientras que esquemas de 
trazados se entiende la disposición tridimensional, expresada en cualquier 
forma de los elementos, siendo al menos uno de éstos activo, e interconexiones 
de un circuito integrado, así como esa disposición tridimensional preparada 
para un circuito integrado destinado a ser fabricado.  
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 Los signos distintivos: Es aquel signo notoriamente conocido y reconocido en un 
sector específico, independiente de la manera o el medio por el cual se hubiese hecho 
conocido. 
 En tal sentido como se ha manifestado anteriormente la Decisión 486 de la Comunidad 
Andina de Naciones, protege el derecho de propiedad intelectual de marcas y es así que en el 
artículo 136, prohíbe registrar como marcas aquellos signos cuyo uso en el comercio afectara 
indebidamente un derecho de tercero, en especial cuando: 
a) Una marca sea semejante o idéntica a una anteriormente solicitada para ser registrada 
por un tercero, que ofrezcan los mismos productos, bienes o servicios, por lo cual 
puedan causar casos de confusión. 
 
b) Rótulos o enseñas que sean idénticos o se asemejen a un nombre comercial protegido, 
en caso de que puedan producir confusión. 
 
c) Lema comercial, idéntico o similar a una ya registrado o solicitado, en caso de que 
pueda causar confusión. 
 
d) Signos distintivos, que se asemejen o sean iguales o similares a los de un tercero en 
caso de que el solicitante sea o haya sido un representan, un distribuidor o una 
persona expresamente autorizada por el titular del signo protegido dentro del país o 
en el extranjero. 
e) Signos que afecten el prestigio o identidad de personas jurídicas con fines de lucro, al 
igual que, personas naturales en casos de nombre, apellido, firma, titulo, 
hipocorístico, seudónimo, imagen, retrato o caricatura de una persona distinta al 
solicitante. 
 
f) Signo que infrinja el derecho de propiedad industrial o el derecho de autor de un 




g) De nombres de comunidades indígenas, afro-ecuatorianas o locales o semejantes que 
distingan sus productos, bienes o servicios y forma de prestarlos, excepto cuando la 
solicitud sea presentada por la propia comunidad. 
 
h) Constituya de una reproducción, imitación, traducción, transliteración o 
transcripción, total o parcial, cualesquiera que sean los productos, bienes o servicios. 
 
Es así que la Decisión 486, establece de esta manera lo que se ha de conocer como el riesgo de 
confusión y el riesgo de asociación, pero como una sola figura jurídica, sino, más bien como dos 
figuras que se relacionan entre sí.  
 
El riesgo de asociación es una institución jurídica relacionada con la especie; mientras que el 
riesgo de confusión se refiere al género. De la misma manera la Ley  de Propiedad Intelectual 
establece las prohibiciones respecto al registro de marcas. 
 
2.1. ACTOS RELEVANTES DE LA COMPETENCIA DESLEAL. 
 
La Decisión 486 antes citada describe cuales son los actos desleales vinculados con el ámbito 
empresarial y estos son:  
 
Cualquier acto capaz de crear una confusión, por cualquier medio que sea, respecto del 
establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor. 
Las aseveraciones falsas, en el ejercicio del comercio, capaces de desacreditar el 
establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor. 
Las indicaciones o aseveraciones cuyo empleo, en el ejercicio del comercio, pudieren 
inducir al público a error sobre la naturaleza, modo de fabricación, las características, la 
aptitud en el empleo o la cantidad de los productos. (COMUNIDAD ANDINA DE 




Pero de igual manera vale decir que con la entrada en vigencia de la LEY ORGÁNICA DE 
REGULACIÓN Y CONTROL DEL PODER DE MERCADO también se da una definición 
de prácticas desleales al tenor de lo dispuesto en el artículo 25 que reza lo que sigue: 
 
 Art. 25.- Definición.- Se considera desleal a todo hecho, acto o práctica contrarios a los 
usos o costumbres honestos en el desarrollo de actividades económicas, incluyendo 
aquellas conductas realizadas en o a través de la actividad publicitaria. La expresión 
actividades económicas se entenderá en sentido amplio, que abarque actividades de 
comercio, profesionales, de servicio y otras. (R.O N°, 2011) 
 
Es así que la Decisión 486 de la Comunidad Andina de Naciones establece el derecho de 
impedir a cualquier persona sin consentimiento de quien posee el registro de una marca lo 
siguiente: 
 
Aplicar o colocar la marca o un signo distintivo idéntico o semejante sobre productos 
sobre los cuales exista una marca. 
Suprimir o modificar la marca con fines comerciales, después de que se hubiese aplicado o 
colocado sobre los productos para los cuales se ha registrado la marca. 
Fabricar etiquetas, envases, envolturas, embalajes u otros materiales que reproduzcan o 
contengan la marca. 
Usar en el comercio un signo igual o similar a la marca respecto, cuando este uso pueda 
de cualquier modo causar confusión o un riesgo de asociación con el titular del registro. 
Usar en el comercio un signo idéntico o similar a una marca notoriamente conocido 
respeto de cualesquier productos o servicios, cuando ello pudiere causar al titular del 
registro un daño económico o comercial. 
Utilizar públicamente un signo igual o similar a una marca notoriamente conocida, aun 
para fines no comerciales. (COMUNIDAD ANDINA DE NACIONES UNIDAS, 2001) 
 
Conceptualizada como conjunto de normas jurídicas que constituye una parte determinante del 
Derecho de la Competencia y junto con la defensa de la competencia representa la totalidad del 
contenido de esta rama del Derecho. Tiene por esencia estudiar y constreñir la acción 
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concurrencial realizada en el mercado para atraer clientes, por medios contrarios al uso y 
costumbre establecidos en la Ley. 
 
Cabe resaltar  que la norma y manera general es la licitud de las acciones desenvueltas por los 
competidores en el mercado, por lo tanto los actos de competencia desleal son la particularidad. 
 
Dado el progreso de los usos y costumbres comerciales propia de la dinámica de la cultura y la 
amplitud de estos conceptos, no es posible establecer con exactitud cuántos y cuáles son los 
actos de competencia desleal, por lo que el asambleísta ecuatoriano opta por usar una norma 
general que contiene juicios para determinar  si un acto es de competencia desleal o no. 
 
De esta manera se puede establecer que la Ley de Propiedad Intelectual tiene vacíos o lagunas 
legales que el legislador ecuatoriano no ha percibido, dando lugar al cometimiento de la 
competencia desleal sin que sea debidamente sancionada. 
  
2.2. LA LIBERTAD DE IMITACIÓN 
 
La libertad de imitación, se debe entender como el principio por el cual se da una autorización 
para imitar dentro de un mercado .Por lo que en un inicio se puede imitar todas aquellas 
prestaciones servicios exceptuando aquellas que estén protegidos bajo una marca , una patente o 
cualquier otro derecho de propiedad intelectual. 
 
OTERO establece que: “Mientras no se encuentre amparado por algún derecho que le otorgue 
exclusividad a una persona, deberían estar las prestaciones o los servicios a la disposición del dominio 
público”. (1984, pág. 223) 
 
En este sentido, se busca dar una libertad de actuación a todos los competidores o las iniciativas 
empresariales que se encuentren como ideas y estén protegidas mediante un derecho de 
exclusividad, se estaría fomentando la libre competencia y en consecuencia se beneficiaría el 




Por lo tanto, los competidores mejoran sus productos y con eso cumplen con una de las 
finalidades de la competencia, la cual es generar incentivos para que las empresas logren una 
ventaja sobre otras ya sea mediante la mejora de sus productos o darle un valor agregado a sus 
productos, reduciendo sus costos, aumento de la producción, baja de precios, aumento de 
ventas, etc. 
 
De manera que los beneficiarios que son los consumidores y los competidores que tienen 
aumento en sus ganancias y en su prestigio. 
 
José Manuel MASSAGUER, señala que:  
 
Los actos de imitación no responden únicamente a los intereses de los competidores, también se 
encuentran los intereses de la propia economía y de salvaguardar el funcionamiento competitivo 
en el mercado para que de una manera particular se motive a innovar y mejorar las 
prestaciones. (1999, pág. 68) 
 
En este sentido, la imitación no se sancionará como un acto de competencia desleal, sino solo 
los actos que se mencionó anteriormente, cumplen ciertas características y particularidades 
como tener una protección a un derecho de exclusiva. 
 
2.3. LA IMITACIÓN. 
 
RUIZ Juan Ignacio (2000) expone que:  
 
La imitación, por sí misma, no constituye un acto de competencia desleal, salvo que el 
acto imitado esté amparado por un derecho de exclusiva, pero está prohibida cuando 
comporta un aprovechamiento indebido de la actividad ajena, cuando puede llevar al 
consumidor a confundir el origen de las prestaciones, productos o servicios, cuando se 
hace de modo sistemático con el fin de impedir u obstaculizar la presencia en el mercado 
del competidor, y exceda de lo que, según las circunstancias, pueda reputarse una 
respuesta natural del mercado, o cuando con ella se puede ridiculizar al competidor o a 




En buen romance la imitación busca alcanzar un gran parecido o similitud en las características, 
forma de presentación, en si en el conjunto de elementos constitutivos de un producto, bien o 
servicio en específico, dicha imitación  no genera una competencia desleal cuando no causa 
confusión en el consumidor o no busca aprovechar el buen nombre del original que se  
encuentra siendo imitado  y obviamente si este producto, bien o servicio se está protegido por 
un derecho exclusivo, pues no existe un derecho, no existe ninguna violación o perturbación.  
 
En tal sentido, la imitación de un producto, bien o servicio, se divide en varias clases, donde las 
principales se estudiaran y se ejemplificaran a continuación.  
 
2.3.1. La imitación confucionista 
 
Doctrinariamente, con respecto a este acto de competencia desleal JIMÉNEZ DE PARGA 
sostiene que: “La confusión se produce a través de todas aquellas actividades que son aptas o idóneas 
para provocar en el consumidor un error acerca de la procedencia última de la prestación, del producto 
o servicio que se ofrece en el mercado”. (1992, pág. 16) 
 
Por otro lado Monteagudo, concibe a la confusión: 
 
Como comportamiento de toda clase idónea para crear confusión con la actividad, las 
prestaciones o el establecimiento ajeno. De este modo se tipifica el acto de confusión genérico, 
cuales quiera que sean los medios empleados para generar la posible confusión y cualquiera 
que sea la esfera de la actividad económica en que se produzca.  
 
OTERO engloba un concepto más jurídico sobre confusión de la siguiente manera: 
  
 Cierto sector de la Doctrina define como acto de confusión a aquella realizado a través 
de la imitación de la forma de las prestaciones de un tercero. Asimismo, todo acto de 
imitación constituye un supuesto aprovechamiento de la reputación ajena, ya que el 
imitador deriva su oferta de la prestación de otro competidor, utilizando como modelo el 
resultado del trabajo de un tercero. De esta forma, el acto de imitación oscila entre dos 
extremos opuestos: la reproducción exacta del modelo tomado como base y la imitación en 
que el imitador pone cierto esfuerzo creador de su parte “recreando” de esta forma una 
prestación propia. Sin embargo en la medida en que generen confusión en los 
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consumidores ambos actos constituyen supuestos de competencia desleal, sólo que en 
grados distintos. (1984, pág. 66) 
 
MÉNDEZ (1998) difiere y manifiesta que: 
 
  …no toda copia es considerada una imitación servil o un supuesto de concurrencia 
parasitaria, en la medida en que no genere confusión: en este mismo sentido, todo acto que 
cause confusión desleal, pues altera el correcto funcionamiento del mercado, por cuanto 
éste requiere la distinción entre las ofertas, tanto para los competidores como para los 
propios consumidores. (pág. 127) 
 
Y es así que NODA (2005) manifiesta: 
 
  Una aproximación al riesgo de confusión en el ordenamiento nacional, en materia de 
represión de la competencia desleal, requiere considerar la idoneidad o capacidad de la 
conducta para exponer a los consumidores a no distinguir o reconocer las diferencias 
existentes entre las prestaciones de quien ejecuta la conducta y las ajenas. Esto es la 
conducta a fin de ser calificada como desleal, debe ser capaz de inducir a error a los 
consumidores respecto a la procedencia empresarial del producto, actividad, prestación, 
establecimiento o iniciativa de que se trate. (pág. 348) 
 
Se considera la imitación confucionista a los actos que conllevan error o equivocación; es decir 
cuando el consumidor de un producto, bien o servicio, presume que el mismo tiene un origen 
empresarial que no es real, por lo tanto el consumidor atribuye dicho producto, bien o servicio a 
una empresa siendo producidos por otra totalmente distinta, pero que poseen similitud en los 
signos y distintivos entre las marcas. 
 
De  igual manera existe confusión cuando a pesar de tratarse marcas totalmente distintas que no 
posean similitud, se considera que provienen de una misma empresa o empresario.  
 
Dentro de estas concepciones se destaca de igual manera la intención  de causar dicha 
confusión, es decir tener la conducta de desleal, pues de lo contrario si no existe la intención, no 




En este punto es necesario precisar que la mayoría de países a nivel Europeo e incluso a nivel de 
América del Sur poseen una Legislación específica para Derecho de la Competencia, 
exceptuando a Bolivia, y es así que la imitación confusionista en legislaciones hermanas, 
manifiesta las siguientes características. 
 
 Forma en que se distribuyen los productos, bienes o servicios de los cuales 
se trata la confusión:  
 El grado de experiencia que poseen los consumidores de los productos, 
bienes y servicios. 
 El grado de diferencia en la apariencia externa del producto, bien o servicio. 
 El grado de similitud entre los elementos que distinguen a los productos, 
bienes o servicios. 
 
2.3.2. La imitación con aprovechamiento de la reputación ajena 
 
La Legislación Española entiende a la imitación con aprovechamiento de la reputación ajena 
de la siguiente manera:  
 
 Se considera desleal el aprovechamiento indebido, en beneficio propio o ajeno, de las 
ventajas de la reputación industrial, comercial o profesional adquirida por otro en el 
mercado. En particular, se reputa desleal empleo de signos ajenos o denominaciones de 
origen falsas acompañadas de la indicación acerca de la verdadera procedencia del 
producto o de expresiones tales como modelo, sistema, tipo, clase y similares. (Jefatura 
del Estado Español, 1991)  
 
Un claro ejemplo puede ser unas zapatillas cuya distinción principal es el símbolo además de la 
palabra “nkie”, marca muy similar a “Nike”, que es una marca que goza de prestigio 
internacional, cuyo mercado es a nivel mundial y supone una calidad superior en sus productos. 
 




Consiste en la utilización, en beneficio propio, de las ventajas de la reputación industrial, 
comercial o profesional adquirida por otro. Se trata en definitiva de la utilización indebida 
de los signos distintivos de empresa que pertenecen a otro persona, aunque se haga de 
modo indebido. 
 
Por otro lado PINKAS emite el siguiente criterio “…Se considera desleal al aprovechamiento 
indebido, en beneficio propio o ajeno, de las ventajas de la reputación industrial comercial o profesional 
adquirida por otro en el mercado” (2002). Y continúa diciendo: “En particular, se reputa desleal al 
empleo o imitación de signos distintivos ajenos, así como el empleo de etiquetas, envases, recipientes u 
otros medios de identificación que en el mercado se asocien un tercero”. 
 
Por otro lado la Legislación Colombiana manifiesta lo que se ha de entender sobre 
explotación de la reputación ajena en el artículo 15 de la siguiente manera: “Se considera 
desleal el aprovechamiento en beneficio propio o ajeno, de las ventajas de la reputación 
industrial, comercial o profesional adquirida por otro en el mercado”. (Ley 256, 1996) 
 
Estas semejanzas de los signos, distintivos, elementos, en sí la marca en general, se debe llegar a 
determinar por un estudio basado en el grado de similitud gráfica, fonética y conceptual, de tal 
manera es muy importante tener en cuenta el prestigio de la marca imitada, el mercado que 
abarca, al igual que los productos que comercializa. 
 
Ante lo cual, la Decisión 486 de la Comunidad Andina, manifiesta en su artículo 159 
que: 
Cuando en la Subregión existan registros sobre una marca idéntica o similar a nombre 
de titulares diferentes, para distinguir los mismos productos o servicios, se prohíbe la 
comercialización de las mercancías o servicios identificados con esa marca en el 
territorio del respectivo País Miembro, salvo que los titulares de dichas marcas 
suscriban acuerdos que permitan dicha comercialización. (COMUNIDAD ANDINA 




Dichos acuerdos deben ser inscritos en las oficinas nacionales competentes, es decir que se 
prohíbe la comercialización de un producto, bien o servicio dentro del país donde se encuentra 
una similitud de marcas. 
 
No se prohíbe la importación de un producto o servicio en específico excepto cuando una marca 
este siendo utilizada, pero a continuación se ejemplificara este punto de la siguiente manera: 
 
Si en Ecuador, ABC, comercializa café bajo el nombre X y en Perú, WXY, comercializa café 
bajo el mismo nombre y se encuentran registradas en la Subregión de la CAN, no se prohíbe que 
Bolivia importe tanto el café ecuatoriano como el peruano con la misma marca, lo que se 
prohíbe es que Ecuador importe el café peruano, a excepción de que exista un acuerdo entre las 
partes que permita dicha comercialización. 
 
Al hablar de reputación ajena hablamos del prestigio o posicionamiento  que ha tenido una 
persona o una empresa. Al hablar de la imitación desleal por aprovechamiento indebido de la 
reputación ajena, nos referimos a un acto de competencia desleal, que se puede presentar. 
 
Es importante destacar que este acto muchas veces por sus características se lo puede llegar a 
confundir con la explotación de la reputación ajena, conceptos que son diferentes, ya que son 
actos distintos, con características propias. 
 
La imitación como acto de competencia desleal, con su modalidad de aprovechamiento indebido 
de la reputación ajena en el cual se entiende que es un acto que se aprovecha de la fama de un 
competidor que se produce a través de la reproducción de prestaciones reconocidas. 
 
Sin embargo, no todo acto que se haya causado por aprovechamiento indebido de la reputación 
ajena quiere decir que exista un acto de imitación desleal, pues al contrario constituye un acto 






Silvia BARONA (2005) señala:  
 
La imitación por aprovechamiento de la reputación ajena pueda constituir como tal, 
aprovechamiento del prestigio o de la fama de un competidor tiene la prestación original 
que está siendo imitada poseer singularidad competitiva y reconocimiento en el tráfico. 
Al hablar de singularidad competitiva se refiere como lo señala Silvia Barona citando la 
Sentencia de Audiencia Provincial de Madrid, del 11 de Mayo de 2004/1541, en el cual 
se indica que singularidad competitiva que es “La exigencia de que la prestación imitada 
sea de tal naturaleza que con la misma se identifique a un empresario o se singularice 
una actividad diferenciada del resto de sus competidores, es decir, singularidad, 
peculiaridad, originalidad. (pág. 483) 
 
2.3.3. La imitación con aprovechamiento indebido del esfuerzo ajeno. 
 
La imitación por aprovechamiento indebido del esfuerzo ajeno, es una modalidad en la cual se 
imita productos, bienes o servicios que no se hallan protegidos por un derecho de exclusiva 
generando una confusión en los consumidores y aprovechándose del esfuerzo ajeno realizado 
por los competidores  
 
Se debe entender  que es una reproducción o una copia de una prestación original en la cual se 
usa diferentes medios técnicos que permitan la reproducción y multiplicación de la prestación, 
pero con la característica que es un costo de elaboración mucho menor que del producto 
original. 
 
Es importante señalar que al momento de realizar una verdadera reproducción o una copia de 
una prestación original, denota que no exista por parte de la persona que imita la prestación, un 
esfuerzo por el cual presenta su producto al mercado; y al contrario se demuestra una evidente 
mala fe, por la forma tramposa de obtener el producto para imitarlo.  Este acto de competencia 
desleal tiene una excepción al resto de modalidades. 
 
Por sus características protege prestaciones que no se encuentran protegidas por un derecho de 
exclusiva. Al de la imitación confunde al momento en que se asocia el producto imitado con el 




La finalidad que tiene este tipo de acto de imitación por su naturaleza , es ofrecer los mismos  
productos pero en mejores condiciones para su producción , respecto del competidor y 
precisamente valiéndose del esfuerzo y trabajo dedicado por el propietario de la prestación 
original , lo que evidentemente le lleva al imitador a tener un beneficio económico , mientras 
que al titular de una prestación original le puede generar un perjuicio , ya que puede dejar de 
percibir ganancias como consecuencia del acto. 
 
Es evidente que esta modalidad de imitación no pretende aprovecharse del esfuerzo ajeno de 
otro, esta modalidad denota una actitud agresiva por parte del competidor que busca entorpecer 
y dificultar que un competidor que busca estar dentro del mercado lo haga. 
 
Existe una serie de elementos por los cuales esta modalidad puede tener una mayor fuerza, pero 
sin duda el “precio” que se da a una prestación es la que le da una característica única ya que se 
establece  que es un método predatorio por el cual se da un producto o la prestación de un 
servicio, el cual le genera perdida al sujeto que impone el precio o el costo de su producción, 
pero logra excluir a la competencia como se establezca en el mercado 
 
Para Christian Fernando Tantaleán Odar para que exista la imitación de manera sistemática 
manifiesta que es necesario cuatro elementos concurrentes para que se tipifique la infracción los 
mismos que se mencionara a continuación: 
 
 La imitación debe referirse a un competidor determinado. 
 La imitación debe ser metódica o sistemática de las iniciativas o prestaciones del 
competidor. 
 La estrategia de imitación  debe estar encaminada a impedir u obstaculizar el desarrollo 
en el mercado del competidor imitado. 




Conforme a lo analizado, se conoce que no todo acto de imitación que se da en el mercado es un 
acto de competencia desleal, sin embargo como lo señala la catedrática Silvia Barona se debe 
analizar las diversas modalidades o circunstancias en las que se dan los actos de imitación. 
 
2.3.4. Imitación por riesgo de asociación 
 
Se caracteriza por que se genera un riesgo de asociación en las prestaciones que son producidas 
por los competidores, y que imitan prestaciones que se encuentran protegidas por un derecho de 
exclusiva. 
 
En tal sentido se muestra a estas prestaciones que imitan a otras como si fueran propias de 
aquellas que la producen cuando la realidad es que estas encuentran su origen en prestaciones 
ajenas. 
 
Conforme al criterio de varios doctrinarios, se puede llegar a confundir a la imitación por riesgo 
de asociación, con los actos de confusión, puesto que sus características que presentan estas dos 
modalidades dentro de la imitación y de la confusión son similares, es decir con un mismo 
propósito, el de sancionar a los competidores que se aprovechan de un derecho de exclusiva de 
un competidor buscando evitar los falsas representaciones de procedencia empresarial o 
profesional en el mercado. 
 
Doctrinarios como Silvia BARONA, “Señala que existe una línea divisoria mínima para diferenciar 
un acto de imitación por riesgo de asociación de un acto de confusión”. (2005, pág. 501) 
 
Es importante mencionar que los dos actos tienen un comportamiento que tiene el único 
propósito es el beneficio, generando una confusión sobre el origen de la prestación. 
 
Para diferenciar un acto de otro se debe considerar que la confusión por riesgo de asociación se 
enfoca  solamente en la procedencia de la prestación, mientras que en la imitación se refiere a 




2.3.5. ACTOS DE DESVIACIÓN DE LA CLIENTELA  
 
La desviación de clientela no siempre o en todos los casos resulta ser desleal, es decir un cliente 
puede llegar a preferir un producto por varias razones que no son relacionadas con un acto 
repudiable o censurable como cuestiones de distancia, calidad, servicio, atención, entre otros. 
Por lo cual cada caso debe ser estudiado puntualmente para establecer si existe esta conducta 
censurable y la intención de confundir al cliente. 
 
En tal sentido TANTALEAN Christian Fernando (1992) al hacer un análisis de la Ley 
256 Colombiana establece como actos de desviación de la clientela:  
 
Se considera desleal toda conducta que tenga como objeto o como efecto desviar la 
clientela de la actividad, prestaciones mercantiles o establecimientos ajenos, siempre que 
sea contraria a las sanas costumbres mercantiles o a los usos honestos en materia 
industrial o comercial. (págs. 8, 15) 
 
Por ejemplo en una empresa que se dedica a ofrecer servicio de seguridad para eventos, su jefe 
de logística después de culminado su trabajo con dicha empresa, ofrece los mismos servicios, no 
existe competencia desleal ni mucho menos actos de desviación de clientela pues en este caso 
los dos prestan servicios, además en ningún momento el ex jefe de logística actúa en contra de 
las sanas costumbres mercantiles o a los usos de materia comercial, pues al ofrecer un servicio 
igual al que ofrecía su ex empleador no resulta ser un acto reprochable. 
 
Pero en el caso de que el jefe de logística engañe a los clientes haciendo creer que la empresa no 
está interesada en prestar sus servicios y ofrece los suyos en este caso si existe competencia 
desleal y un acto reprochable contrario a las buenas costumbres mercantiles y una intención de 
engañar al cliente.  
 
2.4.   ACTOS DE DESORGANIZACIÓN 
 
 Son los que consisten en hacer o difundir manifestaciones, sobre un tercero, aptas para 
menoscabar su crédito en el mercado, aunque sean verdaderas o exactas. En particular, no 
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se admiten  manifestaciones sobre la nacionalidad, creencias, ideología, vida privada u 
otras circunstancias personales del afectado. La denigración puede derivarse del entorno 
social, sin que exista ninguna intencionalidad por parte de quien difunda las 
manifestaciones. (RUIZ A. , 2007, pág. 112)  
La Ley 256 Colombiana establece que actos de desorganización “Toda conducta que tenga por 
objeto o como efecto desorganizar internamente la empresa, las prestaciones mercantiles o el 
establecimiento ajeno”. (Ley 256, 1996)  
 
Por lo cual se entiende que estos actos tienen por finalidad desorganizar internamente la 
empresa que es competencia directa, que supone la sustracción de empleados, violación de 
secretos industriales y comerciales, acaparamiento de materias primas, obstaculización en la 
distribución de los productos de la empresa objeto del acto de competencia. 
 
Es así, que la Corte Superior de Washington falló en uno de los casos más emblemáticos de 
desorganización como competencia desleal, el caso de Microsoft contra Google, ya que esta 
última contrató al ex vicepresidente de Microsoft Kai Fu Lee. 
 
Ante lo cual el Juez prohibió a Lee trabajar en cualquier producto o servicio que se base en 
búsquedas o procesamiento de voz, trabajo que realizó Lee en Microsoft. 
 
Este acto de desorganización se puede dividir en dos clases en primer lugar la desorganización 
interna de la empresa y la desorganización general del mercado, en tal sentido se explica de la 
siguiente manera: 
 
2.4.1. Desorganización interna de la empresa 
 
Incurre dentro de este campo la violación de secretos, entendiéndose como tal el 
aprovechamiento indebido de la información que posee un determinado competidor, la misma 
que ha sido robada, pero dicha información debe poseer un grado total o relativo de novedad, 
que no es conocido y su inventor o propietario la conserva bajo reserva, pues de lo contrario 




El secreto puede ser dividido en dos clases: Secreto industrial (invenciones patentables pero no 
patentadas, innovaciones y perfeccionamiento no patentables, métodos de fabricación, fórmulas 
químicas) y secretos de comercio (sistemas de ventas, listas de clientes, métodos de ventas, 
organigramas). 
 
En tal sentido para LÓPEZ Nuria, MONTES y VÁSQUEZ Camilo José (2007) el 
secreto industrial es: 
 
…un conocimiento o información que no ha sido exteriorizado y que la empresa no revela 
a otras. Esta opción supone renunciar al derecho de exclusividad temporal tutelado por el 
Estado, y no existe ninguna ley que otorgue una protección legal reglada a los secretos de 
comercio. En caso de ser efectivo, resulta un método muy atractivo, ya que la empresa 
dispone de un período indefinido para explotar su descubrimiento: la fórmula de Coca-
Cola es un secreto comercial guardado desde los inicios de la empresa en 1886. (pág. 55) 
 
En este punto hay que tener lo que manifiesta la Decisión 344 de la Comunidad Andina de 
Naciones del 21 de octubre de 1993, la misma que reza en su artículo 72: 
 
 Quien lícitamente tenga control de un secreto industrial, estará protegido contra la 
revelación, adquisición o uso de tal secreto sin su consentimiento, de manera contraria a 
las prácticas leales de comercio, por parte de terceros, en la medida que: 
a) La información sea secreta en el sentido que como conjunto o en la configuración y 
composición precisas de sus elementos, no sea conocida en general ni fácilmente accesible 
a las personas integrantes de los círculos que normalmente manejan el tipo de información 
de que se trate. 
b) La información tenga un valor comercial efectivo o potencial por ser secreta; y, 
c) En las circunstancias dadas, la persona que legalmente la tenga bajo control, haya 
adoptado medidas razonables para mantenerla secreta. (COMUNIDAD ANDINA DE 
NACIONES, 1994) 
 
Estas violaciones de secretos pueden ser de tres tipos según el sujeto que las comete y se 




 Empleados: Ocurre cuando una persona que mantiene una relación de dependencia 
de otra, roba los secretos de su patrono para divulgarla a un tercero sea o no 
competencia. Por ejemplo una persona que trabaja en una empresa de elaboración 
de productos químicos divulga a la un tercero la fórmula química que se ha 
desarrollado en la empresa con inversión de la misma y en un esfuerzo grupal, 
comprende divulgación de secreto. 
 Ex empleados: Se manifiesta una vez terminada la relación laboral, el ex empleado 
explota en su beneficio la información que estuvo a su cargo en el periodo laboral. 
  
No existe una clara diferencia de lo que en este punto implicaría competencia desleal con un 
acto lícito de competencia, es así que se propondrá ejemplos. Existe competencia desleal cuando 
un ex cocinero de KFC, abre un restaurante de pollo frito y utiliza la fórmula para freír pollo 
desarrollado por mucho tiempo por KFC, existe competencia desleal y violación de secreto, 
pues utiliza una formula desarrollada y perfeccionada por KFC.  
 
Pero cuando un ex trabajador de Faconza encargado de cambiar las pastillas de los vehículos, 
terminada la relación laboral abre su propio taller que se dedica al cambio de pastillas, esta 
actividad no constituye un acto de competencia desleal, pues el cambio de pastillas constituye 
una actividad que se desarrolla por propia capacidad del trabajador y no requiere un 
procedimiento desarrollado por Faconza. 
 
 Terceros: Está violación de secreto se ve relacionada con el espionaje industrial, 
pues como vemos en los casos anteriores, se trata de personas que por su profesión, 
cargo u oficio están en constante contacto con el secreto que una empresa trata de 
proteger y sobre guardar, pero cuando se trata de un tercero es una persona que no 
tiene ningún vínculo con la empresa por lo cual, se entiende como espionaje 
industrial a la actividad que tiene como fin obtener, en secreto y de una manera 
fraudulenta, información, procesos, formulas, entre otros aspectos reservados de un 







2.4.2. Desorganización general del mercado 
 
La desorganización general del mercado comprende dos actos principalmente que son la 
publicidad engañosa y la publicidad exagerada 
 
2.5. PUBLICIDAD ENGAÑOSA  
 
En primer lugar hay que tener en claro que es publicad, por lo cual, resulta necesario citar a 
varios tratadistas que dejen en claro esta concepción y es así que DIEZ PICAZO Luis afirma: 
“…la publicidad es un instrumento decisivo en este sistema de producción y contratación como 
incitación a la adquisición de bienes y servicios”. (1991, pág. 8) 
 
La Asociación Estadounidense de Mercadotecnia (1999) define a publicidad de la siguiente 
manera: 
 
 Una técnica de comunicación masiva, destinada a difundir o informar al público sobre 
un bien o servicio a través de los medios de comunicación con el objeto de motivar al 
público hacia una acción, a través de la investigación, análisis y estudio de numerosas 
disciplinas; tales como: la psicología, sociología, antropología, estadística, y la economía 
que son hallada en el estudio de mercado y con los cuales se podrá desarrollar un mensaje 
adecuado para el público (pág. 71) 
 
En si la publicidad utiliza como camino para llegar al colectivo los medios de comunicación, 
para vender una idea en concreto al público sobre un bien o servicio con fines económicos o 
lucrativos, lo que hay que distinguir y recalcar ya que es un punto fundamental que hace la 
diferencia entre propaganda y publicidad, en si la publicidad realiza esta comunicación masiva 
con fines de lucro; mientras la propaganda lo hace con fines simplemente informativos. 
 
La Ley Orgánica se Defensa del Consumidor define a publicidad engañosa como: 
 
 …Toda modalidad de información o comunicación de carácter comercial, cuyo contenido 
sea total o parcialmente contrario a las condiciones reales de adquisición de los bienes y 
servicios ofrecidos  o que utilice textos, diálogos, sonidos, imágenes o descripciones que 
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directa o indirectamente, e incluso por omisión de datos esenciales del producto, induzca a 
engaño, errar o confusión al consumidor.  (LEY ORGÁNICA DE DEFENSA 
DELCONSUMIDOR) 
 
Es decir existe publicidad engañosa cuando se ofrece información de tipo comercial de un 
producto o servicio, sin importar su medio de divulgación o branding utilizado para penetrar en 
el consumidor la idea contraria de las características reales del producto o servicio. 
 
De igual manera la ley establece las infracciones publicitarias, de tal manera se dan por 
cualquier error o engaño en especial, es decir cuándo: 
 
 País de origen, comercial o de otra índole del bien ofrecido o sobre el lugar de 
prestación del servicio pactado o la tecnología empleada. 
Los beneficios y consecuencias del uso del bien o de la contratación del servicio, así como 
el precio, tarifa, forma de pago, financiamiento y costos del crédito. 
Las características básicas del bien o servicio ofrecidos, tales como componentes, 
ingredientes, dimensión, cantidad, calidad, utilidad, durabilidad, garantías, 
contraindicaciones, eficiencia, idoneidad del bien o servicio para los fines que se pretende 
satisfacer y otras. 
Los reconocimientos, aprobaciones o distinciones oficiales o privadas, nacionales o 
extranjeras, tales como medallas, premios, trofeos o diplomas. (LEY ORGÁNICA DE 
DEFENSA DELCONSUMIDOR) 
 
La publicidad engañosa en si consiste en brindar cualidades a un producto que no posee, 
induciendo de tal manera al colectivo a consumir algo que es inexistente, ya que, de conocer las 
verdaderas cualidades o características no consumirían dicho producto, bien o servicio. 
 
Un ejemplo puede darse, en el caso de un producto supuestamente medicinal que en su etiqueta 
contenga la siguiente información: 
 
Solución Mineral Milagrosa Ecuador, Suplemento Mineral Milagroso Ecuador, Tratamiento 
Alternativo, Medicina Alternativa, Cáncer, Hepatitis, HIV, SIDA, Herpes, Cándida, Malaria, 
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Tuberculosis, Dengue, Influenza a la gran mayoría de los cánceres, HIV, SIDA, hepatitis A, B, y 
C, malaria, tuberculosis, herpes, y muchas más de las peores enfermedades que la humanidad 
haya encontrado.  
 
Muchas de las enfermedades ahora son más fáciles de controlar. Más de 75,000 víctimas de 
enfermedades se han incluido en las pruebas de campo en África, en el país de Malawi. Pruebas 
científicas han sido conducidas en prisión, en el este de África.  
 
Otras pruebas fueron conducidas por el gobierno de Malawi las cuales obtuvieron resultados 
idénticos, con el 99% como resultado. Más del 60% de las víctimas del SIDA, las cuales fueron 
tratados en Uganda se restablecieron en 3 días, en un mes el 98% de ellos, estaban bien. Más 
del 90% de las víctimas de la malaria se restablecieron en un lapso de 4 a 8 horas. Docenas de 
otras enfermedades fueron tratadas con éxito y las cueles pueden ser controladas con este nuevo 
suplemento mineral.  
 
También funciona con resfríos, gripe, influenza, neumonía, dolor de garganta, verrugas, dolor 
de boca, encías, e incluso en abscesos dentales. (MMS es lo único que puede controlar los 
abscesos dentales).  
 
Es la publicidad que acompaña a dicho producto como vemos es imposible que cure el cáncer, 
sida, entre otras enfermedades que la ciencia moderna aun no descubre su cura. 
 
Estas prácticas se encuentran prohibidas y sancionadas por la Ley, de tal manera la sanción para 
la publicidad engañosa, es la multa de mil a cuatro mil dólares de los Estados Unidos de 
América, de igual manera se ordenara la suspensión de la difusión publicitaria, pero además se 
ordenará la difusión de la rectificación de su contenido, dicha difusión será realizada a costa del 
anunciante, en los términos iguales a los que se realizó la difusión es decir en los mismos 
horarios, espacios y medios, dichas decisiones serán emitas por el juez de contravenciones en 
primera instancia y en caso de apelación la competencia recaerá sobre el juez penal. 
 
2.6. PUBLICIDAD EXAGERADA 
 
Este tipo de publicidad es aquella que no representa estrictamente las cualidades o 
características del producto, bien o servicio, extralimitando los beneficios del mismo, 
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publicitando afirmaciones que no son reales ni verdaderas, por lo cual el consumidor termina 
consumiendo algo con la expectativa planteada como el mejor, el más barato, el más delicioso, 
entre otras.  
 
Pero el consumidor en sí, en la práctica no es engañado, pues el mismo no se deja llevar por 
dichas afirmaciones para realizar su elección, por lo cual este tipo de publicidad se diferencia de 
la publicidad engañosa. 
 
Ejemplos de este tipo de publicidad los encontramos a diario, como cuando acudimos a un 
restaurante y en las gráficas del menú se observa un producto de tamaño grande, como una 
hamburguesa o un plato en especial, pero en el momento de verlo físicamente es todo lo 
contrario; así también la publicidad que se da en televisión de las dietas para adelgazar, se 
transmiten imágenes en las cuales se observa que con una determinada dieta se podrá lucir un 
cuerpo de modelo en pocas semanas; la diferencia con la publicidad engañosa es que este tipo 









CAPITULO  III 
 
3. ACCIONES FRENTE ACTOS DE COMPETENCIA DESLEAL EN EL 
DERECHO MARCARIO. 
 
Hasta antes de 1998 en el Ecuador no se contemplaba en la legislación ecuatoriana un 
mecanismo de acción judicial tendiente a proteger a los comerciantes contra los actos de 
competencia desleal, es así que la Corte Suprema de Justicia estableció como analogía que los 
actos de competencia desleal que hoy conocemos constituyen delitos civiles y cuasidelitos, y la 
competencia recaía en los jueces de lo civil. 
 
Con la promulgación de la Ley de Propiedad Intelectual el 19 de mayo de 1998 ya se regula las 
acciones que pueden emprender quienes se sientan perjudicados en sus derechos por los actos de 
competencia desleal, pues ya se enumera cuáles son éstos, así como también da conceptos de 
ciertos actos que constituyen competencia desleal, pero lo más importante es que ya se les 
concede a los afectados el ejercicio de acciones judiciales por la violación de sus derechos, y la 
posibilidad de solicitar medidas cautelares. 
 
Un punto esencial a considerarse es que el 13 de octubre de 2011 mediante el Registro Oficial 
555 de esa fecha entro en vigencia la denominada “Ley Orgánica de Regulación y Control del 
Poder de Mercado”. 
 
Esta normativa legal ahora vigente entra de lleno a tratar, inter alia, los asuntos relativos a la 
competencia desleal dentro de las relaciones de mercado en nuestro país, es así que no se puede 
dejar pasar su estudio, para una mejor comprensión de los instrumentos y mecanismos de acción 
jurídicamente válidos en nuestro ordenamiento jurídico.  
 
Me refiero a que, para invocar la tutela y protección de Estado, tanto administrativa como 
judicial, nuestro sistema de fuentes del derecho dota de herramientas jurídicas yanto en la Ley 




En este orden de ideas se analiza a continuación los efectos tanto en el ámbito civil, 
administrativo como en el ámbito penal que pueden traer consigo estos actos. 
 
Es importante denotar que la redacción de las leyes de competencia desleal no excluye a otras 
ramas del Derecho distintas de la propiedad intelectual, no limita su aplicación a ésta. Por cierto 
la ley se refiere al impulso de actividades económicas, las cuales están reguladas por el Derecho 
Mercantil, tributario, civil, laboral, etc. Y siempre en concordancia y el respeto de  La 
Constitución. 
 
3.1. EFECTOS CIVILES,  PENALES Y ADMINISTRATIVOS. 
 
3.1.1 Efectos en lo civil  
 
Al hablar de responsabilidad Civil necesariamente debemos referirnos a la doctrina que recorre 
en los códigos civiles de América del Sur, que es consecuencia del proyecto de Andrés Bello, es 
así que nuestro Código Civil  (R.O N°, 2005) en su artículo 1453 dice: 
 
 Art. 1453.- Las obligaciones nacen, ya del concurso real de las voluntades de dos o más 
personas, como en los contratos o convenciones; ya de un hecho voluntario de la persona 
que se obliga, como en la aceptación de una herencia o legado y en todos los 
cuasicontratos; ya a consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a otra 
persona, como en los delitos y cuasidelitos; ya por disposición de la ley, como entre los 
padres y los hijos de familia. 
 
Así se colige que las fuentes de las obligaciones son los contratos, de los cuasi contratos, de los 
delitos y cuasidelitos y el mandato de la ley. 
 
Al referirnos a los actos de competencia desleal estamos entrando en el campo del delito civil y 
del cuasidelito, el delito civil es entendido también como un ilícito civil, término jurídico que es 
definido por Bejarano Sánchez, citado este a su vez por el Diccionario Jurídico Mexicano de 
la Universidad Autónoma de México como: “la ilicitud es también lo que es contrario a las buenas 
costumbres por lo que, en el obrar contractual, no sólo se debe tener una conducta lícita sino también 




Y  por cuasidelito se entiende:  
 
Cuando alguien con su conducta causa un daño a un tercero en su persona o bienes, sin 
que ese daño derive de algún vínculo anterior que los una, debe pagar los daños 
ocasionados en virtud de una responsabilidad extracontractual o cuasidelito —también 
denominada culpa extracontractual o aquiiana—, y es la contrapartida de la culpa 
contractual que se presenta cuando entre el autor del daño y la víctima existe un vínculo 
y el daño se liga al mismo. (DICCIONARIO JURÍDICO MEXICANO, 2001, pág. 
364) 
 
De igual manera el Código Civil del Ecuador al referirse a los delitos y cuasidelitos establece 
esto: “Art. 2214.- El que ha cometido un delito o cuasidelito que ha inferido daño a otro, está obligado a 
la indemnización; sin perjuicio de la pena que le impongan las leyes por el delito o cuasidelito”. Es 
decir que establece una responsabilidad civil, consistente en la indemnización por daños y 
perjuicios. 
 
En tal virtud un acto de competencia desleal, dentro de las relaciones comerciales del mercado 
relevante, que cause daños y perjuicios a un competidor, que sea realizado con malicia, dolo o 
intención de causar daño, está obligado a la correspondiente indemnización pecuniaria. 
 
Es decir los actos de competencia desleal dentro de este campo según el artículo 288 de la Ley 
de Propiedad Intelectual y la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, dan 
lugar a las acciones civiles. En este ámbito lo más común es como ya se dijo, la indemnización 
por daños y perjuicios causados por un acto de competencia desleal. 
 
Un claro ejemplo es la utilización del nombre comercial de un restaurante que goza de prestigio, 
reconocimiento y de hecho es una franquicia, se verá afectado en la medida en que los actos 
comerciales realizados por quien está haciendo uso fraudulento del nombre comercial dañen la 
imagen con la venta de productos en mal estado, o en proporciones menores a los de la 




En este caso se estaría induciendo al error a los consumidores, desprestigiando a la marca, y 
dando lugar a perjuicios morales y económicos al titular de una franquicia, ante lo cual nace, 
inter alia, la responsabilidad civil por daños y perjuicios. 
 
Además cabe mencionar que el juez en materia civil, tiene plena competencia para dictaminar 
medidas cautelares o preventivas, cuando haya indicios suficientes que hagan presumir la 
comisión de una infracción a los derechos derivados de la Propiedad Intelectual, esto acorde a lo 
dispuesto por el artículo 306 de la Ley de Propiedad Intelectual. 
 
3.1.2. En lo penal  
 
La responsabilidad penal nace ante la concurrencia en conjunto de todos los elementos 
constitutivos del tipo penal, que según la doctrina y el código sustantivo penal se los puede 
deducir de la propia definición de delito. 
 
Se entiende entonces por delito a criterio de Luis JIMÉNEZ DE ASÚA "el acto típico 
antijurídico, imputable, culpable, sancionado con una pena y conforme a las condiciones objetivas de 
publicidad”, es decir debe existir una acción u omisión de una persona, esta acción debe ser 
típica, es decir establecida y descrita en la ley penal; además la acción tienen que ser 
antijurídica, vale decir, contraria al ordenamiento jurídico; la persona que realiza la acción debe 
ser imputable, es decir debe estar en pleno goce de sus facultades mentales; esta actuación 
además debe ser culpable, es decir realizada con voluntad y consciencia, voluntad es el querer 
hacer, y consciencia es el saber los que se está haciendo; y el último elemento es la punibilidad, 
es decir que la ley debe determinar la pena que se debe imponer a esta conducta antijurídica. Si 
uno de estos elementos llegase a faltar, no existe delito y en consecuencia no existe 
responsabilidad penal. 
 
En el caso que nos ocupa, para que un acto sea calificado de competencia desleal no es 
necesario que exista el elemento culpabilidad, es decir la voluntad y consciencia para que 
acarree la responsabilidad civil; pero sin embargo si queremos que nazca la responsabilidad 





Se puede dar la responsabilidad penal en los actos de competencia desleal, cuando estos actos 
además constituyan un delito punible; como por ejemplo las injurias calumnias; aseveraciones 
falsas proferidas en descrédito y deshonra del competidor, el asegurar que el propietario de un 
negocio es un violador, un narcotraficante, un asesino, etc.,  
 
Constituye según la Ley de Propiedad Intelectual un acto de competencia desleal y no prevé  
sanciones más allá de las civiles o administrativas, pero ocurre algo interesante, el código penal 
sustantivo de su parte califica esta actuación como un delito denominado injuria calumniosa 
grave.  
 
Ahora bien le correspondería a la autoridad competente en materia administrativa, refiriéndonos 
a IEPI, evaluar las actuaciones cometidas a su jurisdicción administrativa, y si en este proceso 
encontrare indicios de la comisión de un delito penal, debe remitir a la Fiscalía, para que esta 
como titular de la acción penal en el Ecuador, inicie la indagación previa, la Instrucción Fiscal y 
las demás fases del juicio penal. 
 
El juez penal califica, los elementos del tipo delictivo, y evalúa sí ésta conducta ha sido 
realizada con voluntad y consciencia, si es así, nace la responsabilidad penal; caso contrario no; 
pero lo que siempre va a existir es la responsabilidad civil, por daños y perjuicios derivados de 
ese acto de competencia desleal. 
 
La Ley de Propiedad Intelectual en sí, no constituye ley penal, pero sin embargo a partir del 
artículo 319 establece los tipos delictivos que son susceptibles de responsabilidad penal, y que 
en consecuencia reunirían todos los elementos del delito, así por ejemplo el artículo 322 de la 
ley de propiedad intelectual señala como pena privativa de la libertad de prisión de un mes a dos 
años y pena seiscientos cincuenta y siete unidades de valor constante, dependiendo de los daños 
y perjuicios para quienes, inter alia, fabriquen, comercialicen o almacenen etiquetas, sellos o 
envases que contengan marcas de alto renombre o notorias, registradas en el país o en el 
exterior.  
 





Como consecuencia podemos decir que los actos atentatorios contra los derechos derivados de 
la Propiedad Intelectual, en especial, refiriéndonos al Derecho Marcario, gozan de tutela penal 
cuando en virtud de los hechos, constituyan delito punible de acuerdo a la Ley de Propiedad 
Intelectual y a Código Orgánico Integral Penal vigente. 
 
3.1.3. En lo administrativo 
 
En virtud de las facultades que la ley le otorga al Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual, 
ante una violación de los derechos protegido por la Ley de Propiedad Intelectual, esta entidad 
administrativa puede dictar medidas preventivas o cautelares, pues la ley le faculta tanto al juez, 
como al IEPI, dictar este tipo de medidas. 
 
La responsabilidad administrativa en este caso se traduce, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 339 de la Ley de Propiedad Intelectual, en una multa entre quinientos (500) dólares de 
los Estados Unidos de América y cien mil (100.000) dólares de los Estados Unidos de América, 
de acuerdo a la reforma introducida por el numeral 2, de la Disposición Derogatoria Décimo 
Tercera de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado; que introduce el 
valor señalado, en lugar del que constaba antes en la Ley de Propiedad Intelectual, esto es, una 
multa de veinte a setecientas unidades de valor constante. 
 
Las medidas que puede adoptar el IEPI, con carácter de cautelares o preventivas de acuerdo al 
artículo 336 de la LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL  (R.O.N° 426, 2006), son las 
mismas que pueden dictar los jueces civiles de acuerdo al artículo 308 de la citada ley, y estas 
medidas son las siguientes: 
 
Art. 308.- […]a) El cese inmediato de la actividad ilícita; 
b) La suspensión de la actividad de utilización, explotación, venta, oferta en venta, 
importación o exportación, reproducción, comunicación, distribución, según proceda; y, 
c) Cualquier otra que evite la continuación de la violación de los derechos. 
 
Con respecto al literal c, la ley hace hincapié en sostener, cuales con los actos conexos que el 




 Art. 309.- El cese inmediato de la actividad ilícita podrá comprender:  
a) La suspensión de la actividad infractora o la prohibición al infractor de reanudarla, o 
ambas;  
b) La clausura provisional del local o establecimiento, la que se expedirá necesariamente 
cuando las mercancías infractoras o ejemplares ilícitos constituyan parte sustancial del 
comercio habitual del infractor;  
c) El retiro del comercio de las mercancías, ejemplares ilícitos u objetos infractores y, su 
depósito judicial; y,  
d) Cualquier otra medida que resulte necesaria para la protección urgente de los derechos 
sobre la propiedad intelectual, atenta la naturaleza y circunstancias de la infracción.  
                           
Teniendo en cuenta que estas medidas son de carácter provisional y revocables, el IEPI las 
adopta si de las pruebas que llegare a presentar el solicitante se pudiera colegir que existen 
indicios graves que hagan presumir la comisión de un ilícito en materia de propiedad intelectual, 
medidas que de acuerdo al artículo 339 pueden ratificarse o suspenderse al concluir el proceso 
investigativo. 
 
De otra parte un acto de competencia desleal, está sujeto a la prevención, control y sanción por 
parte de la Superintendencia de Control de Poder de Mercado, de acuerdo a lo dispuesto en la 
Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado (R.O N°, 2011), a lo largo de 
su desarrollo; en especial el artículo 37 que establece lo que sigue: 
 
Art. 37.- Facultad de la Superintendencia de Control del Poder de Mercado.- Corresponde 
a la Superintendencia de Control del Poder de Mercado asegurar la transparencia y 
eficiencia en los mercados y fomentar la competencia; la prevención, investigación, 
conocimiento, corrección, sanción y eliminación del abuso de poder de mercado, de los 
acuerdos y prácticas restrictivas, de las conductas desleales contrarias al régimen previsto 
en esta Ley; y el control, la autorización, y de ser el caso la sanción de la concentración 
económica. 
 La Superintendencia de Control del Poder de Mercado tendrá facultad para expedir 
normas con el carácter de generalmente obligatorias en las materias propias de su 
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competencia, sin que puedan alterar o innovar las disposiciones legales y las regulaciones 
expedidas por la Junta de Regulación.  
 
Como puede verse esta entidad, al pertenecer a la Función de Transparencia y Control Social, es 
la encargada de velar por la eficiencia del mercado, a través de un control preventivo y al mismo 
tiempo sancionador de las conductas que involucren prácticas anticompetitivas, es decir, según 
la propia Ley, abusos del poder de mercado, tales como: acuerdos y prácticas restrictivas, las 
conductas desleales contarías al régimen previsto en la Ley. 
 
Así como también el control de las concentraciones económicas, pues como más adelante la 
misma ley establece, las concentraciones económicas de cualquier modalidad deben notificarse 
a la Superintendencia para su aprobación, acondicionamiento o negación. 
 
De tal manera que es innegable la participación directa de este organismo de control para evitar, 
para el caso que nos ocupa, los actos de competencia desleal, que pueden desestabilizar el 
mercado en perjuicio de la sociedad, señalando que estas atribuciones las consolida mediante la 
aplicación del catálogo de atribuciones que le atribuye más adelante, en el artículo 38, esta 
misma Ley, potestades que incluyen, sanciones, control, requerimiento de cualquier tipo de 
información a entidades públicas y privadas, autorización de concentraciones económicas, etc. 
 
3.2. ANTE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA 
 
La acción judicial en vía civil se traduce en la competencia que el juez de lo civil tiene para 
resolver, en virtud de la jurisdicción ordinaria, ciertos asuntos que, por ser inherentes a la 
propiedad intelectual, y debiendo recaer en la jurisdicción contenciosa administrativa, son de 
competencia del  juez de lo civil. 
 
El problema radica en el hecho de que la Ley de Propiedad Intelectual, crea los Jueces y 
Tribunales Distritales de la Propiedad Intelectual, como competentes para conocer y resolver 
todos los conflictos que se deriven de la aplicación de esta ley; más en su Disposición 




QUINTA.-Hasta que sean creados los juzgados y tribunales distritales de propiedad 
intelectual, los tribunales distritales de lo contencioso administrativo conocerán sobre las 
causas relacionadas a esta materia de conformidad a las disposiciones y competencias 
atribuidas por la presente Ley, a excepción de las diligencias cautelares, que serán 
conocidas por las juezas o jueces de lo civil. (R.O.N° 426, 2006) 
 
Disposición legal que fue ratificada con la entrada en vigencia del Código Orgánico de la 
Función Judicial, que de igual manera en su Disposición Transitoria Quinta, establece que se 
derogue el artículo 375 de la Ley de Propiedad Intelectual referente a la creación del Tribunal 
Distrital de la Propiedad Intelectual; estableciendo y ratificando la competencia para el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, las Salas Especializadas de lo Contencioso Administrativo de 
la Corte Provincial de Justicia y de la Corte Nacional de Justicia respectivamente. 
 
Con respecto a los actos de competencia desleal, debemos verlos desde dos perspectivas: como 
actos de competencia desleal regulados por la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder 
de Mercado y consecuentemente por la Superintendencia de Control del Poder de Mercado; y 
como delitos y cuasidelitos establecidos en el Código Civil.  
 
Desde el primer punto de vista, no cabe duda de que se puede recurrir, en vía judicial, ante el 
Tribunal Contencioso Administrativo, una resolución emitida por el órgano de control, relativa a 
un acto de competencia desleal descrito en la denominada también Ley Antimonopolio. 
 
Pero si lo concebimos como una actuación dolosa por parte de una o varias personas que causan 
daño a un tercero, estamos hablando de los delitos y cuasidelitos, contemplados en el Código 
Civil, en tal virtud quien tiene competencia es efectivamente el juez de lo civil para declarar la 
indemnización por daños y perjuicios, que del ilícito civil deriva, tal y como sucedió en el caso, 
que se menciona a continuación: 
 
Un ejemplo es el caso de NIFA S.A en contra de MERCK SAHRP & DOHME,  por un acto de 
competencia desleal entre estas dos farmacéuticas.  
 
De igual manera el proceso recayó en el conocimiento del Juez Segundo de lo Civil de 
Pichincha, en apelación ante la Primera Sala de lo Civil de la Corte Provincial de Pichincha, y 
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del mismo modo mediante Recurso de Casación interpuesto, avocó conocimiento la Sala de lo 
Civil y Mercantil de la Corte Nacional de Justicia. (Competencia Desleal, 2012) 
 
Como se verá más adelante existen diferentes posturas de los tratadistas ecuatorianos acerca del 
juez competente, cuando estamos hablando de los conflictos de propiedad intelectual. 
Actualmente se acepta la competencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo para 
dirimir conflictos en materia de derechos de autor, derechos conexos, propiedad industrial, 
obtenciones vegetales, puesto que a decir de varios doctrinarios, el origen se da de un acto 
administrativo emitido por el Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual, pero a decir de 
otros, por las connotaciones existentes, el tramite que se da, en la práctica no es ninguno de los 
establecidos en la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, el de Plena Jurisdicción o 
el de Nulidad,  sino más bien es el símil del juicio verbal sumario establecido en el Código de 
Procedimiento Civil. 
 
 En concordancia con lo dicho, se encontró un caso en el que el Juez Segundo de lo Civil 
de Pichincha, avoca conocimiento, califica la demanda y dictamina medidas cautelares en 
un caso en el que el Estado Ecuatoriano es demandado por Boris Aucatoma Peña y Janet 
Hernández Cruz, por la utilización no autorizada de los códigos de fuentes informáticas, 
diseñadas por los demandantes, en la creación de un sitio web. (AUCATOMA PEÑA 
BORIS VLADIMIR vs. MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES COMERCIO 
E INTEGRACION, 2009)  
 
Aquí se puede ver que la competencia en este tema radicó en un juez de lo civil.  
 
En cuanto a la competencia del juez de lo civil para dictar medidas cautelares, no existen 
mayores reparos de índole jurídica; en lo que si hay controversia es en cuanto a la competencia 
para resolver asuntos netamente relacionados con la competencia desleal, pues si bien es 
generalmente aceptada la competencia de los tribunales Distritales de lo Contencioso 
Administrativo. 
 
Una característica esencial común en estos procesos es que se ataca, no un acto administrativo 
en sí, sino directamente un acto de competencia desleal, es decir, no se transita por la vía 
administrativa, razón por la cual no estamos frente a un acto administrativo que impugnar y 
anular; en consecuencia los asuntos litigiosos en materia de propiedad intelectual, en materia de 
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actos de competencia desleal, recaen en la jurisdicción ordinaria sino ha mediado antes un 
trámite de tutela administrativa otorgada por el IEPI. Al respecto el mismo artículo 288 de la 
Ley de Propiedad Intelectual reza lo siguiente: 
 
 Art. 288.- La violación de cualquiera de los derechos sobre la propiedad intelectual 
establecidos en esta Ley, dará lugar al ejercicio de acciones civiles y administrativas, sin 
perjuicio de las acciones penales a que hubiere lugar, si el hecho estuviese tipificado como 
delito. (R.O.N° 426, 2006) 
 
De lo que se puede colegir que la misma ley faculta a que en caso de violaciones a los derechos 
consagrados por la misma, se pueda optar por las acciones civiles y administrativas pertinentes, 
así que la competencia del Tribunal de lo Contencioso Administrativo no es exclusiva en 
materia de propiedad intelectual. 
 
3.3. ANTE LA JURISDICCIÓN ADMINISTRATIVA 
 
Según la Ley de Propiedad Intelectual, ante la vulneración de uno o varios derechos reconocidos 
por esta, el Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual, como órgano administrativo de 
control, puede, de oficio realizar los actos administrativos conducentes a la salvaguarda de los 
derechos derivados de la propiedad Intelectual, consistentes en inspección, vigilancia y sanción, 
en vía administrativa, así como también según la ley de la materia el IEPI puede adoptar las 
siguientes medidas: “Inspección; Requerimiento de Información; y, Sanción de la violación de los 
derechos de propiedad intelectual”. (R.O.N° 426, 2006) 
 
Con la inspección que realiza el IEPI, pueden surgir elementos que denoten la existencia de una 
infracción administrativa, civil o penal, que atenten contra los derechos del titular del derecho 
de propiedad intelectual, en tal virtud la entidad pública de control y vigilancia puede proceder a 
la remoción de rótulos, a la aprehensión y depósito de las mercancías e inclusive a la clausura 
provisional del local o establecimiento, entre otras medidas cautelares; posterior a lo cual se 
remite lo actuado mediante atento oficio a las autoridades penales si existieren indicios del 




Una vez concluidas las investigaciones, de igual manera, de hallar mérito se impone una sanción 
pecuniaria pendular de entre veinte y setecientas unidades de valor constante. 
 
Cabe recalcar que en este preciso punto la ley le otorga al IEPI las mismas facultades que al juez 
competente para adoptar las medidas cautelares encaminadas a salvaguardar los derechos 
derivados de la propiedad intelectual. 
 
Como se dejó indicado en líneas anteriores, un acto de competencia desleal puede también 
investigarse y sancionarse ante la Superintendencia de Control del Poder de Mercado, pues la 
Ley Orgánica de Control del Poder de Mercado así lo determina cuando le otorga estas 
atribuciones a esta Superintendencia en el artículo 37; facultad que se concreta cuando el 
artículo 38 detalla y cataloga, de manera abierta sin embargo, el cúmulo de atribuciones de las 
que goza esta entidad a fin de controlar y supervisar la eficiencia del mercado en contra de los 
actos de competencia desleal, a continuación se detallan: 
 
 Art. 38.- Atribuciones.- La Superintendencia de Control del Poder de Mercado, a través 
de sus órganos, ejercerá las siguientes atribuciones: 
 1. Realizar los estudios e investigaciones de mercado que considere pertinentes. Para 
ello podrá requerir a los particulares y autoridades públicas la documentación y 
colaboración que considere necesarias. 
 2. Sustanciar los procedimientos en sede administrativa para la imposición de medidas y 
sanciones por incumplimiento de esta Ley. 
 3. Determinar el volumen de negocios según lo estipulado en la presente Ley. 
 4. Celebrar audiencias con los presuntos responsables, denunciantes, perjudicados, 
testigos y peritos, recibirles declaración y ordenar careos, para lo cual podrá solicitar el 
auxilio de la fuerza pública. 
 5. Examinar y realizar los peritajes que estime necesarios sobre libros, documentos y 
demás elementos necesarios para la investigación, controlar existencias, comprobar 
orígenes y costos de materias primas u otros bienes, de conformidad con esta ley. 
 6. Realizar inspecciones, formular preguntas y requerir cualquier información que estime 
pertinente a la investigación. 
 7. Colocar precintos en aquellos lugares que estime pertinente con el objeto de 
precautelar la conservación de evidencia. 
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 8. Aplicar las sanciones establecidas en la presente Ley. 
 9. Cuando lo considere pertinente, emitir opinión en materia de competencia respecto de 
leyes, reglamentos, circulares y actos administrativos, sin que tales opiniones tengan efecto 
vinculante. 
 10. Emitir los informes requeridos y conocer de las notificaciones previas de 
conformidad con esta Ley. 
 11. Emitir recomendaciones de carácter general o sectorial respecto a las modalidades 
de la competencia en los mercados. 
 12. Actuar en coordinación con las dependencias competentes en la negociación de 
tratados, acuerdos o convenios internacionales en materia de regulación o políticas de 
competencia y libre concurrencia. 
 13. Requerir a las instituciones públicas que considere necesario, la implementación de 
acciones adecuadas para garantizar la plena y efectiva aplicación de la presente Ley. 
 14. Promover y formular acciones ante la Justicia; e informar y solicitar la intervención 
del Fiscal General del Estado, cuando el caso lo amerite. 
 15. Acceder a los lugares objeto de inspección con el consentimiento de los ocupantes o 
mediante orden judicial cuando se trate del domicilio de una persona natural, la que será 
solicitada ante el juez competente, quien deberá resolver en el plazo de 24 horas.  
 16. Suscribir convenios con gobiernos autónomos descentralizados para la habilitación 
de oficinas receptoras de denuncias. 
 17. Suscribir convenios con asociaciones de usuarios y consumidores para la promoción 
de la participación de la comunidad en el fomento de la competencia y la transparencia de 
los mercados. 
 18. Examinar e investigar las concentraciones económicas para confirmar su 
cumplimiento con la presente Ley; y, cuando sean prohibidas, dictar las medidas que 
legalmente correspondan. 
 19. Autorizar, denegar o condicionar las solicitudes de concentración económica de 
conformidad a esta Ley y su reglamento. 
 20. Atender las consultas y resolver los reclamos que se formulen respecto de operadores 
económicos cuya actuación pudiere atentar contra esta Ley. 
 21. Promover medidas de control tendientes a la eliminación de barreras a la libre 
concurrencia al mercado, de acuerdo con los lineamientos fijados por la ley. 
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 22. Disponer la suspensión de las prácticas y conductas prohibidas por esta Ley. 
 23. Establecer y mantener un registro actualizado de los operadores económicos y su 
participación en los mercados. 
 24. Proponer la remoción de barreras, normativas o de hecho, de entrada a mercados, 
que excluyan o limiten la participación de operadores económicos. 
 25. Presentar propuestas técnicamente justificadas a los órganos competentes, para la 
regulación y el establecimiento de actos normativos aplicables a los distintos sectores 
económicos. 
 26. Apoyar y asesorar a las autoridades de la administración pública en todos los niveles 
de gobierno, para que en el cumplimiento de sus atribuciones, promuevan y defiendan la 
competencia de los operadores económicos en los diferentes mercados. 
 27. Proponer y dar seguimiento, a la simplificación de trámites administrativos con la 
finalidad de promover la libre concurrencia de los operadores económicos en igual de 
condiciones a los diferentes mercados. 
 28. Promover el estudio y la investigación en materia de competencia y su divulgación. 
 29. Coordinar las acciones que fueren necesarias y suscribir convenios de cooperación 
con entidades públicas y privadas, a fin de promover la libre concurrencia de los 
operadores económicos a los diferentes mercados. 
 30. Elaborar y promulgar su reglamento interno; y, 
 31. Las demás contempladas en la ley. (R.O N°, 2011) 
 
Tal y como la sola lectura, prima facie, de este extenso artículo denota, esta entidad de control 
tiene la puerta abierta para perseguir, investigar y sancionar todos los actos de competencia 
desleal que puedan desestabilizar el mercado. 
 
Lo interesante que resulta aquí es el hecho de que para sancionar una práctica antimonopólica 
no hace falta que esta haya causado el daño, sino la sola comisión, a diferencia de la 
indemnización por daños y perjuicios que acarrearía un delito o cuasidelito civil, el cual se basa 




3.4. ANTE LA SUPERINTENDENCIA DE CONTROL DE PODER DE 
MERCADO 
 
En tal virtud, en vía administrativa esta ley establece un procedimiento administrativo para 
sancionar una conducta anticompetitiva, que inicia por la denuncia por parte de las entidades 
públicas o por parte de las personas naturales o jurídicas de Derecho Privado que tengan interés 
y se vean afectadas; esto sin perjuicio de que la acción se la pueda iniciar de oficio. 
 
El procedimiento está establecido a partir del artículo 53 de la Ley Orgánica de Regulación y 
Control del Poder de Mercado, mismo que termina con la resolución, debidamente motivada, 
emitida por la Superintendencia a través de su órgano de regulación. 
 
Así mismo la Superintendencia, al amparo de lo dispuesto en el artículo 62 de la referida Ley, y 
previo al inicio del procedimiento investigativo se pueden adoptar las siguientes medidas: 
 
Art. 62.- Medidas preventivas.- El órgano de sustanciación de la Superintendencia de 
Control del Poder de Mercado, antes o en cualquier estado del procedimiento de 
investigación, podrá, a sugerencia del órgano de investigación o pedido de quien hubiere 
presentado una denuncia, adoptar medidas preventivas, tales como la orden de cese de la 
conducta, la imposición de condiciones, la suspensión de los efectos de actos jurídicos 
relacionados a la conducta prohibida, la adopción de comportamientos positivos, y 
aquellas que considere pertinentes con la finalidad de preservar las condiciones de 
competencia afectadas y evitar el daño que pudieran causar las conductas a las que el 
procedimiento se refiere, o asegurar la eficacia de la resolución definitiva. 
  
  Las medidas preventivas no podrán consistir en la privación de la libertad, la 
prohibición de salida del país o el arraigo. Las medidas preventivas deberán ajustarse a la 
intensidad, proporcionalidad y necesidades del daño que se pretenda evitar. (R.O N°, 
2011) 
 
Adicionalmente la Ley también prevé la posibilidad de recurrir esta resolución mediante 




 Recurso de Reposición. 
 Recurso de Apelación o Jerárquico. 
 Recurso Extraordinario de Revisión. 
 
3.5. ANTE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA 
 
En esta parte es importante realizar una interesante aclaración; si bien es cierto que la Ley de 
Propiedad Intelectual crea los Jueces Distritales de Propiedad Intelectual y los Tribunales 
Distritales de Propiedad Intelectual, no es menos cierto que resultó inoperante tal disposición, 
pues en la práctica nunca la entonces Corte Suprema de Justicia creó dichos órganos judiciales; 
al respecto las disposición transitoria décima de esta ley establece que mientras se crean estos 
juzgados y tribunales especializados en propiedad intelectual, los llamados a conocer estas 
causas son los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo, excepto las diligencias 
cautelares que serán conocidas por los jueces de lo civil. 
 
Con la entrada en vigencia el Código Orgánico de la Función Judicial, se reformo esta parte de 
la ley, y se desplazó definitivamente la competencia de los asuntos contenciosos en materia de 
propiedad intelectual a los Tribunales de lo Contencioso Administrativo, que son los que se  
conocen en la actualidad. 
 
En vía judicial entonces se pueden impugnar todos aquellos actos provenientes del IEPI, en su 
calidad de órgano administrativo, a fin de obtener su nulidad, bien sea mediante el recurso 
subjetivo o bien sea mediante el recurso objetivo, que estatuye la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa. 
 
De igual manera con la publicación de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de 
Mercado, se determina que los actos de competencia desleal que se detallan en dicha normativa 
jurídica, pueden y deben ser denunciados ante la Superintendencia de Control del Poder de 
Mercado, entidad que de hallar mérito emitirá las medidas provisionales que correspondan, así 
como también las sanciones por el incumplimiento de la Ley, previo el procedimiento 




La resolución emitida por esta autoridad es un acto eminentemente administrativo, y como tal es 
impugnable en vía judicial a través de los recursos que la Ley de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa establece, esto es, el Recurso Objetivo o de Anulación, y el Recurso Subjetivo o 
de Plena Jurisdicción, ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
 
Es decir que cuando exista un acto de competencia desleal que al mismo tiempo implique una 
vulneración de los derechos de propiedad intelectual, la acción de tutela se la realiza ante el 
IEPI; y, cuando existe un acto de competencia desleal que no se relaciona con los derechos de 
propiedad intelectual, sino con los delitos y cuasidelitos del Código Civil, se lo denuncia ante la 
Superintendencia de Control del Poder de Mercado.  
 
En ambos casos, las resoluciones administrativas emitidas por estas dos entidades públicas, 
pueden ser impugnadas judicialmente, inclusive sin agotar la vía administrativa, ante el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, mediante los recursos que prevé la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa. 
 
3.6. ANÁLISIS DE CASOS 
 
Existen muchos casos judiciales con respecto al tema de esta tesis, así encontramos como los 
más importantes: 
 
3.6.1. CASO EXCLUSIVE TOURS C. LTDA. VS. KLEVER ÁVALOS SILVA, 
TATIANA PASTOR Y VIRGINIA BARSALLO 
 
Este es un proceso verbal sumario por daños y perjuicios derivados de un acto de competencia 
desleal, consistente en desviación de clientela; el trámite se dio ante el Tribunal de lo 
Contenciosos Administrativo N. 1, específicamente en la Segunda Sala. 
 
En resumen la empresa “Exclusive Tours C. Ltda.”, incoa una acción judicial por  daños y 
perjuicios derivada de un acto de competencia desleal, cometido por los demandados Kléver 




En su demanda aduce que, los ex empleados citados, al manejar información privilegiada, 
contaban con los datos de las agendas de viajes de los clientes de su empresa, que una vez que 
se separaron laboralmente, desviaron a los clientes a fin de que adquieran los paquetes turísticos 
a la compañía de viajes “SU MUNDO AGENCIA DE VIAJES CIA. LTDA.”, empresa de la 
cual fueron empleados después de terminar su anterior relación laboral. Se demanda además una 
cuantía de US$ 67.948,30. 
 
Al contestar la demanda, los demandados impugnan la Resolución Nº 983365, dictada por la 
Dirección Nacional de Propiedad Industrial, en el trámite Nº 035-2000 de Tutela 
Administrativa, donde se les condena a la devolución de las Agendas de Viaje a la compañía 
“Exclusive Tours C. Ltda.”, más el pago de las respectivas multas, por este acto de competencia 
desleal. 
 
La sentencia emitida por esta sala acepta la demanda y condena a los demandados por el pago 
de los daños y perjuicios causados más los respectivos honorarios del abogado patrocinador. 
 
Como comentario vale decir que en este caso quien avoca conocimiento es el Tribunal de Lo 
Contenciosos Administrativo con sede en Quito, en virtud de que se tiene un antecedente 
administrativo, consistente en la resolución administrativa emitida por la Dirección Nacional de 
Propiedad Industrial, dentro de la Tutela Administrativa 035-2000. Sin embrago de lo cual la 
compañía “Exclusive Tours C. Ltda.” inicia directamente la acción ante la jurisdicción 
contenciosa administrativa. 
 
3.6.2. CASO NIFA S.A VS. MERCK SAHRP & DOHME 
 
Este caso se tramitó ante EL Juzgado Segundo de lo Civil de Pichincha; la demanda la 
interponer NIFA S.A, compañía farmacéutica, en contra de la compañía MERCK SAHRP & 
DOHME, también dedicada a la industria de producción y comercialización de medicamentos.  
 
Lo interesante de este litigio es que al considerarse como un acto de competencia desleal no 
vinculado a los derechos de propiedad intelectual, la competencia radica ante las jurisdicción de 




En sí la demanda se fundamenta en el hecho de que la compañía MERCK SAHRP & DOHME, 
ideó una estrategía encaminada a impedir que NIFA S.A, incursione en el mercado de la 
industria farmacéutica con la venta de medicamentos genéricos.  
 
En efecto la parte actora, NIFA S.A., aduce que se disponía a adquirir un local para la 
fabricación de este tipo de medicamentos y que MERCK SAHRP & DOHME le ofreció un 
local en la vía al Tingo; las negociaciones se hicieron largas y tediosas para ambas partes ya que 
MERCK SAHRP & DOHME no tenía la predisposición inmediata de concluir con la 
negociación; cuando estaban por firmar el contrato esta última compañía requirió nuevas 
condiciones de negociación, consistente entre otras cosas, en que NIFA S.A se abstuviera de 
fabricar y comercializar un listado de productos genéricos por cinco años, debido a que NIFA 
S.A podría llegar a ser competencia para MERCK SAHRP & DOHME; condiciones que por su 
propia naturaleza  fueron rechazadas por la demandante.  
 
Esta actitud de la parte incoada generó un grave perjuicio a NIFA S.A por cuanto retrasó su 
incursión en el mercado del comercio de los medicamentos genéricos en Ecuador.  
 
Lo interesante es que durante el juicio se logró demostrar que MERCK SAHRP & DOHME 
actuó dolosamente en perjuicio de la actora, pues se probó que la parte demandada contrataba 
personas para que se infiltraran en las farmacéuticas en Ecuador, a fin de conocer sobre las 
intenciones de estas a futuro; de esta manera se enteraron de las intenciones de NIFA S.A de 
incursionar en la fabricación y comercialización de medicamentos genéricos, y de su necesidad 
de adquirir un local para el efecto. 
 
El juzgado consideró que esta práctica anticompetitiva se denomina sabueso o tiburón, pues esta 
misma oferta la había realizado a otras compañías al mismo tiempo; más aún cuando se 
demostró que en un análisis realizado por la propia MERCK SAHRP & DOHME, ésta 
consideraba a NIFA S.A como un potencial competidor, y entre los años 2003 y 2008, le 
ocasionaría una pérdida de cuatro millones de dólares, según sus propios libros. 
 
Con estas valoraciones es que el juez consideró que la estrategia de MERCK SAHRP & 
DOHME era la de separar a NIFA S.A del mercado por el mayor tiempo posible, 
considerándose como un acto de competencia desleal, un delito civil, una actuación dolosa que 
causa daño y según el artículo 2229 del Código Civil establece que por regla general todo daño 
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que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona debe ser reparado por esta, norma 
que concuerda con la establecida en el artículo 2214 del Código Civil que dispone que está 
obligado a la indemnización quien ha cometido un delito o cuasidelito. 
 
De esta manera se les condenó a los demandados al pago de daños y perjuicios equivalentes al 
monto que, según el respectivo estudio de mercadeo, NIFA S.A dejó de percibir durante el 
tiempo de retraso en su producción farmacéutica, relativa a los medicamentos genéricos. La 
cifra total ascendió a la suma de Doscientos Millones de Dólares de los Estados Unidos de 
América (US$ 200'000.000,00). 
 
3.6.3. CASO BORIS AUCATOMA PEÑA Y JANET HERNÁNDEZ CRUZ VS. 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
 
Este juicio se lo plantea en contra del Ministro de Relaciones Exteriores, Comercio e 
Integración, que en el año 2009, estaba bajo dicha envestidura Fánder  Falconí. Los 
ecuatorianos residentes en Italia, Boris Aucatoma y Janet Hernández, solicitan medidas 
cautelares el Juzgado Segundo de lo Civil de Pichincha, aduciendo que diseñaron un sistema 
informático denominado www.ecumilan.com, para el consulado italiano; este sistema según los 
demandantes tiene similitud con el sistema que inauguró el Gobierno de Ecuador denominado 
Proyecto Consulado Virtual bajo el dominio web www.consuladovirtual.gov.ec.  
 
El actor manifiesta que el gobierno ecuatoriano realizó una copia de las estructuras, lógica y 
códigos fuentes del sistema informático creado por ellos, y que está prestando servicios al 
Consulado de Milán, Italia. 
 
En este caso el juez ordenó un peritaje y una inspección judicial y en virtud de hallar mérito 
decidió lo siguiente:  
 
 …esta autoridad en calidad de Medida cautelar y en cumplimiento de lo que dispone el 
Art. 308 309, y más pertinente de la Ley de Propiedad Intelectual dispone la suspensión del 
Uso del Programa de Computación "SISTEMA CONSULADO VIRTUAL, que actualmente 
constituye el aplicativo del portal WWW.consuladovirtual.gov.ec, y, además se dispone el 
secuestro de los equipos, aparatos y medios tecnológicos utilizados por los servidores que 
implementan el sitio www.consuladovirtual.gov.ec (AUCATOMA PEÑA BORIS 
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VLADIMIR vs. MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES COMERCIO E 
INTEGRACION, 2009) 
 
Como se puede observar con absoluta claridad este es un proceso tramitado ante un juez civil, 
que tiene por objeto el evitar que los derechos de autor presuntamente vulnerados por un acto de 
tercera persona, sigan violentándose, es así que en este caso en particular se dictan dos medidas 
cautelares; las suspensión de la violación de este derecho y el secuestro de los equipos, aparatos 
y medios tecnológicos utilizados. 
 
3.6.4. CASO McDonald’s VS. OLGA ROMERO 
 
El caso más resaltante y trascendente en Ecuador relacionado con el tema de investigación es el 
juicio incoado por McDonald’s Corporation, en contra de la ciudadana ecuatoriana Olga Beatriz 
Romero. El análisis corresponde a la sentencia emitida por la Corte Suprema de Justicia el 6 de 
mayo de 2008, dentro de la causa 431-2006. 
 
La sentencia se da en virtud del Recurso de Casación interpuesto por las partes litigantes. 
McDonald’s Corporation presenta una demanda por daños y perjuicios y competencia desleal en 
contra de Olga Romero. El hecho se da cuando Olga Romero implementa en el Ecuador un 
restaurant de comida rápida llamado McDonald’s, mismo que lo registra en el Ministerio de 
Industrias y Competitividad, para así poder vender sus productos bajo ese nombre.  
 
De su parte McDonald’s Corporation al ser una cadena de comida rápida reconocida a nivel 
mundial, al percatarse de la utilización de su nombre en el Ecuador interpone una demanda en la 
que entre otras cosas aduce que la marca McDonald’s es reconocida en todo el mundo gracias a 
las inversiones muy cuantiosas realizadas al efecto, que los consumidores la reconocen como 
tal, a más de que con el acto de competencia desleal y piratería comercial la señora Olga 
Romero se está beneficiando ilícitamente, engañando al público consumidor; con esto se 
fundamenta en las normas del código civil referentes a los delitos y cuasidelitos y 
sustancialmente se fundamenta en el artículo 18, regla 7 de la Decisión 85 del Acuerdo de 
Cartagena, que protege las marcas de fábrica notoriamente conocidas, la Convención de Buenos 
Aires que protege los nombres comerciales sin necesidad de registro; con estos antecedentes 
demanda que la señora Olga Romero se abstenga de seguir utilizando el nombre comercial de 
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McDonald’s, así como también demanda el pago de daños y perjuicios económicos y morales, 
no inferiores a 8 000 000 de sucres.  
 
En primera instancia se acepta la demanda, en segunda instancia se revoca la sentencia subida 
en grado y declara de oficio la nulidad del registro de la marca McDonald’s a nombre de Olga 
Romero, las partes litigantes interponen Recurso de Casación.  
 
La corte luego de realizar un análisis legal, constitucional, jurisprudencial y doctrinario enfatiza 
que la compañía McDonald’s Corporation, operaba sus actividades comerciales en el mundo 
entero antes de que Olga Romero la registre en el Ecuador. 
          
Alcanzando para la época marca y nombre comercial, que son los requisitos indispensables para 
el reconocimiento notorio, lo cual sumado al conocimiento universal del nombre comercial 
McDonald’s da como resultado la calidad de alto renombre; con lo cual se califica la actitud de 
Olga Romero como una práctica desleal, traducido en la mala fe al registrar bajo su nombre el 
nombre comercial en disputa, y por cuanto la demandada no ha podido desvirtuar en derecho 
estas aseveraciones la Corte Suprema de Justicia.  
 
Se aceptó parcialmente la demanda, ordenando que Olga Romero se abstenga de utilizar el 
nombre comercial de McDonald’s en sus actos de comercio y establecimientos comerciales, 
condenándole al pago de daños y perjuicios económicos y morales, determinados en la 
demanda, esto es ocho millones de sucres. (caso McDonald’s Corporation vs. Olga Beatriz 
Romero, Recurso de casación , 2008) 
 
Como nota adicional cabe señalar que con la conversión a dólares que establece la Ley de 
Transformación Económica del Ecuador, la suma total ascendió a trescientos setenta dólares de 





4. LEGISLACIÓN APLICABLE DE LA COMPETENCIA DESLEAL EN LA 
LEY  ECUATORIANA 
 
La positivación de la figura jurídica de la competencia desleal surge ante la necesidad histórica 
de solucionar un problema que conforme fue evolucionando la sociedad industrial, también fue 
creciendo, hasta llegar a la protección jurídica de la sana competencia económica y la sanción 
de la competencia desleal. A decir de Sebastián García la evolución de estos conceptos a 
traviesa por tres momentos históricos, que  los concibe como modelos de tutela, estos son: 
 
4.1. MODELO PALEOLIBERAL 
 
Que surge a raíz de la Revolución Industrial y la ideología liberal decimónica que 
históricamente se ubica a partir de la segunda mitad del siglo XVIII. Como resulta evidente con 
el gran auge que experimentó en esa época el desarrollo económico e industrial, se debió que 
empezar a regular los actos de comercio que dieron un giro de ciento ochenta grados, al igual 
que la dinámica del proceso económico de producción de bienes y servicios. 
  
Es así que en la Francia del siglo XIX esta rama del derecho se empezó a desarrollar vía 
pretoriana o jurisprudencial, en cuanto a los fallos que se orientaban a proteger a los 
comerciantes, cuando veían violados sus derechos por actos de sus pares, como la protección del 
secreto industrial. 
 
Continuando un poco en la historia, nos situamos geográficamente en Alemania que en cambio 
en vía legislativa creó la Ley de Protección de Signos Distintivos, en la cual ya se imponían 
responsabilidades penales.  
 
Este enfoque se solidificó con la suscripción de la revisión del Convenio de la Unión de París en 
Bruselas en 1900, a criterio del autor, en donde se incorpora por primera vez una cláusula 
especial para la protección contra la competencia desleal. 
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4.1.1. MODELO PROFESIONAL O CORPORATIVO 
 
Tiene su inicio a raíz de la nueva revisión que se da al Convenio de París, en la Haya, en 
noviembre de 1925. En esta parte ya se tipifica la competencia desleal como tal, incorporando 
elementos de antijuridicidad, culpa y dolo. 
 
4.1.2. EL MODELO SOCIAL 
 
El momento histórico lo ubica después de la Segunda Guerra Mundial, pues luego de dicha 
experiencia surge la necesidad de ampliar la protección desde una perspectiva de interés social, 
pues se toma como fundamento también no solo  la afección a los intereses económicos de los 
comerciantes, sino que se incluyen los derechos del consumidor, que eventualmente se pueden 
ver afectados por un acto de competencia desleal, como sucede en la práctica actual en nuestra 
sociedad; se adopta la filosofía de la economía Social de Mercado, se fortalece la intervención 
del Estado en la Economía.  
 
 “A través de los actos del poder político, en especial a través de las leyes se pretende tutelar un 
bien jurídico denominado, SISTEMA COMPETITIVO DE MERCADO”. (GARCÍA, Mateo, 2004, 
págs. 9 - 16) 
 
Es así que nace esta concepción en los países de América Latina y en especial en el caso 
ecuatoriano, además es la razón histórica y filosófica que conlleva la suscripción de los diversos 
tratados y convenios de índole integracionista en la región Andina. 
 
En cuanto a la legislación aplicable en relación a la competencia desleal se debe mencionar que 
nuestro ordenamiento jurídico cuenta con normas jurídicas tanto internas, así como también del 
ámbito del Derecho Internacional, pues el Ecuador a lo largo de su historia ha suscrito y 
ratificado varios convenios y tratados internacionales al respecto, que según la constitución 
ecuatoriana son de obligatorio cumplimiento.   
 
De igual manera la normativa jurídica interna ecuatoriana resulta insuficiente, pues no está 
suficientemente desarrollada. Tomando en cuenta también que existen diversas figuras jurídicas 
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incorporadas en la legislación civil, penal, control del poder de mercado, etc. Las más 
importantes en nuestro tema de investigación se detallan a continuación. 
 
4.2. COMPETENCIA DESLEAL EN LA CONSTITUCIÓN 
 
Para abordar el tema de la competencia desleal en la constitución ecuatoriana, es ineludible la 
necesidad de orientar el trabajo hacia la concepción, en primer lugar, de la constitución 
económica, pues es la base del modelo económico que trae consigo la carta aprobada en 
Montecristi, al respecto destacar la definición de Constitución Económica elaborada por Justino 
Duque, a su vez citado por  Carlos SÁNCHEZ TORRES (1998), que dice la Constitución 
Económica está constituida por: 
 
 …los derechos que legitiman la actuación de los sujetos económicos, el contenido y límite 
de esos derechos, la responsabilidad que comporta el ejercicio de la actividad económica, 
así como las instituciones competentes para establecer la normativa adecuada, y las 
instituciones jurisdiccionales ante las cuales pueden hacerse valer tales derechos, reclamar 
su vulneración y hacer efectiva la responsabilidad derivada de uso abusivo de aquellos. 
(pág. 25) 
 
En nuestra constitución y en virtud de este concepto al ubicar las normas fundamentales 
relacionadas con esta doctrina encontramos que dentro del Título VI Régimen de Desarrollo, 
están incluidas, inter alia, las normas de carácter económico, específicamente las determinadas 
en el Capítulo IV Soberanía Económica, artículos 283 a 312; y en el Capítulo VI Trabajo y 
Producción artículos 319 a 339, que son los que constituyen la Constitución Económica 
Ecuatoriana. 
 
En el caso que nos ocupa, en cuanto a la competencia se refiere, existen varios fundamentos 
constitucionales tendientes a defender y proteger los postulados de la doctrina económica social 
de mercado, la solidaridad, relacionados con el buen vivir, por lo menos eso se colige de la 
lectura prima facie de las siguientes normas constitucionales: 
 
 Art. 283, inciso primero.- El sistema económico es social y solidario; reconoce al ser 
humano como sujeto y fin; propende a una relación dinámica y equilibrada entre sociedad, 
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Estado y mercado, en armonía con la naturaleza; y tiene por objetivo garantizar la 
producción y reproducción de las condiciones materiales e inmateriales que posibiliten el 
buen vivir. ("Constitución de la República del Ecuador", 2008) 
 
En este artículo se sientan prácticamente las bases de la filosofía económica del estado 
ecuatoriano, el mismo que se consolida por el principio de solidaridad, base también de la 
economía social de mercado, buscando una simbiosis equilibrada entre las relaciones de los 
diversos actores de la dinámica económica, para de esta manera lograr una redistribución de la 
producción más justa y equitativa.  
 
Por otra parte al relacionar esto con las normas de competencia podemos también establecer y 
comparar que, las normas de competencia desleal, buscan precisamente eso, prevenir el abuso 
del poder de mercado, consecuentemente el bienestar de la sociedad a través el aparato jurídico, 
y la protección de los derechos de los consumidores que pueden acceder a servicios de mejor 
calidad al mejor precio, mejorando así su calidad de vida. 
 
De su parte la misma Constitución continúa diciendo: 
 
 Art. 284.- La política económica tendrá los siguientes objetivos:  
[…]8. Propiciar el intercambio justo y complementario de bienes y servicios en mercados transparentes y 
eficientes.  
 
Esta parte de la Ley fundamental ecuatoriana se orienta a fortalecer el intercambio comercial de 
bienes y servicios, sin distorsiones de ninguna clase de una manera óptima y justa, por ello es 
que este artículo consagra que el desarrollo del intercambio comercial que se debe dar en un 
mercado transparente, para entender de una mejor manera lo antedicho es relevante traer a 
colación la definición de mercado relevante y un análisis de sus elementos constitutivos, así 
tenemos el concepto citado por la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de 
Mercado, que en su artículo:  
 
 Art. 5.- Mercado relevante.- A efecto de aplicar esta Ley la Superintendencia de Control 
del Poder de Mercado determinará para cada caso el mercado relevante. Para ello, 
considerará, al menos, el mercado del producto o servicio, el mercado geográfico y las 
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características relevantes de los grupos específicos de vendedores y compradores que 
participan en dicho mercado. (R.O N°, 2011) 
 
De esta definición podemos descomponer tres elementos fundamentales, derivados del mercado 
relevante, la distinción entre mercado geográfico y mercado de producto, y un tercer elemento 
sería la sustituibilidad, cuando la Ley refiere a las características relevantes de los actores del 
mercado. 
 
En cuanto al Mercado Geográfico se entiende como el espacio geográfico en donde se 
desenvuelven las relaciones comerciales de intercambio de bienes y servicios, en este lugar es 
en donde se dan los factores de sustituibilidad pues están las diferentes fuentes alternativas a las 
que el consumidor tiene acceso en caso de variar el precio de los productos, pero a su vez este  
mercado geográfico no solo se trata del espacio físico, sino que además confluyen una serie de 
factores tales como, la extensión territorial, la concentración de la población de acuerdo a su 
densidad, la facilidad de transporte de los productos, y la capacidad adquisitiva del consumidor. 
 
El Mercado de Producto se refiere en cambio, en palabras de GÓMEZ LEIVA a: “…los 
productos que forman parte de ese mercado, lo que conduce a que, para llevar a cabo dicha definición, 
se consideren como factores los de sustituibilidad de la demanda y sustituibilidad de la oferta…”. (1998, 
pág. 153) 
 
A más de aquello los que también se considera como un factor sumamente importante al 
momento de valorar la existencia de la condiciones para un Mercado Relevante, que además 
cumpla con lo que respecta a la eficacia y eficiencia, consagrados en el artículo materia de 
análisis, la sustituibilidad de la oferta y la demanda, como queda indicado. 
 
Es así que el Mercado Relevante constituye una garantía del cumplimiento de la filosofía 
económica que esta parte de la Carta magna contempla. 
 
 Art. 304.- La política comercial tendrá los siguientes objetivos: 1. Desarrollar, fortalecer 
y dinamizar los mercados internos a partir del objetivo estratégico establecido en el Plan 




5. Impulsar el desarrollo de las economías de escala y del comercio justo.  
6. Evitar las prácticas monopólicas y oligopólicas, particularmente en el sector privado, y 
otras que afecten el funcionamiento de los mercados. […] 
 
La Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo contempla, dentro de su Planificación 
Sectorial, y en cumplimiento de este mandato constitucional y del Plan Nacional de Desarrollo 
estatuido en el artículo 280 de la Constitución de la República del Ecuador, el desarrollar la 
tecnología y la productividad de la industria  ecuatoriana interna, a fin de lograr un mejor 
posicionamiento a nivel internacional, una manera de lograr esto es que los empresarios 
específicamente como operadores económicos, compitan, y compitan sin recurrir a prácticas de 
competencia desleal, en efecto el Plan Nacional del Buen Vivir (SEMPLADES, 2009), dentro de 
su objetivo 11 compromete al Estado a establecer un sistema económico social, solidario y 
sostenible, para ello y con relación a los antedicho se plantea en su política 11.8 lo siguiente: 
 
 Política 11.8. Identificar, controlar y sancionar las prácticas de competencia desleales, y 
toda violación a los derechos económicos y a los bienes públicos y colectivos para 
fomentar la igualdad de condiciones y oportunidades en los mercados. 
a. Formular y aplicar un marco normativo que regule monopolios, oligopolios, 
monopsonios y oligopsonios. 
b. Impulsar el acceso público a información de precios y producción.  
c. Ampliar la protección nacional a productos de la economía popular y de la economía 
social y solidaria, frente al dumping social del comercio internacional y el proteccionismo 
de los estados centrales. 
d. Definir normas y estándares de productos y servicios que garanticen los derechos de las 
y los consumidores y promuevan la producción nacional. 
 
De esto se puede colegir con absoluta claridad que la estrategía de la política comercial es 
establecer un régimen que asegure la vigencia de los principios de la Economía Solidaria, justa 
y equitativa a través, inter alia, de la regulación de la competencia desleal. 
 
Continuando con el análisis de la constitución es importante también señalar el contenido del 




 Art. 319, inciso segundo.- El Estado promoverá las formas de producción que aseguren 
el buen vivir de la población y desincentivará aquellas que atenten contra sus derechos o 
los de la naturaleza; alentará la producción que satisfaga la demanda interna y garantice 
una activa participación del Ecuador en el contexto internacional.  (Constitución , 2008) 
 
La razón de ser de esta disposición constitucional encuentra su sentido en el Derecho de 
Competencia, pues esta rama del Derecho sanciona una de las conductas monopólicas más 
graves y frecuentes, dentro de los acuerdos restrictivos de la competencia y el abuso de la 
posición dominante, como es la limitación o el control de la producción, la distribución el 
desarrollo técnico o de las inversiones; en esta situación es común encontrar acuerdos 
tendientes a limitar la producción o su distribución con el fin de controlar el mercado, con lo 
cual se estaría atentando contra los derechos de la población (consumidores), al respecto, 
PINKAS Flint (2002) comenta:  
 
 El intercambio de información a nivel gremial o entre competidores puede ser no 
objetable y no sancionable, salvo específicas situaciones en que cae en conducta 
anticompetitiva cuando el nivel de información señaliza las pautas de conducta a seguir o 
da información precisa y analítica sobre cada competidor y no en forma agregada pues en 
estos casos incurre en una restricción a la competencia.  
El intercambio de información no es sancionable, si lo es el realizar acuerdos para limitar 
la producción dependiendo de la información que los competidores intercambian. 
Asimismo, es una conducta sancionable el limitar o concretar la producción pues al 
hacerlo logramos ofrecer menos productos al mercado. La restricción de la oferta tiene 
como objetivo principal elevar los precios que es la respuesta que esperan las firmas 
coludidas ante una demanda insatisfecha provocada por la limitación de productos. (pág. 
694) 
 
De este análisis se desprende que una de las estrategías orientadas a incentivar una producción 
que satisfaga la demanda interna de bienes y servicios es la tutela que la carta Magna, manda al 
Estado a otorgar a los consumidores, lo más viable es la creación de una legislación óptima y 
eficiente en materia de competencia, para así prohibir la  limitación o el control de la 
producción, el desarrollo, etc. En el Ecuador tiene radical importancia denominada Ley 




Este análisis tiene plena concordancia con el artículo 335 de la Constitución que textualmente 
prescribe: 
 
 Art. 335.- El Estado regulará, controlará e intervendrá, cuando sea necesario, en los 
intercambios y transacciones económicas; y sancionará la explotación, usura, 
acaparamiento, simulación, intermediación especulativa de los bienes y servicios, así como 
toda forma de perjuicio a los derechos económicos y a los bienes públicos y colectivos. 
El Estado definirá una política de precios orientada a proteger la producción nacional, 
establecerá los mecanismos de sanción para evitar cualquier práctica de monopolio y 
oligopolio privados, o de abuso de posición de dominio en el mercado y otras prácticas de 
competencia desleal.  (Constitución , 2008) 
 
Con respecto al primer inciso es entendible esa posición tomada por el Estado, en virtud de que 
en el régimen de desigualdad  social y económica en el que nos encontramos, no es aceptable ni 
pensable la posibilidad de que se permita a los propios actores o agentes económicos el libre 
albedrío en la competencia, del mismo modo y conforme la praxis histórica social nos ha 
enseñado, el mercado no posee los mecanismos suficientes de autorregulación que impidan los 
abusos del poder de mercado y las prácticas anticompetitivas, es por eso que el estado debe 
intervenir con reglas de competencia claras y sobre todo transparentes. 
 
En relación al segundo inciso, se puede advertir un posible riesgo, esto es que, si el Estado tiene 
la facultad de fijar los precios de los productos y servicios, se podría dar el fenómeno contrario 
al fomento de la competencia, esto desalienta la competencia entre los proveedores de bienes y 
servicios eliminando la eficiencia económica, como resultado tarde o temprano el mercado 
puede colapsar, en consecuencia la visión debe ir más allá, debe adentrarse a la raíz del 
problema, en consecuencia lo más factible sería que en la ley que regula la competencia desleal 
se estructure una institucionalidad.  
 
Institucionalidad que les brinde a los agentes económicos las posibilidades de desarrollar sus 
actividades económicas en un medio equilibrado y justo, libre de competencia desleal, para que 
así los productores recurran a su ingenio lícito, sin temor, a mejorar la calidad de sus productos, 
y de este modo atraer honradamente la mayor porción de la demanda a su sector, lo que no se 
conseguiría con una fijación generalizada de techos para los precios de los productos. 
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A su vez también es importante señalar el importante papel que juega el estado Ecuatoriano 
según la Constitución Económica es preponderante para la consecución de los fines políticos, 
económicos y sociales que la filosofía dogmática de la Economía Social de Mercado, tendencia 
de los países latinoamericanos, que no exceptúa a Ecuador. Así el artículo 336 de la Carta de 
Montecristi establece estos lineamientos de la siguiente manera: 
 
Art. 336.- El Estado impulsará y velará por el comercio justo como medio de acceso a 
bienes y servicios de calidad, que minimice las distorsiones de la intermediación y 
promueva la sustentabilidad. 
El Estado asegurará la transparencia y eficiencia en los mercados y fomentará la 
competencia en igualdad de condiciones y oportunidades, lo que se definirá mediante ley.  
(Constitución , 2008)  
 
Esta norma es el fundamento de la llamada Ley Orgánica de Regulación y  Control del Poder de 
Mercado, que establece sanciones a conductas anticompetitivas para así lograr la mayor 
eficiencia de los mercados. 
  
Si aceptamos que el derecho de competencia tiene como finalidad: 
 
1.   Proteger al sistema social de mercado  
2.  establecer parámetros que deben tener entre sí los competidores, y 
3.  Proteger los intereses de los consumidores, encontramos que en nuestra 
constitución existen al respecto normas de defensa de la competencia o antimonopolio, 
normas de competencia desleal, y normas de defensa del consumidor, 
respectivamente. 
 
En efecto José Antonio Olaechea, citado por Flint Pinkas, manifiesta lo siguiente: 
 
 El derecho de la libre competencia se encuentra inmerso en el nuevo derecho del tráfico 
económico que incluye tres disciplinas, a saber:  
Las normas sobre la competencia desleal que tratan acerca de las pautas que deben seguir 
los competidores entre sí. 
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Las normas de defensa del consumidor que protegen los intereses de los consumidores, en 
oposición a aquellas que regulan a productores y comerciantes. 
El derecho de Libre Competencia, que vela por el sistema de libre mercado. (PINKAS, 
Flint, 2008, pág. 23) 
 
Aplicando la normativa constitucional citada anteriormente, y con los objetivos expuestos 
podemos decir que el derecho a la libre competencia, estatuido en la Constitución prohíbe como 
prácticas anticompetitivas, las actuaciones de abuso de poder de dominio, las prácticas 
monopólicas traducidas en fusiones económicas, las conductas en general que son desleales, las 
vulneraciones de los derechos de los consumidores.  
 
Entonces queda dicho que la competencia leal es lo más fundamental dentro de la constitución 
económica y los principios  constitucionales que organizan la estructura económica del Estado y 
en sí de la sociedad. 
 
4.3. COMPETENCIA DESLEAL EN LA DECISIÓN 608 (NORMAS PARA LA 
PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DE LA LIBRE COMPETENCIA EN LA 
COMUNIDAD ANDINA). 
 
El 29 de marzo de 2005, la Comisión de la Comunidad Andina emitió la Decisión 608, cuyos 
antecedentes son las Decisiones 230, 258, 281 y 285, todas derogadas al entrar en vigencia la 
primera. Básicamente toda la Decisión se refiere al régimen de la competencia y contiene 
normas que sancionan todos aquellos actos que lesionan la libre competencia en la Comunidad 
Andina; su ámbito de aplicación está determinado por el artículo 5 de la siguiente manera: 
 
 Artículo 5.- Son objeto de la presente Decisión, aquellas conductas practicadas en: 
a) El territorio de uno o más Países Miembros y cuyos efectos reales se produzcan en uno 
o más Países Miembros, excepto cuando el origen y el efecto se produzcan en un único 
país; y, 
b) El territorio de un país no miembro de la Comunidad Andina y cuyos efectos reales se 
produzcan en dos o más Países Miembros. 
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Las demás situaciones no previstas en el presente artículo, se regirán por las legislaciones 
nacionales de los respectivos Países Miembros. (COMUNIDAD ANDINA-Decisión 
608, 2005) 
 
Con lo queda establecido que si una conducta anticompetitiva se lleva a cabo en un lugar 
distinto al de uno de los países miembros, esta puede ser sancionada si sus efectos recaen dentro 
del territorio de uno o más países de la comunidad Andina. 
  
En este punto es de destacar que se da un paso importante inclinado hacia la protección 
internacional en contra de las prácticas anticompetitivas pues, de otro modo, de nada servirían 
los ordenamientos jurídicos internos, si los derechos de los consumidores se pueden ver 
afectados por actos que por su naturaleza sobrepasan los límites de la jurisdicción estatal. 
 
Así mismo estas normas jurídicas entraron en vigencia y forman parte de nuestro  ordenamiento 
jurídico gracias al Decreto Ejecutivo 1614 de 2009, cuando el presidente Rafael Correa Delgado 
dictó un reglamento que permitió su aplicación. Según el tratadista Marcel Tangarife Torres las 
normas contenidas en esta Decisión gozan de los principios de aplicación directa e inmediata 
dentro de nuestro ordenamiento jurídico interno de los estados por cuanto a si lo ha establecido 
el Tribunal Andino de Justicia. 
 
Lo que implica que no hace falta el desarrollo programático por parte del legislador para invocar 
su contenido, lo cual tiene concordancia absoluta con lo que establece el Tribunal Andino de 
Justicia al decir que: 
 
 … el principio de la aplicación directa se refiere a la norma como tal, el efecto directo se 
relaciona con las acciones que los sujetos beneficiarios pueden ejercer para la debida 
aplicación de la norma comunitaria. En otras palabras que sus efectos generan derechos y 
obligaciones para los particulares al igual que ocurre en las normas de los ordenamientos 
estatales, permitiendo la posibilidad de que aquellos puedan exigir directamente su 





Esta norma comunitaria tiene dos principios básicos dentro de su desarrollo jurídico, por una 
parte regula las conductas restrictivas de la libre competencia y por otra parte el abuso de 
posición dominante en el mercado, sin dejar de tomar en cuenta que dentro de sus 
regulaciones se encuentran procedimientos para controlar y sancionar las prácticas 
anticompetitivas por ella definidas. 
 
4.4. LAS CONDUCTAS RESTRICTIVAS DE LA LIBRE COMPETENCIA 
 
Según Garrigues, citado por PINKAS Flint, estás conductas se las puede definir 
doctrinariamente como: “…aquellas derivadas de convenios, decisiones o conductas conscientemente 
paralelas desde un punto de vista puramente gramatical…” (PINKAS, Flint, 2008) 
 
Esto tendría relación con los actos colusorios que jurídicamente son castigados por la 
legislación civil y penal en nuestro país, pero refiriéndonos a los actos de competencia desleal, 
debemos recurrir, inclusive para descomponer este concepto, a lo que la Decisión 608, materia 
de estudio establece, misma que en su primer artículo define lo que, inter alia, debe entenderse 
por:  
 […]Conducta: todo acto o acuerdo; 
Acto: todo comportamiento unilateral de cualquier destinatario de la norma; 
Acuerdo: todo contrato, convenio, arreglo, combinación, decisión, recomendación, 
coordinación, concertación u otros de efectos equivalentes realizados entre agentes 
económicos o entidades que los agrupen; […] (COMUNIDAD ANDINA-Decisión 608, 
2005) 
 
En tal virtud la norma jurídica nos brinda los parámetros a tenerse en cuenta al momento de 
valorar una práctica anticompetitiva. 
 
Estos acuerdos anticompetitivos pueden ser de dos clases, horizontales o verticales: 
 





 Los convenios horizontales son aquellos celebrados entre empresas dedicadas a las 
mismas actividades productivas o distributivas, es decir convenios entre empresas que 
trabajan en un mismo nivel productivo y en un mismo mercado relevante, hallándose por 
tanto en posición de competir entre ellas. Se les denominan también prácticas monopólicas 
absolutas. (TROYA JARAMILLO, J. V., & GRIJALVA JIMENEZ, A., 2003, pág. 20) 
 
En consecuencia, estas prácticas constituyen, como lo dice el mismo autor, un monopolio 
absoluto por cuanto los convenios horizontales implican el control del mercado en manos de un 
determinado grupo o poder económico, que se le denomina oligopolio, pues deciden no 
competir entre ellos y repartirse geográficamente u mercado o un sector. 
  
De otra parte el antes citado autor también se refiere al otro tipo de convenios. 
 
Convenios verticales: En palabras del mismo Grijalva Jiménez estos convenios se dan en: 
 
 …empresas que operan en distintos niveles o fases sucesivas de la producción o la 
distribución de un mismo producto o servicio. Las empresas partes de este acuerdo no 
están en posición de competir entre ellas y por tanto el acuerdo no puede restringir la 
competencia entre tales empresas, pero sí en una determinado estadio de la producción u 
órbita de las relaciones de mercado. Los acuerdos verticales están comprendidos dentro de 
lo que algunos autores llaman prácticas monopólicas relativas. (TROYA JARAMILLO, 
J. V., & GRIJALVA JIMENEZ, A., 2003, pág. 20) 
 
Es así que las prácticas anticompetitivas, y específicamente al hablar de acuerdos 
anticompetitivos, no se dan solo entre potenciales competidores dentro de un determinado 
mercado, sino que la ley debe propender a evitar esta situación en todas y cada una de las fases 
del proceso productivo, pues como se puede observar en el caso de las prácticas monopólicas 
relativas no existe competencia entre los actores de este proceso pero sin embargo se corre el 
riesgo de una afectación a los consumidores. Un ejemplo claro de esto es la prohibición de 
vender a determinadas personas o empresas. 
 
Con respecto también a este tipo de conductas restrictivas de la competencia es importante dejar 
sentado que la norma comunitaria en análisis, es decir, la Decisión 608, establece y determina 
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cuáles son las conductas restrictivas que han de entenderse por tales, es de este modo que el 
artículo 7 de esta norma jurídica textualmente dice lo siguiente: 
 
 Artículo 7.- Se presumen que constituyen conductas restrictivas a la libre competencia, 
entre otros, los acuerdos que tengan el propósito o el efecto de:  
a) Fijar directa o indirectamente precios u otras condiciones de comercialización;  
b) Restringir la oferta o demanda de bienes o servicios;  
c) Repartir el mercado de bienes o servicios;  
d) Impedir o dificultar el acceso o permanencia de competidores actuales o potenciales en 
el mercado; o, 
e) Establecer, concertar o coordinar posturas, abstenciones o resultados en licitaciones,  
concursos o subastas públicas.  
Se excluyen los acuerdos intergubernamentales de carácter multilateral. (COMUNIDAD 
ANDINA-Decisión 608, 2005) 
 
Como se observa la misma Decisión 608 establece y enumera las conductas que los Estados 
deben castigar como prácticas anticompetitivas.  
 
4.5. ABUSO DE LA POSICIÓN DOMINANTE EN EL MERCADO 
 
En este punto cabe la reflexión de que lo que está prohibido no es en sí la posición dominante 
que pueda ostentar un determinado empresario, dentro de un mercado específico, sino que lo 
que está prohibido es que se abuse de esa posición dominante para obtener más ventajas a su 
favor de las que ya tiene, de un modo desleal e ilícito, cambiando la situación del mercado en 
términos desventajosos para la competencia y para los consumidores. Es así que la Decisión 608 
determina: 
  
 Artículo 8.- Se presumen que constituyen conductas de abuso de una posición de dominio 
en el mercado:  
a) La fijación de precios predatorios;  
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b) La fijación, imposición o establecimiento injustificado de la distribución exclusiva de 
bienes o servicios;  
c) La subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones 
suplementarias que, por su naturaleza o arreglo al uso comercial, no guarden relación con 
el objeto de tales contratos;  
d) La adopción de condiciones desiguales con relación a terceros contratantes de situación 
análoga, en el caso de prestaciones u operaciones equivalentes, colocándolos en 
desventaja competitiva;  
e) La negativa injustificada, a satisfacer demandas de compra o adquisición, o a aceptar 
ofertas de venta o prestación, de productos o servicios;  
f) La incitación a terceros a no aceptar la entrega de bienes o la prestación de servicios; a 
impedir su prestación o adquisición; o, a no vender materias primas o insumos, o prestar 
servicios, a otros; y,  
g) Aquellas conductas que impidan o dificulten el acceso o permanencia de competidores 
actuales o potenciales en el mercado por razones diferentes a la eficiencia económica. 
 Según la Decisión los agentes económicos se encuentran en posición dominante cuando 
…tengan la posibilidad de restringir, afectar o distorsionar, en forma sustancial, las 
condiciones de la oferta o demanda en dicho mercado, sin que los demás agentes 
económicos competidores o no, potenciales o reales, o los consumidores puedan, en ese 
momento o en un futuro inmediato, contrarrestar dicha posibilidad. (COMUNIDAD 
ANDINA-Decisión 608, 2005) 
 
Joaquín Garrigues señala, de acuerdo a Pinkas, que: 
 
 Hay abuso de posición dominante cuando la empresa dominante, atenta sólo a su propio 
lucro, impone su poder a los participantes del mercado, obligando a los consumidores a 
pasar por condiciones contractuales no equitativas, privando a los competidores 
indirectamente de la posibilidad de vender (como sería por ejemplo una cláusula de 
exclusiva de compra a favor del vendedor que impidiese a los compradores comprar en 
otro lugar distinto), entonces surge el abuso de la posición dominante, abuso que se ejerce, 
precisamente, a través de instrumentos jurídicos, concretamente a través del instrumento 
jurídico de la libertad de pactos, que permite a estas incluir cláusulas lesivas para el otro 
contratante. (PINKAS, Flint, 2008, pág. 339) 
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Con la unificación de estos conceptos se puede advertir la nocividad para la economía, el que un 
agente económico ostente de un poder tal que le brinde un abuso de su posición en el mercado, 
pues se verían afectados los intereses de los consumidores, pues si no hay competencia mal 
podría desarrollarse un mercado equitativo y justo para todos sus actores, peor aún si tomamos 
como base que en la Economía Social de Mercado lo que prima no es la eficiencia del mercado 
en sí, sino que esta es el medio, y el fin es la sociedad, lo ciudadano, los consumidores; por 
todos estos factores es que reviste trascendental importancia la correcta aplicación de esta 
norma comunitaria. 
 
No es posible dejar de señalar lo que del mismo modo señala la Ley Orgánica de Regulación y 
Control del Poder de Mercado en su artículo 9, señala esta condición como Abuso del Poder 
de Mercado definiéndolo de la siguiente manera: 
 
 Art. 9.- Abuso de Poder de Mercado.- Constituye infracción a la presente Ley y está 
prohibido el abuso de poder de mercado. Se entenderá que se produce abuso de poder de 
mercado cuando uno o varios operadores económicos, sobre la base de su poder de 
mercado, por cualquier medio, impidan, restrinjan, falseen o distorsionen la competencia, 
o afecten negativamente a la eficiencia económica o al bienestar general. (R.O N°, 2011) 
 
Es decir que según esta ley, se debe tener este nuevo concepto de Abuso de Poder de Mercado, 
en base a las actitudes ilícitas de los actores económicos, que impidan. restrinjan, falseen o 
distorsionen la competencia, mismos que afectan de manera negativa, directa o indirecta la 
eficiencia del mercado y consecuentemente el bienestar general, como lo llama esta ley.  
 
Y este poder de mercado se constituye en una Posición Dominante en virtud de que el citado 
artículo 9, de esta ley, cataloga las siguientes conductas como infractoras al sistema de mercado: 
 
1.- Las conductas de uno o varios operadores económicos que les permitan afectar, 
efectiva o potencialmente, la participación de otros competidores y la capacidad de 
entrada o expansión de estos últimos en un mercado relevante, a través de cualquier medio 
ajeno a su propia competitividad o eficiencia. 
2.- Las conductas de uno o varios operadores económicos con poder de mercado, que les 
permitan aumentar sus márgenes de ganancia mediante la extracción injustificada del 
excedente del consumidor. 
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3.- Las conductas de uno o varios operadores económicos con poder de mercado, en 
condiciones en que debido a la concentración de los medios de producción o 
comercialización, dichas conductas afecten o puedan afectar, limitar o impedir la 
participación de sus competidores o perjudicar a los productores directos, los 
consumidores y/o usuarios. 
4.- La fijación de precios predatorios o explotativos. 
5.- La alteración injustificada de los niveles de producción, del mercado o del desarrollo 
técnico o tecnológico que afecten negativamente a los operadores económicos o a los 
consumidores. 
6.- La discriminación injustificada de precios, condiciones o modalidades de fijación de 
precios. 
7.- La aplicación, en las relaciones comerciales o de servicio, de condiciones desiguales 
para prestaciones equivalentes que coloquen de manera injustificada a unos competidores 
en situación de desventaja frente a otros. 
8.- La venta condicionada y la venta atada, injustificadas. 
9.- La negativa injustificada a satisfacer las demandas de compra o adquisición, o a 
aceptar ofertas de venta o prestación de bienes o servicios. 
10.- La incitación, persuasión o coacción a terceros a no aceptar, limitar o impedir la 
compra, venta, movilización o entrega de bienes o la prestación de servicios a otros. 
11.- La fijación, imposición, limitación o establecimiento injustificado de condiciones para 
la compra, venta y distribución exclusiva de bienes o servicios. 
12.- El establecimiento de subsidios cruzados, injustificados, particularmente agravado 
cuando estos subsidios sean de carácter regresivo. 
13.- La subordinación de actos, acuerdos o contratos a la aceptación de obligaciones, 
prestaciones suplementarias o condicionadas que, por su naturaleza o arreglo al uso 
comercial, no guarden relación con el objeto de los mismos. 
14.- La negativa injustificada del acceso para otro operador económico a redes u otra 
infraestructura a cambio de una remuneración razonable; siempre y cuando dichas redes o 
infraestructura constituyan una facilidad esencial. 
15.- La implementación de prácticas exclusorias o prácticas explotativas. 
16.- Los descuentos condicionados, tales como aquellos conferidos a través de la venta de 
tarjetas de afiliación, fidelización u otro tipo de condicionamientos, que impliquen 
cualquier pago para acceder a los mencionados descuentos. 
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17.- El abuso de un derecho de propiedad intelectual, según las disposiciones contenidas 
en instrumentos internacionales, convenios y tratados celebrados y ratificados por el 
Ecuador y en la ley que rige la materia. 
18.- La implementación injustificada de acciones legales que tenga por resultado la 
restricción del acceso o de la permanencia en el mercado de competidores actuales o 
potenciales. 
19.- Establecer, imponer o sugerir contratos de distribución o venta exclusiva, cláusulas de 
no competencia o similares, que resulten injustificados. 
20.- La fijación injustificada de precios de reventa. 
21.- Sujetar la compra o venta a la condición de no usar, adquirir, vender o abastecer 
bienes o servicios producidos, procesados, distribuidos o comercializados por un tercero; 
22.- Aquellas conductas que impidan o dificulten el acceso o permanencia de competidores 
actuales o potenciales en el mercado por razones diferentes a la eficiencia económica. 
23.- La imposición de condiciones injustificadas a proveedores o compradores, como el 
establecimiento de plazos excesivos e injustificados de pago, devolución de productos, 
especialmente cuando fueren perecibles, o la exigencia de contribuciones o prestaciones 
suplementarias de cualquier tipo que no estén relacionados con la prestación principal o 
relacionadas con la efectiva prestación de un servicio al proveedor. (R.O N°, 2011) 
 
Es decir que este artículo guarda plena concordancia y armonía acorde a los nuevos postulados 
dogmáticos de la Constitución de la República del Ecuador, al establecer claramente que el 
abuso de la posición dominante como una práctica anticompetitiva, está sancionada por la ley, 
por la misma imposición que hace la ley de leyes del Ecuador. 
   
4.6. COMPETENCIA DESLEAL EN LA DECISIÓN 486 (RÉGIMEN COMÚN 
SOBRE PROPIEDAD INDUSTRIAL) 
 
Este documento fue incorporada a nuestro ordenamiento jurídico interno oficialmente el 2 de 
febrero de 2001, mediante el registro Oficial 258 de la misma fecha; es suscrito en reemplazo de 




Este instrumento hace referencia a la creación de un proceso judicial común en el caso de 
infracción a patentes, modelos de utilidad, esquemas de trazado, circuitos integrados, diseños 
industriales, marcas y nombres comerciales en los países miembros de la Comunidad Andina. 
 
Además establece un régimen de medidas cautelares como sanciones comerciales para los  
infractores, como el retiro y destrucción de los productos del mercado cuando atentan contra los 
derechos de autor, cierre de locales en donde se los expenda, etc. De igual manera la 
correspondiente indemnización por daños y perjuicios. 
 
Por otra parte protege a las marcas a nivel internacional, impidiendo que productos infractores 
de marca traspasen las fronteras de los países miembros. Permitiendo asimismo la posibilidad de 
que las personas naturales o jurídicas afectadas por un registro marcario con una acción 
reivindicatoria de sus derechos, exceptuando los modelos de utilidad. 
 
En lo tocante al régimen de la competencia desleal debemos remitirnos al TÍTULO XVI, De la 
Competencia Desleal vinculada a la Propiedad Intelectual; en el primer capítulo de este título se 
empieza definiendo el acto de competencia desleal como “Art. 258[…] todo acto vinculado a la 
propiedad industrial realizado en el ámbito empresarial que sea contrario a los usos y prácticas 
honestas”.  (COMUNIDAD ANDINA DE NACIONES UNIDAS, 2001) 
 
Es decir que en este caso debe observarse el principio de licitud de las actuaciones de las 
personas de Derecho Privado; lo que dejaría la puerta abierta para que los operadores jurídicos 
en el ámbito de sus competencias tanto a nivel nacional e internacional interpreten de un modo 
casi discrecional los actos que deben considerarse competencia desleal, por eso esta disposición 
debe entenderse a manera de un preámbulo, pues más adelante el artículo 259 ofrece un 
catálogo de estos actos: 
 
 Art. 259.- Constituyen actos de competencia desleal vinculados a la propiedad industrial, 
entre otros, los siguientes: 
a) Cualquier acto capaz de crear una confusión, por cualquier medio que sea, respecto del 
establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor; 
b) Las aseveraciones falsas, en el ejercicio del comercio, capaces de desacreditar el 
establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor; o, 
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c) Las indicaciones o aseveraciones cuyo empleo, en el ejercicio del comercio, pudieren 
inducir al público a error sobre la naturaleza, el modo de fabricación, las características, 
la aptitud en el empleo o la cantidad de los productos (COMUNIDAD ANDINA DE 
NACIONES UNIDAS, 2001) 
 
Lo que a su vez tiene concordancia con el régimen de competencia desleal que estatuye la ley de 
propiedad Intelectual de Ecuador, que de igual manera hace una catalogación de los actos que 
deben considerarse como competencia desleal. Mismo régimen que será analizado más adelante. 
 
La Decisión también protege los secretos empresariales, es de esta manera que la Ley Orgánica 
de Regulación y Control del Poder de Mercado trae aparejada la siguiente definición:  
 
 Art. 27.- Prácticas Desleales.- Entre otras, se consideran prácticas desleales, las 
siguientes: […] 
7.- Violación de secretos empresariales.- Se considerará como secreto empresarial 
cualquier información no divulgada que una persona natural o jurídica legítimamente 
posea, que pueda usarse en alguna actividad productiva, industrial o comercial, y que sea 
susceptible de transmitirse a un tercero, en la medida que: 
a) La información sea secreta en el entendido de que como conjunto o en la configuración 
y composición precisas de sus elementos no sea conocida en general ni fácilmente 
accesible a las personas integrantes de los círculos que normalmente manejan el tipo de 
información de que se trate; 
b) La información tenga un valor comercial, efectivo o potencial, por ser secreta; y, 
c) En las circunstancias dadas, la persona que legalmente la tenga bajo control haya 
adoptado medidas razonables para mantenerla secreta. (R.O N°, 2011) 
 
La Decisión al definir a los secretos empresariales puntualiza lo siguiente: 
 Art. 260.- Se considerará como secreto empresarial cualquier información no divulgada 
que una persona natural o jurídica legítimamente posea, que pueda usarse en alguna 
actividad productiva, industrial o comercial, y que sea susceptible de transmitirse a un 
tercero, en la medida que dicha información sea: 
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a) Secreta, en el sentido que como conjunto o en la configuración y reunión precisa de sus 
componentes, no sea generalmente conocida ni fácilmente accesible por quienes se 
encuentran en los círculos que normalmente manejan la información respectiva; 
b) Tenga un valor comercial por ser secreta; y 
c) Haya sido objeto de medidas razonables tomadas por su legítimo poseedor para 
mantenerla secreta. 
La información de un secreto empresarial podrá estar referida a la naturaleza, 
características o finalidades de los productos; a los métodos o procesos de producción; o, 
a los medios o formas de distribución o comercialización de productos o prestación de 
servicios. (COMUNIDAD ANDINA DE NACIONES UNIDAS, 2001) 
 
De tal manera que se las puede resumir en tres requisitos fundamentales, secreto, valor 
comercial y medidas para su protección, la legislación ecuatoriana y la de los demás países 
miembros de la Comunidad Andina en consecuencia no pueden exigir más requisitos de los que 
establece esta norma comunitaria andina para otorgar protección a los secretos empresariales, 
industriales, de fábrica o cualesquiera denominación que se les otorgue. 
 
La última parte de este Título se refiere a las acciones que los afectados pueden tomar a fin de 
salvaguardar sus derechos que son afectados por los actos de competencia desleal enumerado 
anteriormente, ante la autoridad nacional competente, se establece un plazo de dos años a partir 
de la última vez que la infracción se perpetuó y define que este tipo de protecciones deben ser 
incoadas de oficio en las respectivas jurisdicciones nacionales de los países miembros.  
 
De este modo los Estados que conforman la Comunidad Andina están obligados a dotar de 
mecanismos jurídicos de protección tendientes a reprimir los actos de competencia desleal, tanto 
a nivel nacional, como a nivel internacional.  
 
4.7.      COMPETENCIA DESLEAL EN EL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL 
PENAL 
 
Los actos de competencia desleal en Ecuador no se encuentran tipificados estrictamente en el 
Código Orgánico Integra Penal como delitos, sino que la tipicidad y la punibilidad de estas 
infracciones las encontramos en la Ley de Propiedad Intelectual, que en el capítulo relativo a la 
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competencia desleal, expresa claramente el catálogo de infracciones punibles, así como las 
respectivas penas tanto pecuniarias como privativas de la libertad; aspectos que se analizarán 
más adelante. 
 
Por otra parte se debe señalar que existen ciertos actos que si bien el Código Orgánico Integral 
Penal no los cataloga como Competencia Desleal, están sancionados bajo otro tipo penal, que 
puede tener nexo o conexión con un acto de competencia desleal, estatuido en la Ley de 
Propiedad Intelectual, el ejemplo más claro de esto son las aseveraciones falsas que se profieren 
en descrédito de un competidor, de esta manera la doctrina de Propiedad Intelectual y la 
legislación ecuatoriana de la materia consideran a esta actuación como una práctica 
anticompetitiva, 
 
Sin embargo de los cual este tipo de actividades no está catalogado por la ley como delito de 
competencia desleal, para llevar a efecto una sanción correspondiente debemos aplicar lo que 
establece el Código Orgánico Integral Penal en el capítulo del delito contra el derecho al honor 
y buen nombre: Artículo 182.- Calumnia.- “La persona que, por cualquier medio, realice una falsa 
imputación de un delito en contra de otra, será sancionado con pena privativa de libertad de seis meses a 
dos años...” (COIP, 2014) 
 
Un ejemplo claro sería precisamente el proferir rumores aduciendo que el dueño de un 
determinado Hotel es un violador, una injuria calumniosa; o, decir que, los choferes de 
determinada compañía de transportes son borrachos, una injuria no calumniosa, proferida en 
descrédito de la honra y reputación de un grupo de personas; estas actuaciones, son 
consideradas como actos de competencia desleal según la ley y la doctrina, pero para incoar una 
acción penal debemos remitirnos al normativa sustantiva en materia penal.       
           
                                         
Otro caso puede darse en cuanto a la divulgación, obtención y utilización de secretos, 
información protegida o reservada, el Código Orgánico Integral Penal establece la tipicidad de 
estas conductas antijurídicas de un modo más profundo; específicamente en lo referente a 
secretos comerciales encontramos la siguiente disposición penal: 
 
 Artículo 233.- Delitos contra la información pública reservada legalmente  
La persona que destruya o inutilice información clasificada de conformidad con la Ley, será 
sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años. 
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La o el servidor público que, utilizando cualquier medio electrónico o informático, obtenga este 
tipo de información, será sancionado con pena privativa de libertad de tres a cinco años. 
Cuando se trate de información reservada, cuya revelación pueda comprometer gravemente la 
seguridad del Estado, la o el servidor público encargado de la custodia o utilización legítima de 
la información que sin la autorización correspondiente revele dicha información, será 
sancionado con pena privativa de libertad de siete a diez años y la inhabilitación para ejercer 
un cargo o función pública por seis meses, siempre que no se configure otra infracción de mayor 
gravedad… (COIP, 2014) 
 
Como se puede observar la norma penal típifica como delito penal  la obtención, divulgación o 
utilización, inter alia, de los secretos comerciales e industriales a través de la vulneración de 
seguridades del sistema informático, actos que tienen plena vigencia con la Competencia 
Desleal al tratarse de actividades mercantiles.  
 
Artículo 235.- Engaño al comprador respecto a la identidad o calidad de las cosas o servicios 
vendidos.- 
La persona que provoque error al comprador o al usuario acerca de la identidad o calidad de la 
cosa o servicio vendido, entregando fraudulentamente un distinto objeto o servicio ofertado en 
la publicidad, información o contrato o acerca de la naturaleza u origen de la cosa o servicio 
vendido, entregando una semejante en apariencia a la que se ha comprado o creído comprar, 
será sancionada con pena privativa de libertad de seis meses a un año. 
Si se determina responsabilidad penal de una persona jurídica, será sancionada con multa de 
diez a quince salarios básicos unificados del trabajador en general. 
 
Por otra parte la Ley de Propiedad Intelectual al igual que la Ley  Orgánica de Regulación y 
Control del Poder de Mercado generalizan este tipo de actividades ilícitas, la primera las agrupa 
dentro de un solo elemento punitivo de manera genérica y al generalizar estos actos les asigna 
una pena más leve que el Código Orgánico Integral Penal, así en el artículo 320 de la Ley de 
Propiedad Intelectual continúa vigente y estatuye lo siguiente:  “Art. 320.- Serán reprimidos con 
igual pena que la señalada en el artículo anterior, quienes en violación de los derechos de propiedad 
intelectual: 
 
1. Divulguen, adquieran o utilicen secretos comerciales, secretos industriales o 




Y a su vez tiene concordancia con la Ley  Orgánica de Regulación y Control del Poder de 
Mercado que refiere lo siguiente: 
 
 Art. 27.- Prácticas Desleales.- Entre otras, se consideran prácticas desleales, las 
siguientes: […] 
7.- Violación de secretos empresariales.- Se considerará como secreto empresarial 
cualquier información no divulgada que una persona natural o jurídica legítimamente 
posea, que pueda usarse en alguna actividad productiva, industrial o comercial, y que sea 
susceptible de transmitirse a un tercero, en la medida que: 
a) La información sea secreta en el entendido de que como conjunto o en la configuración 
y composición precisas de sus elementos no sea conocida en general ni fácilmente 
accesible a las personas integrantes de los círculos que normalmente manejan el tipo de 
información de que se trate; 
b) La información tenga un valor comercial, efectivo o potencial, por ser secreta; y, 
c) En las circunstancias dadas, la persona que legalmente la tenga bajo control haya 
adoptado medidas razonables para mantenerla secreta […]. (R.O N°, 2011) 
 
Visto esto se puede apreciar que de acuerdo a la dogmática del modelo de estado constitucional 
de Derechos, y mediante la aplicación del principio indubio pro reo, como regla de solución de 
antinomias, las penas descritas por el Código Orgánico Integral Penal respecto a los actos de 
competencia desleal, perdería su vigencia y tendríamos que remitirnos a la Ley respectiva, en lo 
que le sea más favorable al procesado. 
  
De otra parte y de manera general, todo acto de competencia desleal, que implique la comisión 
de cualquier delito, y este no este tipificado en la ley de Propiedad Intelectual, será castigado 
por el Código Orgánico Integral  Penal, o la normativa penal especializada pertinente. 
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4.8. COMPETENCIA DESLEAL  
4.8.1. LAS MEDIDAS PROVISIONALES 
En cuanto a las acciones la misma ley establece que se pueden interponer simultáneamente a las 
acciones de índole civil o penal, las medidas cautelares tendientes a evitar que se siga 
produciendo el daño que trae consigo la violación de los derechos derivados de la propiedad 
intelectual, como Competencia Desleal; estas medidas son de acuerdo al artículo 308 de la 
referida ley, las siguientes: 
 
a) El cese inmediato de la actividad ilícita;  
b) La suspensión de la actividad de utilización, explotación, venta, oferta en venta, 
importación o exportación, reproducción, comunicación, distribución, según proceda; 
y,  
c) Cualquier otra que evite la continuación de la violación de los derechos. (R.O N°, 
2011) 
 
En lo referente a la competencia para dictar estas medidas la legislación prevé que pueden 
hacerlo tanto el juez que conoce la causa en vía judicial (Art. 306), así como el IEPI a través de 
sus Direcciones Regionales, pues así lo determina el artículo 336 de la Ley de Propiedad 
Intelectual, que en su parte pertinente establece las siguientes medidas: 
 
 Art. 336.- […] 
Esta medida podrá incluir la remoción inmediata de rótulos que claramente violen 
derechos de propiedad intelectual, sin perjuicio de la aprensión y depósito de las 
mercancías u otros objetos que violen los derechos sobre patentes, marcas u otras formas 
de propiedad intelectual. 
        
Esto significa que no solo el juez tiene la competencia para dictar medidas cautelares o 
preventivas en materia de propiedad intelectual, sino que también una autoridad 
98 
 
administrativa puede hacerlo en ejercicio de sus facultades regladas, mas no 
discrecionales 
 
4.8.2. LOS DELITOS Y LAS PENAS 
 
La Ley de Propiedad Intelectual en el capítulo respectivo a los delitos y sus consecuentes 
penas, establece un régimen de punibilidad para las vulneraciones a un genérico de 
derechos derivados de la Propiedad Intelectual sin diferenciar los actos de competencia 
desleal en sí. Es así que tipifica con prisión de tres meses a tres años y multa de 
quinientas a cinco mil unidades de valor constante, las siguientes infracciones: 
 
El almacenamiento, fabricación, utilización comercial, o transacción comercial de: 
 
a) Un producto amparado por una patente de invención o modelo de utilidad obtenido en el 
país;  
b) Un producto fabricado mediante la utilización de un procedimiento amparado por una 
patente de invención obtenida en el país;  
c) Un producto amparado por un dibujo o modelo industrial registrado en el país;  
d) Una obtención vegetal registrada en el país, así como su material de reproducción, 
propagación o multiplicación;  
e) Un esquema de trazado (topografía) registrado en el país, un circuito semiconductor que 
incorpore dicho esquema de trazado (topografía) o un artículo que incorpore tal circuito 
semiconductor;  
f) Un producto o servicio que utilice una marca no registrada idéntica o similar a una marca 
notoria o de alto renombre, registrada en el país o en el exterior;  
g) Un producto o servicio que utilice una marca no registrada idéntica o similar a una marca 
registrada en el país; y,  
h) Un producto o servicio que utilice una marca o indicación geográfica no registradas, idéntica 
o similar a una indicación geográfica registrada en el país. (R.O.N° 426, 2006) 
 
Como se observa, estos actos están tipificados como delitos independientemente de su 




Lo que llama la atención es que en el artículo 320 de esta misma normativa se establece la 
misma pena, para quienes divulguen, adquieran o utilicen secretos comerciales, secretos 
industriales o información confidencial, entre otras actuaciones.  
 
Lo interesante resulta del análisis realizado anteriormente respecto del artículo 233 del Código 
Orgánico Integral Penal, que como se dijo determina una sanción punitiva más fuerte que la Ley 
de Propiedad Intelectual para los actos que implique la obtención, divulgación y utilización de 
los secretos comerciales e industriales. 
 
Es así que el Código Orgánico Integral Penal establece una pena privativa de la libertad de 
reclusión menor ordinaria, para quienes divulguen o utilicen fraudulentamente información 
protegida; mientras que al mismo tiempo la Ley de Propiedad Intelectual determina que para 
quienes divulguen, adquieran o utilicen secretos comerciales, secretos industriales o 
información confidencial, es decir de manera genérica, se aplicará la pena privativa de la 
libertad de prisión de tres meses a tres años. 
 
Dada la diferencia de estas penas que concurren para el mismo tipo penal, tomando en 
consideración la naturaleza de la prisión y de la reclusión, y sobre todo al amparo de lo que 
filosofa el principio jurídico penal de in dubio pro reo, lo que el juez penal debe aplicar al 
dirimir esta antinomía, es la Ley de Propiedad Intelectual, por contener una sanción más 
favorable para el delincuente, así lo establece la Constitución Ecuatoriana en su artículo 76 reza: 
 
 Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 
básicas: […] 
5.En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen sanciones 
diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aún cuando su promulgación 
sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre una norma que contenga sanciones, se 
la aplicará en el sentido más favorable a la persona infractora. (Constitución , 2008) 
 
En tal virtud y por la obligación de los jueces y demás operadores jurídicos de garantizar la 
plena vigencia de los derechos humanos, constitucionalmente tutelados, la norma jurídica que 
prevalece es la Ley de Propiedad Intelectual, por contener condiciones más favorables al reo. 
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4.9. COMPETENCIA DESLEAL EN LA LEY ORGÁNICA DE REGULACIÓN Y 
CONTROL DEL PODER DE MERCADO 
  
Se debe resaltar la importancia de la creación de la Ley Orgánica de Regulación y Control del 
Poder de Mercado, en vista de que es un marco legal que nos va a ayudar controlar la 
competencia desleal por lo que debemos enfatizar lo que se determina en el Artículo 1 de esta 
Ley que dice que entre los objetivos que tiene, está la prevención, así como la prohibición y 
sanción de prácticas desleales, que al mismo tiempo que regula toda actividad económica para 
alcanzar el justo comercio que anhelan los usuarios de bienes y servicios, también genera el 
desarrollo sostenible con el fin constitucional del buen vivir. 
 
Otro aspecto importante de esta Ley es que se establece en el numeral dos del artículo 4 
diciendo que en concordancia con la Constitución se velará por la defensa del interés en general 
de la sociedad ecuatoriana ya que prevalece sobro todo interés particular, de  igual manera en el 
numeral 9, manifiesta la obligación del Estado en incentivar entre otras la competitividad leal 
que es lo que nos concierne impulsar en este trabajo. 
 
 La sección 5 que habla de las prácticas desleales en su artículo 25.- Definición.- Se 
considera desleal a todo hecho, acto o práctica contrarios a los usos o costumbres 
honestos en el desarrollo de actividades económicas, incluyendo aquellas conductas 
realizadas en o a través de la actividad publicitaria. La expresión actividades económicas 
se entenderá en sentido amplio, que abarque actividades de comercio, profesionales, de 
servicio y otras. 
 En el Inciso tercero dice: La determinación de la existencia de una práctica desleal no 
requiere acreditar conciencia o voluntad sobre su realización sino que se asume como 
cuasidelito de conformidad con el Código Civil. Tampoco será necesario acreditar que 
dicho acto genere un daño efectivo en perjuicio de otro concurrente, los consumidores o el 
orden público económico, bastando constatar que la generación de dicho daño sea 
potencial, de acuerdo a lo establecido en esta Ley. 
 El artículo 26 dice: Quedan prohibidos y serán sancionados en los términos de la 
presente Ley, los hechos, actos o prácticas desleales, cualquiera sea la forma que adopten 
y cualquiera sea  la actividad económica en que se manifiesten cuando impidan, restrinjan, 
falseen o distorsionen la competencia,  atenten contra la eficiencia económica, o el 
bienestar general o los derechos de los consumidores o usuarios. 
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Los asuntos en que se discutan cuestiones relativas a la propiedad intelectual entre pares, 
públicos o privados, sin que exista afectación al interés general o al bienestar de los 
consumidores, serán conocidos y resueltos por la autoridad nacional competente en la 
materia. 
 
 Artículo 27.- Prácticas desleales.- Entre las prácticas desleales tenemos en el inciso 
segundo del numeral 1 que dice: En particular se reputa desleal el empleo o imitación de 
signos distintivos ajenos, así como el empleo de etiquetas, envases, recipientes u otros 
medios de identificación que en el mercado se asocien a un tercero. 
 
En el literal a) del numeral 3 de esta Ley dice: “La imitación que infrinja o lesione un derecho de 
propiedad intelectual reconocido por esta Ley”. 
 
 Artículo 37.- Facultad de la Superintendencia de Control el Poder de Mercado.-
Corresponde a la Superintendencia de Control del Poder de Mercado asegurar la 
transparencia y eficiencia en los mercados y fomentar la competencia; la prevención, 
investigación, conocimiento, corrección, sanción y eliminación del abuso de poder de 
mercado, de los acuerdos y prácticas restrictivas, de las conductas desleales contrarias al 
régimen previsto en esta Ley; y el control, la autorización, y de ser el caso la sanción de la 
concentración económica. 
 
Del procedimiento de Investigación y sanción dice en el artículo 53.- Inicio.- El procedimiento se 
iniciará de oficio, a solicitud de otro órgano de la Administración Pública por denuncia formulada por el 
agraviado, o por cualquier persona natural o jurídica, pública o privada que demuestre un interés 
legítimo. 
 
Las sanciones se establecen en el Artículo 77.- Sujetos infractores.- “Serán sujetos infractores las 
personas naturales o jurídicas que incurran en las prohibiciones o ejecuten las acciones u omisiones 






4.10. COMPETENCIA DESLEAL EN EL CONVENIO DE PARIS PARA LA 
PROTECCIÓN DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL 
  
El Convenio de París entro a formar parte de nuestro ordenamiento  jurídico interno mediante el 
Registro Oficial 244 del 29 de junio de 1999, cuya base fundamental es establecer principios 
comunes dentro de la Propiedad Intelectual, específicamente en materia de Propiedad Industrial, 
para todos los países que suscribieron esta normativa internacional; su contenido se desarrolla a 
través de 30 artículos. 
 
En su ámbito amplio abarca lo concerniente a los elementos de la propiedad industrial, es decir: 
patentes, marcas, invenciones, modelos de utilidad, dibujos y modelos industriales, los nombres 
comerciales, las indicaciones geográficas y de manera especial la lucha contra la competencia 
desleal, que es lo que nos interesa en el caso que nos ocupa. 
 
Del análisis de este Convenio se pueden examinar tres premisas básicas: 
 
1. El Principio de Trato Nacional.- En virtud del cual cada Estado contratante debe 
conceder a los nacionales de los demás estados la misma atención y protección que a los 
ciudadanos de su territorio. 
 
2. Derecho de Prioridad.- Que se da en relación con las patentes de invención, marcas, 
dibujos y modelos industriales; significa que sobre la base de la primera solicitud de 
registro o patente presentada dentro de uno de los Estados suscritos al convenio, el 
solicitante podrá durante cierto período de tiempo, solicitar la protección de cualquiera 
de los demás Estados miembros de la Unión; y esas solicitudes posteriores serán 
consideradas como presentadas el mismo día de la primera solicitud. Aquí se reproduce 
el adagio jurídico que reza: “Primero en el tiempo, primero en el derecho”. 
 
3. Normas Comunes.- El fundamento de la firma de este convenio es el establecimiento 
de un cúmulo de normas mínimas aplicables dentro de los Estados participantes, en 










1) Los países de la Unión están obligados a asegurar a los nacionales de los países de la 
Unión una protección eficaz contra la competencia desleal. 
2) Constituye acto de competencia desleal todo acto de competencia contrario a los usos 
honestos en materia industrial o comercial. 
3) En particular deberán prohibirse: 
(i) cualquier acto capaz de crear una confusión, por cualquier medio que sea, respecto del 
establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor; 
(ii) las aseveraciones falsas, en el ejercicio del comercio, capaces de desacreditar el 
establecimiento, los productos o la actividad industrial o comercial de un competidor; 
(iii) las indicaciones o aseveraciones cuyo empleo, en el ejercicio del comercio, pudieren 
inducir al público a error sobre la naturaleza, el modo de fabricación, las características, 
la aptitud en el empleo o la cantidad de los productos. 
 
Lo cual tiene concordancia con lo que determina la Ley de Propiedad Intelectual y la Ley 
Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, al definir a los actos de competencia 
desleal como todo acto que esté en contra de los usos honestos de cuanto se refieres a las 
prácticas comerciales e industriales, términos que quedaron explicados y fundamentados 
doctrinariamente; es así que el Convenio da las pautas ineludibles que se deben tomar en 
consideración, para proteger tanto a los empresarios, como a los consumidores de manera 
especial, contra las prácticas anticompetitivas referidas.  
 
Y esto no tendría eficacia si no se contara con los procedimientos jurídicos óptimos para el 
efecto, tal y como lo dispone el artículo 10, en relación a la protección de marcas, nombres 




Esto es lo que hace relación a la protección jurídica nacional e internacional de los derechos 
derivados en general de la propiedad Intelectual, como una premisa mayor dentro del silogismo 
jurídico que pretende culminar con la protección nacional e internacional contra las prácticas 
anticompetitivas que vulneran los derechos tanto de los empresarios honestos, como de los 
consumidores que ven afectadas sus economías día a día dentro de las relaciones comerciales 
cotidianas, en donde el sujeto desprotegido continúa siendo el usuario, el público que adquiere 
los bienes y servicios en última instancia, razón por la cual es loable que la ley dote de medidas 
afirmativas a favor de este gripo de la sociedad y de la economía. 
 
4.11.     OBSERVANCIA A LOS DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL  
 
La observancia y el cumplimiento de los derechos de propiedad intelectual son de interés 
público. El Estado, a través del Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual, IEPI, ejercerá 
la tutela administrativa de los derechos sobre propiedad intelectual y velará por su cumplimiento 
y observancia. (Art 332 L.P.I). 
 
La comercialización de productos con marcas no originales perjudican a los titulares de las 
marcas y engañan al consumidor, además el titular debe gastar ingentes sumas de dinero para 
defender sus derechos de propiedad intelectual, más aún en el caso de productos farmacéuticos 
se pone en riesgo la salud pública, justamente para evitar que esto suceda, nuestra legislación 
proporciona de herramientas para evitar este tipo de prácticas con la tutela administrativa, 
medidas de frontera, etc. 
                    
La violación de cualquier de los derechos sobre propiedad intelectual establecidos en esta Ley, 
será lugar al ejercicio de  acciones civiles y administrativas, sin perjuicio a las acciones penales 
a que hubiere lugar, si el hecho estuviere tipificado como delito (Art. 288 L.P.I.). 
 
El Acuerdo sobre los ADPIC en el Art 41, señala como obligaciones a los Miembros establecer 
los procedimientos de observancia, haciendo referencia a recursos “civiles” y “penales”. 
           
El titular de un derecho de propiedad intelectual dentro de las acciones civiles se puede 




Un Tribunal escuchará a las dos partes y emitirá un juicio respecto de si la imputación es cierta 
o no. Si el tribunal decide que el demandante tiene razón, y que se ha producido una infracción, 
podrá dictar diferentes “medidas de reparación” o formas de detener la infracción  y compensar 
los daños causados por ésta. Entre los recursos civiles figuran los siguientes:  
 
      1. Mandamientos judiciales.- Es decir una orden judicial para detener el uso de un 
producto o procedimiento infractor.  
 
     2. Daños y perjuicios.- Es decir, pagar los costos de la infracción al titular del derecho.     
 
     3. Liquidación de beneficios.- Es decir el pago al titular del derecho de los beneficios que 
haya obtenido el infractor.  
 
En el comercio transfronterizo para hacer valer eficazmente los derechos se precisa un enfoque 
internacional coordinado, este enfoque consiste en enfrentar  colectivamente los desafíos y 
aplicar procedimientos prácticos para hacer valer los derechos, así como al  investigar las 
mejores prácticas y procedimientos para hacer valer de manera eficaz los derechos de propiedad 
intelectual. 
 
Toda acción debe sujetarse a los principios fundamentales del derecho procesal y respetar las 
garantías constitucionales como evitar retrasos indebidos (economía procesal), derecho a la 
defensa del bebido proceso, etc. 
 
 
4.12.     DEMANDAS CIVILES 
 
El titular de un derecho de propiedad intelectual, o quien ejerza cotitularidad, puede entablar 
acción civil ante los jueces competentes contra cualquier persona que infrinja sus derechos, en 
juicio verbal sumario. 
 
De acuerdo al Art 296 de la Ley de propiedad industrial , la competencia en materia de 
propiedad intelectual se fija de conformidad con las reglas establecidas en los artículos 27, 28 , 
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29 y 20 del Código de Procedimiento Civil , además señala que también serán competentes para 
conocer estas causas los jueces del lugar en donde se cometa la infracción. 
             
En los juicios sobre esta materia se admite la reconvención conexa, la misma que será resuelta 
en sentencia (Art 298 L.P.I.). 
  
  4.13. LAS MEDIDAS PROVISIONALES O PRECAUTORIAS 
  
Quien vaya a iniciar una acción por infracción puede solicitar al juez ordene medidas 
precautorias inmediatas que permitan impedir se cometa la infracción, conservar pruebas, etc. 
 
Esta medida puede pedirse antes de iniciar la acción, esta medida solo pueden ordenarse cuando 
se demuestre la comisión de la infracción estas medidas son: 
 
a) El cese inmediato de la actividad ilícita;  
b) La suspensión de la actividad de utilización, explotación, venta, oferta en venta, 
importación o exportación, reproducción, comunicación, distribución, según proceda; y,  
c) Cualquier otra que evite la continuación de la violación de los derechos.  
d) Secuestro sobre ingresos obtenidos por la actividad infractora sobre bienes que 
aseguren el pago de la indemnización, sobre los productos que violen la propiedad 
intelectual. 
d) La prohibición de ausentarse del país si el demandado no tuviere domicilio o 
establecimiento permanente en el Ecuador. Las medidas cautelares se practican inaudita 
parte.  (ART 308 Ley de Propiedad Intelectual) 
 
Puede pedir indemnización de daños y perjuicios, para el cálculo puede seguir los siguientes 
criterios que son utilizados en otras legislaciones:  
 
Según el lucro cesante sufrido por el titular (Art. 303 L.P.I.). 
 Las regalías razonables 
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 Pago de interés 
 Daños sufridos (Art. 285L.P.I.).  
 
El cálculo debe basarse en: 
 Ganancias del infractor  
 Daños del afectado  
 Compensación por publicidad correctiva 
 Daños punitivos  
 Honorarios por  representación legal 
 Costas 
 
De acuerdo con la ley ecuatoriana, actualmente, las acciones preventivas se tramitan ante los 
jueces de lo civil y las acciones de conocimiento ante los Tribunales Distritales de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
El plazo de prescripción para las acciones civiles ha sido reducido en la decisión 486 a dos años 
desde que el titular tuvo conocimiento del hecho, pero se ha aumentado a cinco años desde que 
el infractor cesó en la infracción si es que el titular no tuvo conocimiento del hecho. (ART.244 
D. 486). 
 
4.14.  ACCIONES PENALES 
 
Además el titular puede presentarse como acusador particular o denunciante para lograr que los 
jueces de lo penal inicien los procesos penales por la infracción de los derechos del titular de 
una marca que puede concluir en sentencia condenatoria que puede llegar hasta tres años de 
prisión y multa de hasta cinco mil unidades de valor constante, esto es US$13.144,70(según la 






¿Puede presentar denuncia y demanda? 
 
Como se viene advirtiendo, la tutela penal de la propiedad industrial en general gira en torno a 
dos perspectivas diferentes. De un lado, desde una perspectiva colectiva, considerando que se 
tutela el interés de todos los participantes en el mercado.(competidores, consumidores y 
usuarios y el propio interés general del estado)con especial consideración a los derechos de los 
consumidores y usuarios , en tanto que protegiendo la autenticidad del signo distintivo , se 
considera que garantiza los derechos derivados de la veracidad de los productos y servicios 
ofertados en el mercado, a los que acceden los consumidores y usuarios. 
 
De otro lado, desde una perspectiva individual, afirmando la tutela específica del interés del 
particular del que tiene el derecho de exclusiva sobre el signo registrado, en línea con el Art. 34 
de la Ley 17/2001, de Marcas, por cuanto este derecho de propiedad industrial garantiza que el 
registro de la marca o del nombre comercial, en su caso confiere a su titular el derecho 




Reproducir, imitar, modificar o utilizar signos o confundibles con el registro o quienes importen 




 Beneficio económico muy grande. 
 Hechos graves.  
 Que el infractor pertenezca a una organización. 






4.15. ACCIONES ADMINISTRATIVAS 
 
El IEPI  a través de las Direcciones Nacionales ejerce de oficio o petición de parte funciones de 
inspección, vigilancia y sanción con el fin de evitar y reprimir la violación a los derechos sobre 
la propiedad intelectual. 
 
Además la Ley de propiedad Intelectual establece medidas de frontera para impedir el ingreso 
de productos que violen cualquier derecho de propiedad intelectual. 
 
En el título V de la Ley de Propiedad intelectual, cuyo título es DE LA TUTELA 
ADMINISTRATIVA DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL, 
encontramos las disposiciones tendientes a precautelar los derechos de Propiedad Intelectual, es 
así que en el Art. 332 de la mencionada ley encontramos que el  Estado, a través del Instituto 
Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual, IEPI, ejercerá la tutela administrativa de los derechos 
de Propiedad Intelectual.   
 
La nueva Decisión 486, en el Art 245, manifiesta que quien incide una acción por infracción, 
puede acudir  ante la autoridad nacional competente, para que ordene las medidas cautelares 
inmediatas con el fin de impedir la comisión de la infracción, además evitar sus consecuencias, 
obtener o conservar pruebas, o asegurar la efectividad de la acción o el resarcimiento de los 
daños y perjuicios. 
 
De  conformidad con el Art 333, el IEPI, a través de las Direcciones Nacionales ejercerá, de 
oficio o a petición de parte, funciones de inspección, vigilancia y sanción para evitar y reprimir 
violaciones de derechos sobre la propiedad intelectual. 
 
El Art.334 de la Ley de Propiedad Intelectual, manifiesta que cualquier persona afectada por la 
violación o posible violación de los derechos de propiedad intelectual podrá requerir del IEPI la 
adopción de las siguientes medidas: 
 
a) Inspección; 
b) Requerimiento; y  
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c) Sanción de la violación de los derechos de propiedad intelectual. 
 
Estas medidas no se contraponen a las señaladas en el Art.246 de la Decisión 486, más bien se 
complementa en defensa de los derechos de quien lo solicite. 
 
El Art 247 de la Decisión dice: Una medida cautelar solo se ordenará cuando quien pida acredite 
su legitimación para actuar, la existencia del derecho infringido y presente pruebas que permitan 
presumir razonablemente la comisión de la infracción o su inminencia. La autoridad Nacional 
Competente podrá requerir que quien pida la medida otorgue caución o garantía suficiente antes 
de ordenarla. 
 
Quien pida una medida cautelar respecto de productos determinados deberá suministrará las 
infracciones necesarias y una descripción suficientemente detallada  y precisa para que los 
productos presuntamente infractores puedan ser identificados. 
 
En el inciso segundo del Art 343 de la Ley de Propiedad Intelectual establece…     “Si se estima 
necesario o conveniente se podrá disponer que el peticionario rinda caución suficiente. Si esta 
no se otorgare en el término de 5 días de solicitada la medida, quedará sin efecto”. (R.O.N° 426, 
2006) 
 
En el Art. 248 de la Decisión, dispone que cuando se hubiere ejecutado una medida cautelar sin 
intervención de la otra parte ella se notificara a la parte afectada inmediatamente después de la 
ejecución. La parte afectada podrá recurrir ante la Autoridad Nacional Competente para que se 
revise la medida ejecutada. 
 
Salvo norma interna en contrario, la medida cautelar ejecutada sin intervención de la otra parte 
quedará sin efecto de pleno derecho si la acción de infracción no se iniciara dentro de los diez 
días siguientes contados desde la ejecución de la medida. 
 
La Autoridad Nacional Competente podrá modificar, revocar o confirmar la medida cautelar. 
Esta disposición contenida en la nueva Decisión, no consta en la Ley de Propiedad Intelectual. 
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En la nueva decisión se también se establece las medidas cautelares que se aplicarán sobre los 
productos resultantes de la presunta infracción y los materiales o medios que sirvieran 
principalmente para cometerla. Art 249. En nuestra Ley de Propiedad Intelectual encontramos 
su concordancia en lo establecido por el  Art, 336. 
 
Los ADPIC establecen la obligación a los países para que establezcan en sus legislaciones 
medidas provisionales con el objetivo de mantener un status que mientras se define el fondo del 
asunto. 
 
4.16.  TIPOS DE MEDIDAS CAUTELARES  
 
Patrimoniales.- Buscan precautelar el pago de indemnización. 
 
No Patrimoniales.- Cese de la actividad ilícita y cese de la infracción real o potencial. 
 
Medidas de Frontera.- Las medidas de frontera no es un tema nuevo, esto ya se habla en el 
Convenio de Paris Art. 9, pero en el apartado 6 deja esa facultad a las legislaciones nacionales 
para su regulación. 
 
En el capítulo III del Art. 256 de la Decisión 486, encontramos las medidas de frontera aplicable 
entre las que encontramos: el titular de un registro que tuviera motivos fundados, se podrá 
solicitar a la autoridad nacional competente suspender esa operación aduanera. 
 
Quien pida se tome medidas en la frontera deberá suministrar a la autoridad nacional 
competente la información necesaria y una descripción detallada y precisa de los productos u 
objetos de la presunta infracción para que puedan ser reconocidos. 
 
Igual disposición encontramos en el Art. 342 de la Ley de Propiedad intelectual en el que 




El Art. 251 de la Decisión, permite que el titular de la marca pueda participar en la inspección 
de mercaderías retenidas. En el inciso terceo del Art. 343 de la Ley de Propiedad Intelectual, 
encontramos que a petición de la parte afectada con la suspensión  del ingreso o exportación de 
cualquier producto que en cualquier modo viole los derechos de propiedad intelectual, el 
Director Nacional del IEPI, dispondrá la realización de una audiencia para examinar la 
mercadería y si fuere procedente revocar la medida. Si no lo revocare dispondrá que todo lo 
actuado se remita a un juez de lo penal. 
 
Las disposiciones contenidas en los Arts. 253, 254 son nuevas y no están incorporadas en 
nuestra Ley de Propiedad intelectual. 
 
El inciso segundo del Art.255, dispone que sin perjuicio de las demás acciones que 
correspondan al titular del derecho y a reserva del derecho del demandado a apelar ante una 
autoridad judicial o decomiso de las mercaderías. 
 
Esta disposición se encontraba contenida en el Art. 309 literal d) de la Ley de Propiedad 
Intelectual, pero fue declarada inconstitucional mediante resolución del Tribunal de lo 
Constitucional, publicada en el Registro Oficial No. 173 de 28 de Septiembre del 2000. 
 
Productos de Transito 
 
El Articulo 9 del Convenio de Paris respecto al embargo a la importación de los productos que 
lleven ilícitamente una marca o un nombre comercial: La autoridades no estarán obligadas a 
efectuar el embargo en caso de tránsito. 
 
Medios alternativos para la solución de controversias 
 
El Art. 374 de la Ley de Propiedad Intelectual señala que “Toda controversia en materia de 
propiedad intelectual, podrá someterse a arbitraje o mediación, de conformidad con la Ley de 




Para tal efecto el IEPI está autorizado a suscribir el respectivo convenio arbitral sin necesidad de 
consultar al Procurador General del Estado. 
 
La Organización Mundial de la Propiedad Intelectual cuenta con un Centro de Arbitraje y de 
Mediación que bien a funcionando desde inicio de Octubre 1994 con sede en Ginebra (suiza), es 
una unidad administrativa de la Oficina Internacional de la OMPI. 
 
El Centro administra alternativas a la vía judicial para la resolución de controversias 
comerciales entre partes privadas en materia de propiedad industrial. También sirve como un 
centro de recursos que ofrece un sitio Web completo y una serie de publicaciones en el ámbito 
de la solución de controversias en materia de Propiedad Intelectual. 
 
Recursos que pueden plantearse en la vía administrativa 
 
El principio de impugnabilidad establecido en la Constitución, da lugar a que todo acto 
administrativo emitido por autoridad publicada puede ser revisado por un superior, en el caso 
del IEPI por el Comité de Propiedad Intelectual, Industrial y Obtenciones Vegetales (Art. 173 
C.P.). 
 
Todo acto Administrativo definitivo dictado por las Direcciones Nacionales son susceptibles de 
los siguientes recursos: 
 
 Recurso de Apelación; (15 días) 
 Recurso de Revisión; y, (hasta 3 años)  
 Recurso de reposición. (15 días) 
 
Estos recursos no son necesarios para agotar la vía administrativa, y se puede acudir 
directamente a la jurisdicción Contenciosa Administrativa. Los recursos se concederán en los 







5. INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
 
Con la Investigación de Campo se logró obtener información directa del fenómeno en estudio, 
esto es, los actos de competencia desleal en su relación con el Derecho Marcario; con este tipo 
de investigación se produce una interrelación directa entre el investigador y el objeto de estudio, 
para de esta manera lograr analizar las circunstancias en las cuales se desenvuelven y se 
desarrollan simbióticamente las variables, demostrando o rechazando de este modo la hipótesis 
fundamental de la investigación, y en base a esto sacar las conclusiones finales. 
 
5.1. DISEÑO DE LOS INSTRUMENTOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
En primer lugar, la bibliografía sirvió como sustento teórico y científico para analizar y abordar 
el tema y el problema planteado en esta investigación. 
 
Para la comprobación de la hipótesis de trabajo, como ya se dejó sentado anteriormente se 
procedió mediante el trabajo de campo a fin de recoger o recopilar la investigación, es decir se 
aplicaron fuentes primarias para la recolección de la información, que son definidas de acuerdo 
a César Bernal de la siguiente manera: 
 
 Fuentes primarias Son todas aquellas de las cuales se obtiene información directa, es 
decir, de donde se origina la información. Es también conocida como información de 
primera mano  o desde el lugar de los hechos. Estas fuentes son las personas, las 
organizaciones, los acontecimientos, el ambiente natural, etcétera. 
Se obtiene información primaria cuando se observan directamente los hechos (presenciar 
una huelga, observar sistemáticamente el lugar de trabajo, etcétera), cuando se entrevista 
directamente a las personas  que tienen relación directa con la situación objeto de estudio 




Como queda claro la investigación de campo se fundamenta básicamente en las fuentes 
primarias ya que involucran una relación y contacto directo entre el investigador y el objeto de 
estudio. 
 
En virtud de aquello y a fin de cuantificar los datos, se utilizó fundamentalmente la técnica de 
investigación cuantitativa denominada encuesta, como técnica y como instrumento de 
recolección de información se utilizó el cuestionario, mismo que consistió en un conjunto 
coordinado y encadenado de diez preguntas relacionadas con el tema de investigación y los 
objetivos de la misma. 
 
Con esto se procedió a describir la realidad teórica y práctica del problema de investigación, 
para de esta manera determinar la relación de causalidad entre las variables de la investigación. 
 
5.1.1. POBLACIÓN Y MUESTRA 
 
El proceso investigativo se realizó en base a las encuestas realizadas a un número de 50 
comerciantes que poseen una marca registrada sobre sus actividades económicas en la ciudad de 
Quito, y de acuerdo a los objetivos planteados como ejes fundamentales de esta investigación. 
 
Es así que en base a estos resultados, una vez tabulados y cuantificados, se realizaran las 
respectivas conclusiones a que se llegó en esta indagación. 
 
5.2.  APLICACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS Y RECOLECCIÓN DE 
INFORMACIÓN. 
 
En la investigación presente se utilizaron los siguientes instrumentos y técnicas de 
investigación: 
 
 La encuesta: Esta fue utilizada para la recopilación de primera mano o 
de campo de información, directamente con el encuestado mediante la 




 La observación: Realizada mediante la observación del investigador de 
la realidad pragmática de los hechos materia de análisis, es decir, 
diferentes casos de plagio, adulteración de marcas y otros actos 
fraudulentos en el ámbito de la competencia desleal y el derecho 
marcario. 
 
 Cuestionario: Este instrumento fue utilizado al aplicar las encuestas a 
los comerciantes de la ciudad de Quito, que tienen una marca registrada 
relacionada con su actividad económica, de acuerdo a los objetivos de la 
investigación. 
 
5.3.  PROCESAMIENTO DE INFORMACIÓN 
 
Según el ya citado investigador César Bernal y con relación al procesamiento de la información 
se cita lo que sigue: 
 
Esta parte del proceso de investigación consiste en procesar los datos (dispersos, 
desordenados, individuales) obtenidos de la población objeto de estudio durante en trabajo 
de campo, y tiene como finalidad generar resultados (datos agrupados y ordenados), a 
partir de los cuales se realizará el análisis según los objetivos y las hipótesis o preguntas 
de la investigación realizada, o de ambos (BERNAL, César A., 2010, pág. 198) 
 
Asimismo el procesamiento de resultados se lo realizó mediante la herramienta estadística 
denominada, “Distribución de frecuencias y representaciones gráficas”  y su representación se la 
realiza en este caso mediante histogramas, que es un medio gráfico para la representación de la 
distribución de la frecuencia de las encuestas. 
 
En este sentido, una vez que se obtuvieron los resultados de la encuesta se aplicó esta 
herramienta estadística, misma que es definida por Mason y Lind, citados por Bernal, de la 
siguiente forma: “…la distribución de frecuencias es el agrupamiento  de datos en categorías que 
muestran el número de observaciones de cada categoría” (BERNAL, César A., 2010, pág. 199) 
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Los datos que se procesaron, son consecuencia directa de las encuestas aplicadas a un número 
finito de 50 personas como muestra del universo de titulares de marcas comerciales en la ciudad 
de Quito, que se ven afectados en sus actividades económicas con el plagio de sus registros 
marcarios. 
 
5.4.  ELABORACIÓN DE GRÁFICOS Y CUADROS ESTADÍSTICOS 
  
A continuación se encuentra la descripción de los datos estadísticos que arrojaron las encuestas 
realizadas a una muestra de 50 personas que pertenecen al universo de los comerciantes de la 
ciudad de Quito que son titulares de derechos marcarios. 
 
Al realizar el análisis se estudió e interpretó los datos cuantificados que se encuentran en las 
siguientes tablas y gráficos, de acuerdo a un formulario de 10 preguntas concatenadas entre sí, 
con el objetivo de determinar el grado de vulneración que han recibido los comerciantes que 
tienen una marca registrada y como esta vulneración incide en las buenas prácticas 
empresariales. 
 
Asimismo se tomaron en consideración parámetros de acuerdo a la actividad económica que 
realizan estas personas, para de esta manera evaluar los campos de la economía en donde más se 
pueden dar actos de competencia desleal, obviamente enmarcados en su naturaleza y que 
guarden relación con los derechos marcarios. 
 
Por otra parte también se trató de evaluar el conocimiento de estas personas sobre sus derechos 
como titulares de una marca, así como las actuaciones del estado entorno a su protección 
mediante actos políticos y jurídicos. 
 
Como último punto se preguntó acerca de las posibles soluciones que los encuestados creen 
convenientes deben aplicarse a fin de subsanar los errores en la praxis de los ejercicios de los 
derechos derivados de la Propiedad Intelectual y frenar la competencia desleal. 
 



















Elaborado por: Jaqueline Andrea Montesdeoca Almeida 
Fuente: Encuesta 
 
Grafico 1: ¿En cuál de los siguientes campos de la economía usted realiza sus actividades 
económicas? 
 



















ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
Salud 4 8% 
Alimentos 16 32% 
Industrias metalúrgicas 8 16% 
Comercio 11 22% 
Transporte 6 12% 
Telecomunicaciones 0 0% 
Otros 5 10% 





 Como se observa en la gráfica, de las personas encuestadas la mayoría se dedica a 
actividades económicas relacionadas con los alimentos y el comercio ya que representan el 32% 
y el 22% respectivamente, seguido de la metalúrgica, los transportes y salud.  
 
De esto se puede evidenciar que el sector de la economía con mayor dinámica dentro de las 
relaciones comerciales se da en el sector alimenticio y en el  comercio, por lo que en estos 
campos es más susceptible de producirse vulneraciones a los derechos marcarios y a la libre 
competencia empresarial, basada en buenas prácticas de acuerdo a los usos honestos y las 
buenas costumbres.  
 
En tal virtud las políticas del Estado deben priorizar esos sectores de la economía, en cuanto a 




















Tabla 2: ¿Sabe usted cuales son las consecuencias de vulnerar una marca registrada? 
 
DETALLE REFERENCIA PORCENTAJE 
SI 12 24% 
NO 38 76% 
TOTAL 50 100% 
 Elaborado por: Jaqueline Andrea Montesdeoca Almeida 
Fuente: Encuesta 
 
Grafico 2: ¿Sabe usted cuales son las consecuencias de vulnerar una marca registrada? 
 




Tal y como se gráfica, aproximadamente las tres cuartas partes de los encuestados aseguran que 
no conocen de las consecuencias jurídicas del hecho vulnerar los derechos marcarios, por esta 
razón es que tiene radical importancia de que los comerciantes conozcan todo lo relacionado a 
los derechos marcarios para que así se pueda evitar que ante el desconocimiento de la ley se 
vulneren los derechos derivados de la marca, evitando de esta manera también que se produzcan 











Tabla 3: ¿Usted conoce de los beneficios que se derivan de registrar una marca 
relacionada con su actividad comercial? 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 20 40% 
NO 12 24% 
NO ESTA SEGURO 18 36% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Jaqueline Andrea Montesdeoca Almeida 
Fuente: Encuesta 
Grafico 3: ¿Usted conoce de los beneficios que se derivan de registrar una marca 
relacionada con su actividad comercial? 
 




La encuesta continua indagando si los encuestados conocen de los beneficios que trae consigo el 
registro de una marca en el IEPI, y las respuestas están distribuidas dentro de las tres 
alternativas planteadas; de esta manera el 40% afirma que sí conoce de los beneficios de 
registrar una marca, mientras que el 24% no los conoce o no se ha visto beneficiado por este 














Tabla 4: ¿Ha procurado usted informarse sobre los mecanismos jurídicos para proteger 
su marca registrada? 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 19 8% 
NO 31 62% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Jaqueline Andrea Montesdeoca Almeida 
Fuente: Encuesta 
 
Grafico 4: ¿Ha procurado usted informarse sobre los mecanismos jurídicos para proteger 
su marca registrada? 
 




Al no conocer de los beneficios de registrar una marca o no estar seguro, y al ignorar de las 
consecuencias de vulnerar los derechos marcarios, la tendencia de esta cuarta pregunta se 
relaciona lógicamente con las dos anteriores, es así que el 62% de los encuestados no ha 











Tabla 5: ¿Ha escuchado usted, a través de los medios de comunicación sobre el papel que 
desempeña el Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual en la protección de los 
derechos marcarios? 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 21 42% 
NO 29 58% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Jaqueline Andrea Montesdeoca Almeida 
Fuente: Encuesta 
 
Grafico 5: ¿Ha escuchado usted, a través de los medios de comunicación sobre el papel 
que desempeña el Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual en la protección de los 
derechos marcarios? 
 




Como se observa, el Estado no se ha preocupado de, a través del IEPI, difundir su política de 
restricción a los actos de competencia desleal mediante la protección de los derechos marcarios, 
y eso se refleja en que el 58% de las personas encuestadas no han escuchado sabido de 
publicidad del IEPI, en loa distintos medios de comunicación. 
42% 
58% 






Tabla 6: ¿Usted cree que el Estado está desempañando eficazmente su labor de tutelar los 
derechos del titular de una marca? 
 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 23 46% 
NO 27 54% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Jaqueline Andrea Montesdeoca Almeida 
Fuente: Encuesta 
Grafico 6: ¿Usted cree que el Estado está desempañando eficazmente su labor de tutelar 
los derechos del titular de una marca? 
 




Como se evidencia con la tendencia que sigue la encuesta, la respuesta a esta pregunta es 
consecuencia de las respuestas anteriores, pues a criterio del 54% de los encuestados, el Estado 












Tabla 7: ¿Con qué frecuencia ha visto usted afectados sus derechos sobre la marca que 
usted registró o cualquier otro acto de competencia desleal? 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
Mucha frecuencia 12 24% 
Frecuentemente 13 26% 
Poca frecuencia 16 32% 
Ninguna frecuencia 9 18% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Jaqueline Andrea Montesdeoca Almeida 
Fuente: Encuesta 
Grafico 7: ¿Con qué frecuencia ha visto usted afectados sus derechos sobre la marca que 
usted registró o cualquier otro acto de competencia desleal? 
 




Según la tabulación de las encuestas, en esta pregunta existe una línea constante en la frecuencia 
de repuestas de los encuestados, pero lo que sí se puede afirmar es que la gran mayoría de las 
personas que fueron objeto de la encuestas afirma que por lo menos una vez han sufrido la 




















Tabla 8: ¿Usted ha visto afectado su negocio como causa de la violación a sus derechos 
marcarios, como por ejemplo mediante actos de imitación, confusión, etc.? 
 
 




Grafico 8: ¿Usted ha visto afectado su negocio como causa de la violación a sus derechos 



















Las consecuencias de los actos de competencia desleal son a causa de la violación de los 
derechos marcarios, conforme lo afirma el 64% de las personas encuestadas, al haber una  
afectación a las actividades económicas de los comerciantes, es indudable que hay actos de 
competencia desleal y estos se relacionan con el marcario. 
 
 ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 32 64% 
NO 18 36% 










Subsanar los vacíos legales
Celeridad de procesos
administrativos ante el IEPI
Celeridad en procesos judiciales en
el ámbito marcario.
Más información a los usuarios
acerca de los derechos de propiedad
intelectual
ÍTEM 9 
Tabla 9: ¿Cuál de los siguientes mecanismos le parece a usted el más eficaz para evitar 
que se vulneren los derechos marcarios? 
 
Grafico 9: ¿Cuál de los siguientes mecanismos le parece a usted el más eficaz para 











Elaborado por: Jaqueline Andrea Montesdeoca Almeida 
Fuente: Encuesta 
 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
Subsanar los vacíos legales 6 12% 
Celeridad de procesos administrativos ante el IEPI 8 16% 
Celeridad en procesos judiciales en el ámbito marcario. 7 14% 
Más información a los usuarios acerca de los derechos 
de propiedad intelectual 8 16% 
Apoyo por parte del gobierno a las microempresas para 
potenciar sus nivel de competitividad en el mercado 5 10% 
Control por parte del IEPI de la venta de productos y 
servicios que plagien las marcas. 9 18% 
Capacitaciones acerca de los efectos negativos de este 
tipo de prácticas anticompetitivas. 7 14% 




Ante una serie de siete posibles soluciones que se conducen a evitar que se sigan vulnerando los 
derechos marcarios, y en consecuencia se pueda frenar los actos de competencia desleal, los 
encuestados indistintamente y casi de manera paralela escogieron las diferentes alternativas, en 
las que constaban cambios en el sistema administrativo y judicial, así como cambios en las 



























Tabla 10: ¿Estaría de acuerdo con implementar un programa destinado a socializar una 
cultura de respeto a las buenas prácticas empresariales, a los comerciantes? 
ALTERNATIVAS FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 43 86% 
NO 7 14% 
TOTAL 50 100% 
Elaborado por: Jaqueline Andrea Montesdeoca Almeida 
Fuente: Encuesta 
 
Grafico 10: ¿Estaría de acuerdo con implementar un programa destinado a 
socializar una cultura de respeto a las buenas prácticas empresariales, a los 
comerciantes? 
 





 Como conclusión, y de igual manera como consecuencia de la tendencia en las 
respuestas de todas las preguntas anteriores, el 86% de las personas encuestadas dijeron estar de 
acuerdo con implementar una política de socialización por parte del gobierno, acerca de los 
derechos que se derivan de la propiedad intelectual, de manera particular el derecho marcario. 
86% 
14% 







1. Partiendo de los principios que establecen los artículos 169 de la Constitución de la 
República en donde textualmente dice: “El sistema procesal es un medio para la 
realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios de 
simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y 
harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia por la sola 
omisión de formalidades”; en donde concordantemente el artículo 75 dice: “Toda 
persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y 
expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y 
celeridad; en ningún caso quedará en indefensión.  
2. El incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la Ley”. Se 
desprende que todos los sectores vulnerables en donde están inmiscuidos los 
comerciantes titulares de marcas debidamente registradas tiene derecho a exigir a la 
función judicial, quien es la entidad que administra justicia, actuar con equidad y 
celeridad en los casos de competencia desleal. 
3. La protección a que se hace referencia a los comerciantes legalmente reconocidos, debe 
realizarse en un marco de libertad, dignidad y equidad, principios éstos, que están 
tipificados en la misma Constitución de la República del Ecuador, no obstante a este 
particular los fines proclamados en la Ley de Propiedad Intelectual y la Ley Orgánica de 
Regulación del Poder de Mercado, no cubren la verdadera necesidad de protección de 
los titulares de marcas, ya que en la aplicación cotidiana de la Ley en mención se viene 
dando una serie de contradicciones, y vacíos que los legisladores en su debida 
oportunidad debían prever estas circunstancias, consecuentemente la falta de aplicación 
correcta a estas disposiciones ha dado lugar a la libre interpretación extensiva por parte 
de los juzgadores, así como también por parte de los profesionales del derecho, y por 
qué no decir de los mismos litigantes que se encuentran inmersos dentro de este ámbito. 
4. Las disposiciones legales objeto de este trabajo de investigación no son drásticas en 
contra de quienes se dedican a la competencia desleal, se demuestra la falta de poder 
sancionatorio a la competencia desleal y protección a la competencia leal, y por tal 
razón pues constituye un acto atentatorio y discriminado a la vez ya que se pretende 
destruir con la célula fundamental que es el comercio leal, principalmente demoliendo 
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el pilar cardinal que es la economía, base en donde se fomenta la estabilidad de la 
sociedad. 
5. La Ley de Propiedad Intelectual tiende a generar incertidumbres, porque no logra 
establecer bien lo que es competencia desleal y establece una definición muy amplia, 
donde básicamente es competencia desleal cualquier acto contrario a la buena fe o a las 
buenas costumbres, que por medios ilegítimos persiguen desviar clientela, sin embargo 
es de la esencia de la competencia captar clientes, de manera que la autoridad 
administrativa debía determinar qué atenta contra la buena fe o las buenas costumbres y 
qué puede ser un medio ilegítimo. Entonces se le da mucho poder a una autoridad 
administrativa para que defina qué es competencia desleal. Y aunque la Ley consiga 
ejemplos, algunos no son claros. 
6. La Ley se topa con normativas del consumidor, propiedad industrial, libre competencia 
y, como se dio competencia concurrente a los juzgadores, puede que un caso se esté 
sustanciando en forma simultánea en varios tribunales y tener fallos diferentes. En el 
caso del sistema jurídico ecuatoriano las normas relacionadas a la competencia desleal 
se encuentran dentro de la Ley de Propiedad Intelectual y Ley Orgánica de Regulación 
y Control del Poder de Mercado, lo que no significa que la competencia desleal sea 
privativa de los derechos intelectuales 
7. La Marca es un derecho exclusivo y excluyente, por lo que sólo el titular del mismo 
podrá hacer uso del título, personaje, nombre artístico o promoción publicitaria, 
disponiendo de éste o éstos a título de dueño, con apego a las disposiciones de la Ley de 
Propiedad Intelectual y la Ley  Orgánica de Regulación del Poder de Mercado y los 
principios y reglas del derecho común que sean aplicables. Por tal el título, personaje, u 
obras guardan parecido con las marcas, que se vinculan con éstas y al mismo tiempo se 
interrelacionan con los principios de distintividad y originalidad, sin embargo la única  
relación es sólo de semejanza o aproximación. 
8. La marca es considerada como un objeto de derecho, como un bien susceptible de 
dominio, que es producto del ingenio humano, pero este ingenio no solo se hace 
presente en su creación, sino también en las estrategias de marketing que hacen de una 
marca una franquicia que debe ser legalmente reconocida para poder reclamar derechos 
sobre la misma. Al igual que los títulos, los personajes de toda índole califican para la 
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protección del derecho marcario y de la competencia desleal; pero, al mismo tiempo, la 
protección marcaria y de competencia desleal es insuficiente. 
9. La existencia de la marca, como institución autónoma y particular del derecho de la 
propiedad intelectual se justifica porque llena espacios que ninguna otra figura de la 
propiedad intelectual ha podido cubrir a plenitud, ello sin menoscabo del factor de 
convergencia que se manifiesta entre los principios de originalidad, novedad y 
distintividad sobre los cuales se erige la propiedad intelectual como la formula 
protectora de la creatividad humana, en el campo técnico, cultural o mercadológico, y 
para esto las disposiciones de las leyes de Propiedad Intelectual y Ley Orgánica de 
Regulación del Poder de Mercado pretenden garantizar un mayor nivel de protección y 
seguridad jurídica, lo cual ha generado suficiente avance, no obstante existen ciertas 
lagunas legales y la necesidad de cambio en ciertos aspectos de sanción. 
10. A manera de corolario diremos que la función social del signo marcario se resume en 
los premisas: protección del fondo de comercio, y protección del consumidor contra 
confusiones y abusos; tanto más que las marcas tienden a evitar el establecimiento de 
monopolios, pues si en alguna ocasión una marca visualiza un monopolio es porque éste 
se encuentra protegido por una patente de invención que al fenecer la misma se torna de 
dominio público, consecuentemente la exclusividad de uso de un signo marcario 
determinado otorga a su titular el monopolio del uso del signo mas no del producto.La 
propiedad intelectual es un derecho de dominio sobre un bien, este bien es el ingenio 
humano tanto doctrinaria como jurídicamente, siempre y cuando haya sido registrado 
como establece la Ley de Propiedad Intelectual. 
11. Referente a la competencia sana es muy importante para el desarrollo económico y 
social del país, así como para que exista respeto a los derechos del consumidor, en 
cuanto a calidad y garantía de los productos y servicios que se ofertan; así como 
también sirve para no afectar a las pequeñas y medianas empresas ante el poder de 
mercado cuando este es utilizado de manera abusiva, pudiendo exigir reparación por 
cualquier vía sea administrativa o judicial. Por esta razón deducimos que los actos de 
competencia desleal contemplados como un catálogo en la Ley Orgánica de Regulación 
y Control del Poder de Mercado no son limitativos ni taxativos, pues constituyen un 
catálogo abierto que puede ampliarse siempre que existan actos producidos dentro del 
comercio con mala fe, dolo y que causen daño a las relaciones comerciales, es decir se 
aplica el principio de licitud. 
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12. En el ordenamiento jurídico interno del Ecuador se establecía que la Ley de Propiedad 
Intelectual regule los actos de competencia desleal, tanto en la parte adjetiva como en la 
parte sustantiva, otorgándole competencias al IEPI y al tribunal de lo Contencioso 
Administrativo al respecto; mas con la promulgación de la Ley Orgánica de Regulación 
y Control del Poder de Mercado mediante el registro Oficial 555 de 13 de octubre de 
2011, los actos de competencia desleal son regulados por esta última ley y la 
competencia para conocer estos casos recae cobre la Superintendencia de Control del 
Poder de Mercado y sobre el Tribunal de lo Contencioso Administrativo; también y de 
manera transitoria los procesos que se tramitaban con la Ley de Propiedad Intelectual en 
la parte sustantiva se seguirán tramitando con el anterior régimen, es decir, las normas 
sobre competencia desleal contenidas en la Ley de Propiedad Intelectual tienen una 
vigencia relativa en lo sustantivo. 
13. El poder de mercado no es ilícito ni prohibido por la Ley, lo que se prohíbe y se castiga 
como acto de competencia desleal es el abuso de ese poder de mercado para manejar a 
favor de ciertos intereses las tendencias de los precios en el mercado, y para iniciar una 
acción frente a un acto de competencia desleal tenemos las siguientes vías, dependiendo 
de las circunstancias que acompañen al acto: La vía administrativa, ante el IEPI y la 
Superintendencia de Control del poder de Mercado; y en vía judicial, ante el juez de lo 
civil el cual tiene la potestad de dictar todas las medidas cautelares que sean necesarias 
para salva guardar los intereses de los afectados cuando se demanda como un delito o 
un cuasidelito civil y se exige la indemnización por daños y perjuicios; ante la 
jurisdicción contencioso administrativa, cuando ha precedido la fase administrativa ante 
la Superintendencia de Control del Poder de Mercado; y ante la justicia penal, cuando el 
acto de competencia desleal, también constituya un acto antijurídico y punible. 
14. De las encuestas realizadas, se ha podido establecer, que las normas legales tipificadas 
en la Ley Orgánica de Regulación del Poder de Mercado tiene vacíos legales en su 
mayor parte, y que se requiere de forma inmediata una reforma que pueda amparar no 
solamente los derechos de los titulares de marca registrada, sino a todas las personas 








1. Que en el pensum de estudios de las escuelas de Derecho en el Ecuador, se instaure una 
asignatura dedicada al estudio exclusivo tanto de la Constitución de la República del 
Ecuador así como de la Ley Orgánica de Regulación del Poder de Mercado y de la Ley 
de Propiedad Intelectual, que tenga una duración del tiempo que dura la carrera a fin de 
que se convierta en un caso de conocimiento público, para que todas las personas 
adquieran discernimiento, tanto de derechos y obligaciones en calidades de titulares de 
marca como para los comerciantes para alcanzar una competencia leal, y que la Función 
Judicial del Ecuador y autoridades administrativas como operadores jurídicos se deben 
plantear el reto de trabajar por hacer realidad la ejecución de ese conjunto de postulados 
esenciales, por lo que se hace menester esforzarse en emplear todas las instituciones que 
el orden jurídico pone al servicio de la tutela de marca. 
2. Recordar y dar a conocer que en materia de Propiedad Intelectual todas las instancias 
administrativas sean estas locales, regionales y nacionales son competentes. Por lo 
tanto, los sujetos con intereses personales, difusos o colectivos afectados o amenazados 
de daños por perjuicios de competencia desleal, están legitimados para acudir a ellos y 
exigirles el cumplimiento de sus atribuciones en este ámbito, haciéndoles tomar en 
cuenta lo que establece la Constitución de la República del Ecuador, el derecho de 
repetición en contra de toda autoridad como persona responsable. 
3. Que los profesionales del derecho que son llamados a requerir la administración de la 
justicia deben estar en permanente actualización en todas las leyes de nuestro 
compendio de Legislación Ecuatoriana, y buscar constantemente la superación y 
capacitación personal y profesional para defender en debida forma los derechos de las 
personas que están al margen de la indefensión, especialmente es este caso en el que 
existe vacíos legales, y solicitar al Estado que dé la facilidad de capacitación a los 
mismos a través de cursos subsidiados para garantizar una buena defensa de derechos 
de los ciudadanos. 
4. Se debe revisar cuan necesario es que ciertas conductas sean llevadas a la categoría de 
delitos, para ello es imprescindible la fijación de criterios sobre los bienes jurídicos 
marcarios tutelables por la vía del Derecho Penal. Aquellas conductas que no revistan 
tanta gravedad deben permanecer dentro del ámbito de las infracciones administrativas 
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con sanciones que no traspasen  las barreras del Derecho Criminal. Por otra parte, 
también se debe revisar el sistema de castigos a las personas jurídicas y armonizarlo con 
el sistema procesal vigente teniendo en cuenta los Derechos Constitucionales y todos 
los sistemas jurídicos afectados y que eventualmente pueden intervenir o verse 
afectados por las decisiones del juez penal. 
5. Que el gobierno central debe procurar que sus actuaciones dentro de las relaciones 
comerciales no intervengan en gran medida al libre desenvolvimiento de las relaciones 
comerciales, y fomentar únicamente la competencia leal, para una estabilidad 
económica. 
6. Que los profesionales del Derecho, tanto demandantes, defensores y jueces no deben 
limitarse al catálogo de actos de competencia desleal transcritos en la Ley, sino entender 
que cualquier acto tendiente a dañar o vulnerar la libre competencia basta para que sea 
considerado como tal, y así tomar en cuenta que  la protección de los derechos 
marcarios gozan de protección internacional, en tal virtud el Estado debe dar la 
certidumbre y el ambiente así como las garantías para resolver con la tutela nacional 
todo conflicto antes de acudir ante a instancias internacionales como es el Tribunal 
Andino de Justicia. 
7. Que la Superintendencia de Control del Poder de Mercado cree políticas de gestión que 
sean rigurosas para  las grandes empresas que gozan de un gran poder dentro del 
mercado que monopolizan, y sobre todo para acabar con la competencia desleal, por 
ética y responsabilidad social, y que las mismas difundan la competencia leal por 
mandato de Ley, exigiendo al gobierno central el cumplimiento de los mandatos de la 
constitución económica y efectivizar los objetivos propuestos en el Plan Nacional del 
Buen Vivir en lo referente a la Competencia Desleal, a través de ferias de comercio con 
la participación de pequeñas y grandes empresas. 
8. Se debe socializar los derechos de propiedad intelectual en general y las políticas en 
contra de la competencia desleal con todos los ciudadanos y de manera especial en las 
personas que ejercen el comercio ya sea a escalas minoritarias como a las grandes 
compañías proveedoras de bienes y servicios, para así promover una cultura de respeto 
en este tema, a través de los medios de comunicación y una vez socializados estos 
conocimientos, le corresponde al Estado de igual manera controlar que no se sigan 
produciendo estos actos, por medio de una justicia especializada, a través de la creación 
136 
 
de los Juzgados de Propiedad Intelectual en donde se sustancien las demandas de 
competencia desleal para garantizar los principios constitucionales de economía 
procesal y celeridad. 
9. Realizar un mayor estudio pormenorizado de los avances que existen a raíz de la 
expedición de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado entre 
todos los actores económicos y jurídicos de la sociedad por medio de debates en los 
enlaces informativos que usa el gobierno central, en vista de que el Estado es el 
encargado de velar por los derechos de los ciudadanos, para controlar y evitar que se 
vulneren los derechos marcarios como una manera de prevenir también que se 
produzcan actos de competencia desleal en relación a esta rama de la propiedad 
industrial, creando sistemas de gestión para facilitar el trámite del registro de marcas en 
el Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual. 
10. Reformar el artículo 37 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder del 
Mercado que fue creada como complemento a la Ley de Propiedad Intelectual con 
respecto a las prácticas desleales en el derecho marcario,  en lo que se refiere a la 
sanción de estos  actos, por tratarse de que las víctimas de la competencia desleal no 
tienen garantizada la reparación de los daños que han sufrido, por ser esta Ley muy 
débil en el sentido reparatorio y sancionatorio, y por otro lado exista el elemento 
jurídico para proteger la actividad comercial leal; por lo que se debe sustituir el Artículo 
37de la Ley  Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado  por el siguiente: 
Art. 37 .- Los competidores desleales serán condenados a 8 años de prisión más la multa 
del 100% de perjuicio que haya ocasionado a los titulares de Derecho de Marca, sin 
perjuicio de otras acciones legales que sean aplicables, de toda persona natural o 
jurídica podrá ejercer las acciones previstas en esta Ley, inclusive preventivas o 
cautelares. 
Las medidas a que se refiere el inciso anterior podrán ser solicitadas también por 
asociaciones gremiales o de profesionales que tengan legítimo interés en proteger a sus 
miembros  contra los actos de competencia desleal. 
Dicha reforma se solicitará a la Asamblea Nacional de acuerdo a lo que establece la 
Ley, ya que es la única que puede crear, reformar o derogar leyes,  reuniendo todos los 
requisitos y participando en los debates para exponer los vacíos legales y los problemas 





PROPUESTA DE REFORMAS QUE REGULE Y SANCIONE LA COMPETENCIA 
DESLEAL EN EL DERECHO MARCARIO DE UNA FORMA EFECTIVA Y RÁPIDA. 
Con la finalidad de restablecer la dignidad y fe de quienes se dedican al desarrollo de 
actividades económicas dueños de derechos de Propiedad Intelectual de Marcas y que se 
encuentran muchas veces en la calidad de víctimas de la competencia desleal. 
Se presenta esta propuesta de reformar el artículo 37 de La ley Orgánica de Regulación y 
Control del Poder de Mercado que garantice sanciones y su graduación al aplicarlas, y el 
procedimiento que garantice el debido proceso.   
 
VALIDACIÓN DE LA PROPUESTA. 
 
LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 
ASAMBLEA NACIONAL 
CONSIDERANDO: 
-Que, el Artículo 37  de la Ley Orgánica de Regulación y Control de poder del Mercado se 
relacione de forma directa y especifica con relación a los actos de competencia desleal en 
derecho marcario , en cuanto se refiere al trámite de acciones legales en contra de quienes se 
dedican a la competencia desleal, no hace efectivas las garantías constitucionales proclamadas 
en la Carta Magna y tampoco cubre las expectativas y necesidades básicas prioritarias y 
apremiantes de los titulares de Propiedad Intelectual específicamente de Derecho de Marca; 
- Que, el trámite de sanción de la competencia desleal establecido en la Ley Orgánica de 
Regulación y  Control de Poder del Mercado como complementaria a la Ley de Propiedad 
Intelectual, atenta contra los derechos y las garantías de los titulares de Marcas, que son presa 
fácil de los competidores desleales; 
 
-Que, la situación económica de los titulares de marcas origina un desequilibrio emocional, ya 
que la falta de trabajo origina el quiebre de sus empresas; 
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- Que, el trámite de sanción y castigo a los competidores desleales, requiere de un sistema de 
regulación inmediata, tendiente a la eficaz aplicación de las disposiones legales y a conseguir 
con celeridad dichas garantías para las dos partes intervinientes; y, 
 
En el ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, previstos en el Artículo 120, numeral 
6, de la Constitución de la República del Ecuador; resuelve expedir la siguiente: 
 
“LEY REFORMATORIA AL ARTÍCULO DE LA LEY DE PROPIEDAD 
INTELECTUAL, QUE REGULE Y SANCIONE LA COMPETENCIA DESLEAL” 
Principio Fundamental: 
Art1.- Sustituir el Artículo 37de la Ley  Orgánica de Regulación y Control del Poder de 
Mercado  por el siguiente: 
Art. 37 .- “Los competidores desleales serán condenados a 8 años de prisión más la multa del 
100% de perjuicio que haya ocasionado a los titulares de Derecho de Marca, sin perjuicio de 
otras acciones legales que sean aplicables, de toda persona natural o jurídica podrá ejercer las 
acciones previstas en esta Ley, inclusive preventivas o cautelares. 
Las medidas a que se refiere el inciso anterior podrán ser solicitadas también por asociaciones 
gremiales o de profesionales que tengan legítimo interés en proteger a sus miembros  contra los 
actos de competencia desleal. 
Art. 2.- “Esta Ley entrará en vigencia desde su promulgación en el Registro Oficial” 
Dado en San Francisco de Quito, a los once días del mes de Julio del dos mil trece, en la sala de 
sesiones de la Asamblea Nacional. 
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